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INTRODUCCIÓN



Desde que el 10 de diciembre de 1948 fuera pro­
clamada la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos en la Asamblea General de la ONU ce­
lebrada en París, se ha recorrido ya un largo ca­
mino (no exento de dificultades) en la lucha por la 
salvaguarda y defensa de los derechos humanos. 
Dado el carácter «Universal» de la declaración, 
desde muy pronto se hizo evidente la necesidad 
de crear instituciones de carácter nacional, con la 
intención de conseguir generar un proceso diná­
mico real a favor de la protección y el desarrollo 
de los derechos humanos.

Este proceso de institucionalización nacional fue 
lento y progresivo, pues la conformación de este 
tipo de organismos varía —como es lógico— entre 
los distintos países, ya que su implantación depende 
de las circunstancias histórico-políticas que son pro­
pias de cada nación, y de su legislación específica. 
Para el ámbito geopolítico que nos ocupa, dentro 
del área ibérica no fue hasta 1975 que se creó en 
Portugal el Provedor de Justiça, en 1981 el Defensor 
del Pueblo de España y en 1998 el Raonador del 
Ciutadà de Andorra. En el entorno americano fue 
Puerto Rico el primer país en dotarse una entidad 
de este tipo (Procurador del Ciudadano, 1977), se­
guido de Guatemala (Procurador de los Derechos 
Humanos, 1985), si bien la mayoría de los países 
iberoamericanos adoptaron la institución a lo largo 
de la década de los 90 del siglo pasado.

En junio de 1994, con ocasión de una reunión 
celebrada en San José de Costa Rica a la que 
asistieron las distintas Defensorías de la región 

americana y el Defensor del Pueblo de España, se 
llegó a la conclusión de que era necesario crear 
una entidad que coordinase la cooperación hori­
zontal entre todas las Defensorías del Pueblo de 
los distintos países iberoamericanos.

Poco después, en diciembre de aquel mismo 
año, se promulgó la Declaración de Madrid, do­
cumento que no solo sentó las bases de la fu­
tura creación de la Federación Iberoamericana del 
Ombudsman (FIO) sino que esbozó, por primera 
vez, un programa ambicioso de capacitación de 
derechos humanos a nivel iberoamericano.

Por fin, en abril de 1995, en la ciudad guate­
malteca de Antigua, se celebró una reunión 
para consensuar los principios básicos de esta 
Federación, que serían finalmente incorporados 
a sus Estatutos, cuya sanción tuvo lugar en agosto 
de 1995 en Cartagena de Indias (Colombia): nacía 
FIO (Federación Iberoamericana del Ombudsman).

Esta misma linea, la cooperación entre las 
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 
de los distintos países americanos, se siguió im­
pulsando y se demostró que era imprescindi­
ble establecer sistemas de cooperación vertical 
entre las distintas instituciones supranaciona­
les dedicadas a la defensa de los derechos huma­
nos. Así, en 1999, se convocó la Primera Reunión 
de Instituciones Nacionales del Continente 
Americano en Tegucigalpa (Honduras) donde se 
estableció el compromiso de crear una Red de 
Instituciones Nacionales de la región constituidas 

5



de conformidad con los Principios de París. Un 
año después, en Ciudad de México, se adoptó el 
Acta de Creación de la Red, firmada por los re­
presentantes de las Instituciones Nacionales de 
Argentina, Bolivia, Canadá, Ecuador, Honduras y 
México: nacía así RINDHCA (Red de Instituciones 
Nacionales para la Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos en el Continente Americano) 
que forma parte de la estructura de representa­
ción regional de las Instituciones Nacionales de 
Derechos Humanos (INDH) en la Alianza Global de 
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 
(GANHRI). RINDHCA es la cuota americana en la más 
amplia asociación internacional de INDH de todo el 
mundo, que trabaja en estrecha cooperación con la 
oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (ACNUDH). RINDHCA 
tiene como objetivos promover una cultura de res­
peto de los Derechos Humanos, fortalecer el reco­
nocimiento y el cumplimiento de los compromisos 
internacionales de los Estados en esta materia, con­
tribuir al desarrollo democrático y a la vigencia de 
derechos fundamentales como columnas funda­
mentales del Estado de Derecho, fortalecer a las 
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 
existentes y apoyar el establecimiento de otras 
nuevas en consonancia con los Principios de París.

Ambas instituciones (FIO y RINDHCA), además 
de sus objetivos específicos comparten otros, 
como son promover una cultura de respeto de 
los derechos humanos y apoyar el fortalecimiento 
del Estado de Derecho, el régimen democrático y 
la convivencia pacífica de los pueblos.

Ya desde el primer Congreso de FIO, que tuvo 
lugar en abril de 1996 en la ciudad mexicana de 
Querétaro, se puso de manifiesto la necesidad 
de que los distintos Defensores iberoamericanos 
dispusieran de un foro adecuado donde reunirse 
para intercambiar experiencias, apoyarse mutua­
mente y fortalecer la cultura de los derechos hu­
manos en los países iberoamericanos.

Se estableció la tradición de celebrar congresos 
anuales, de los que hasta el año 2020 FIO había 
celebrado veinticuatro. Cada uno de ellos ha pre­
sentado la particularidad de estructurarse a través 
de un hilo conductor que caracteriza las sesiones. 
En el segundo Congreso celebrado en la ciudad 
española de Toledo (1997) los temas principa­
les fueron: «Los derechos económicos, sociales 
y culturales ante las instituciones que componen 
la Federación Iberoamericana» y «Los derechos 
fundamentales y las poblaciones indígenas en 
América Latina». A modo de ejemplo citaremos 
los dos últimos: en 2018 el eje del XXIII Congreso 
celebrado en Andorra la Vella fue «El derecho a 
una vivienda digna» y en la edición de 2019, que 
tuvo lugar en Rio de Janeiro, el asunto central fue 
«La violencia de género y la igualdad».

El año 2020, ha sido un año de profundos retos 
regionales y globales, nadie puede dudarlo. La hu­
manidad ha sufrido, y sigue sufriendo cuando se 
redactan estas líneas, si bien la llegada de las va­
cunas abre una ventana de esperanza, el azote de 
la pandemia provocada por la COVID-19. Las con­
secuencias no solo han sido sanitarias, sino que 
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han afectado a todos los aspectos de la sociedad 
y también al de los derechos humanos. Los go­
biernos han aplicado medidas excepcionales (la 
situación también lo es) que atañen a derechos 
fundamentales como, entre otros, la libertad de 
movimiento y el derecho de manifestación y reu­
nión. Las INDH han ejercido en estas adversas cir­
cunstancias su papel de vigilancia y control y esto 
las ha colocado en una posición de mayor vulne­
rabilidad ante los gobiernos.

Que el Poder (con mayúsculas) por su propia na­
turaleza tiende a ser absoluto, es una de las lec­
ciones que la humanidad ha aprendido a lo largo 
de su historia. Por eso la civilización ha intentado 
desarrollar instituciones que protejan a los ciu­
dadanos de las tentaciones de abuso que son in­
herentes al ejercicio del mando. Las INDH juegan 
en este aspecto un papel esencial pues, si bien no 
son instituciones políticas, se sitúan en el área de 
«lo político», ya que trabajan en el campo del con­
trol de los presuntos abusos que pudieran ocurrir 
por parte de los poderes públicos.

Ante una coyuntura excepcional la vigilancia 
también ha de serlo, y esto ha provocado reac­
ciones desmesuradas por parte de algunos go­
biernos, así como una cierta falta de comprensión 
por una parte de los ciudadanos, pues muchos 
de ellos entienden con dificultad que ante una 
circunstancia excepcional se extreme el celo en 
la defensa de derechos que perciben en el mo­
mento actual como «menos importantes»; en mu­
chos casos no son conscientes de que cuando se 

pierde un derecho es muy difícil recuperarlo y las 
medidas excepcionales adoptadas han limitado 
una buena cantidad de ellos.

La labor de las oficinas de Ombudsman como 
«voz de la conciencia» del poder y la ciudadanía 
las ha colocado en una posición ingrata, hasta el 
punto de generar en algunos casos incomprensión 
y antipatía. Esto ha provocado que algunas admi­
nistraciones hayan aprovechado para intentar so­
cavar la credibilidad y las facultades de las distintas 
INDH; en algunos casos se podría decir que los go­
biernos «estaban esperando» el momento pro­
picio para redoblar sus ataques, pues la presión 
nunca ha dejado de estar presente. Fruto de esta 
tirantez, se ha podido constatar que las oficinas de 
Ombudsman de El Salvador, Guatemala, Costa Rica, 
Ecuador, Bolivia, Perú y Haití, han sufrido ataques 
preocupantes, solicitudes de dimisión, campañas 
de desprestigio de los jefes de gobierno con la uti­
lización de los medios de comunicación y de las re­
des sociales como instrumento para conseguir sus 
objetivos, así como (en el más alto grado de expre­
sión de la tensión Poder/INDH) ataques violentos.

Ante este panorama, ni FIO ni RINDHCA podían 
permanecer impasibles, pues hacerlo hubiera 
significado una flagrante dejación de sus funcio­
nes. Se hacía necesario dar una respuesta, alzar 
la voz ante una situación a todas luces injusta y, 
en muchos casos, inquietante. Se aproximaba el 
momento de la celebración del congreso anual 
de FIO y se consideró —con la clara intención de 
transmitir una imagen de unidad y fortaleza— que 
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este debería ser conjunto con RINDHCA. Por otra 
parte, siguiendo la tradición de articular las se­
siones mediante un hilo conductor, este no po­
día ser otro que «Ataques a Defensorías y Estados 
Excepcionales», lema que refleja a la perfección 
el momento que atraviesan las distintas INDH y el 
peligro que acecha a la salvaguarda de los dere­
chos humanos en el área responsabilidad de am­
bas instituciones.

Las restricciones en los derechos de libertad de 
movimiento y reunión —además de un elemen­
tal ejercicio de prudencia— hacían inviable la ce­
lebración presencial del congreso; pero este no 
podía dejar de tener lugar, dada la gravedad del 
momento y de los hechos que se estaban produ­
ciendo. Ambas redes, FIO y RINDHCA, se adapta­
ron rápidamente al reto y emprendieron el primer 
congreso virtual iberoamericano, que reunió a re­
presentantes de mas de 20 países.

Las incertidumbres eran muchas. Por desgra­
cia —aunque esta expresión pueda resultar para­
dójica— nos hemos acostumbrado durante estos 
meses al empleo de la tecnología como sustitutivo 
de las reuniones presenciales. Esto no era algo 
nuevo, pues la celebración de reuniones virtuales 
estaba empezando a resultar «moneda común» 
en las relaciones sociales, en especial en el mundo 
de la empresa, pero conectar a una gran cantidad 
de personas de forma simultánea generaba du­
das más que razonables. A estas inseguridades se 
añadía la de la repercusión que pudiera tener el 
congreso, de qué manera iba a ser recibido por el 

público la celebración de un acto con estos con­
dicionantes, si la asistencia iba a estar acorde con 
la importancia de los asuntos que se pretendían 
tratar, etc.

Sin embargo, a pesar de todo, hoy podemos 
decir que el congreso fue un éxito, pues contó 
con más de 400 participantes de todo el mundo, 
demostrando así que existe una sincera preocu­
pación por ampliar y fortalecer la cultura y los va­
lores de los derechos humanos en el mundo.

El objetivo de la presente publicación es trans­
mitir los contenidos del congreso. No será esta 
una obra académica sensu stricto, si bien se inclui­
rán los textos originales de algunas de las ponen­
cias presentadas; intentaremos más bien resaltar 
las ideas principales que subyacen en las interven­
ciones de los distintos congresistas. Se tratará, por 
tanto, de un análisis subjetivo pero, en aras de la 
objetividad y aprovechando que esta va a ser una 
publicación electrónica, se incluirán los enlaces a 
las distintas sesiones, para que el público intere­
sado pueda conocer de primera mano el conte­
nido de las intervenciones y, en su caso, valorar 
si nuestra visión ha sido la correcta. Por razones 
obvias nos faltará describir el ambiente, las re­
laciones personales y los intercambios de expe­
riencias que son propios de estos actos cuando 
se celebran de manera presencial.

La estructura del libro seguirá de forma diacró­
nica la del programa del congreso. Si bien algunos 
contenidos tuvieron lugar de manera sincrónica, 
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una vez más la tecnología acude en nuestra ayuda, 
lo que nos ha permitido recuperar las intervencio­
nes de las Redes Temáticas y analizaras de manera 
más sosegada.

Desde FIO y RINDHCA tenemos la ilusión de que 
esta publicación esté a la altura del esfuerzo rea­
lizado por la organización, los ponentes y los asis­
tentes, así como también que seamos capaces de 
reflejar la importancia de los asuntos tratados, en 
la esperanza de poder contribuir al desarrollo de 
la cultura y los valores de los derechos humanos 
en el mundo.

Augusto Jordán Rodas Andrade
Presidente de la Federación 

Iberoamericana del Ombudsman (FIO)

José Apolonio Tobar Serrano
Secretario General de la Red de 

Instituciones Nacionales para la Promoción 
y Protección de los Derechos Humanos 

del Continente Americano (RINDHCA)
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15 de diciembre: 
reuniones técnicas



Con las reuniones de las redes y los grupos temáticos dieron comienzo las actividades del congreso. La 
jornada de apertura tuvo como epicentro las reuniones de las cinco Redes Temáticas FIO y los Grupos 
Temáticos RINDHCA+FIO que, además de abordar cuestiones específicas de cada una de sus áreas de 
trabajo, también analizaron el impacto de la COVID-19 en cada una de ellas.

¿Qué son las redes y los grupos temáticos?
Las redes y los grupos temáticos son órganos técnicos y conforman un espacio vivo de intercambio, coo­
peración e investigación. El Consejo Rector de FIO y el Comité Coordinador de RINDHCA aprueban las 
líneas de trabajo y sus actividades, que después son desarrolladas en cada uno de sus ámbitos de ac­
tuación. Las redes y grupos de trabajo son el espacio de encuentro, intercambio y aprendizaje de los co­
misionados, técnicos servidores y colaboradores de las oficinas de Ombudsman.
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Reuniones de las Redes 
Temáticas FIO
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Red de Mujer

La Red de Mujer tiene como función principal la promoción y protección de los derechos humanos de 
las mujeres desde una perspectiva de género. Las funciones de la red incluyen desde proponer políti­
cas, estrategias y programas legales y sociales, hasta elaborar metodologías de actuación.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/9Q60I_h0oLg

Por fortuna, desde hace ya varios años, los temas 
relacionados con la mujer y los derechos huma­
nos despiertan un interés creciente. Una buena 
muestra de ello es la más que notable presencia 
de público (casi 40 personas) que asistió a la reu­
nión de la Red de Defensorías de Mujeres de FIO 
que, desde su creación en el año 1997, se esfuerza 
por conseguir el reconocimiento y la protección de 
los derechos humanos de las mujeres en el mundo.

El debate, moderado por Julia Hernández, ad­
junta al Ararteko (País Vasco, España) y coordina­
dora general de la Red de Mujer, comenzó con una 
primera intervención a cargo de Augusto Jordán 
Rodas Andrade, procurador de los Derechos 
Humanos de la República de Guatemala y presi­
dente de FIO, que animó a perseverar en el tra­
bajo de la red y puso de relieve la importancia del 
uso de la tecnología como herramienta de comu­
nicación en estos momentos de crisis.

Después de las presentaciones de rigor, todas las 
participantes estuvieron de acuerdo en poner en 
valor la gran labor realizada por José Raúl Montero 
quien, al cesar en su cargo como procurador de 
los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato 
(México), tuvo que abandonar sus trabajos en la red.

Entrando ya en materia, se presentó el Informe 
Anual 2020. Como no podía ser de otra manera, la 
pandemia trastocó los ambiciosos objetivos pro­
puestos en la reunión de Rio de Janeiro de 2019, 
de tal forma que pronto resultó evidente que no 
iba a ser posible cumplir con todos los compro­
misos acordados. Para hacer frente a la nueva co­
yuntura, en el mes de junio se reunió el equipo 
coordinador para reformar el plan de trabajo y 
adecuarlo así a la situación creada.

Cada una de las responsables regionales to­
maron la palabra para exponer sus respectivos 

https://youtu.be/9Q60I_h0oLg


informes. El balance, dadas las circunstancias, fue 
positivo. Para el caso europeo, Beatriz Barrera, 
de la Defensoría del Pueblo de Canarias (España) 
y coordinadora de la red europea, señaló que, a 
pesar de las dificultades, fue posible realizar un 
informe sobre la realidad del colectivo trans. En 
este sentido, y para el caso español, dicho informe 
puso de manifiesto la urgencia de una homoge­
neización normativa nacional, pues cada una de 
las comunidades autónomas en que está dividido 
administrativamente el país dispone de normati­
vas particulares, en algunos casos contradictorias. 
También se hizo hincapié en la necesidad de rea­
lizar campañas de sensibilización hacia los pro­
blemas específicos de dicho colectivo, y el papel 
esencial que han de jugar las Defensorías. Otros 
objetivos cumplidos fueron los esfuerzos en la lí­
nea de la profundización en el uso del lenguaje in­
clusivo, la elaboración de un cuadernillo sobre la 
situación de los derechos de las mujeres mayores 
y se insistió sobre lo importante que es ser más 
activas en la participación en las redes sociales.

Desde la sección del Cono Sur su coordinadora, 
Alejandra García, de la Defensoría del Pueblo de 
la Nación Argentina, hizo un balance de su actua­
ción durante el año 2020. Trabajaron sobre la la­
cra de la violencia de género y las dificultades que 
existen en la implementación efectiva de las le­
yes que protegen a las mujeres. También fueron 
analizados aspectos relativos al desempleo de la 
mujer y, en especial, se profundizó en la necesi­
dad de eliminar la brecha salarial hombre/mujer 
en el mundo laboral.

Elisa Arévalo, de la Procuradoría para la Defensa 
de los Derechos Humanos de El Salvador y coor­
dinadora de la Red para América Central, recalcó 
las muchas complicaciones que han surgido por la 
COVID-19, en especial en su propio país, donde la 
Procuradoría ha sufrido (y sufre) incesantes ata­
ques por parte del Gobierno.

Verónica Aguilar, de la Procuradoría de Derechos 
Humanos del Estado de Guanajuato (México) 
—que ejerce el papel de coordinadora para 
América del Norte en funciones debido a la baja 
de José Raúl Montero— indicó que, durante el año 
2020, fue posible constatar un aumento de los ca­
sos de violencia familiar y de género en México 
fruto del confinamiento, apuntado la necesidad de 
hacer un trabajo de prevención y concienciación 
orientado a la población masculina para evitar, en 
la medida de lo posible, que estos casos se repitan.

Como síntesis de las diferentes intervenciones, 
la coordinadora general propuso la realización de 
un informe global, conjuntando los distintos infor­
mes regionales.

El siguiente punto que se abordó en la reunión 
fue la evaluación de las expectativas para 2021. 
Desde la coordinación general se advirtió de la ne­
cesidad de elaborar planes de actuación realistas 
que, debido a la situación actual, no pueden ser 
demasiado ambiciosos. También subrayó que es 
preciso compartir los planes de trabajo específi­
cos de cada región, para intentar llevar a cabo una 
labor global lo más coordinada posible.
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Se llegó a la conclusión de que es imprescindi­
ble que para el año 2021 la red haga un esfuerzo 
por poner de relieve el retroceso de los derechos 
humanos de las mujeres provocado por la actual 
crisis. En este sentido, el incremento exponen­
cial de la violencia hacia las mujeres fruto de la 
pandemia es un asunto esencial. Se identificaron 
como principales causantes de dicho incremento 
las medidas de confinamiento domiciliario, puesto 
que la mayoría de la violencia contra las mujeres 
tiene lugar en los hogares.

Desde la red europea se propuso elaborar un 
plan basado en 4 puntos. El primero sería trabajar 
sobre la prevención y la educación en la infancia y 
la adolescencia, en especial en las redes sociales, 
asunto que es preocupación común a todas las 
secciones regionales de la red. También es necesa­
rio realizar un análisis de los Puntos de Encuentro 
Familiar. Los Puntos de Encuentro Familiar (PEF) 
son centros destinados a favorecer el derecho de 
los/las menores a relacionarse con sus progenito­
res. Son lugares físicos idóneos, neutrales y segu­
ros concebidos para facilitar el régimen de visitas 

de los/las menores con sus familias cuando existe 
una sentencia, auto judicial o resolución adminis­
trativa que haga necesaria la intervención de este 
recurso para el cumplimiento del régimen de vi­
sitas. Dada la importancia de los PEF, se planteó 
que es preciso una evaluación de los mismos. En 
tercer lugar, hay que subrayar la importancia de 
conseguir la homogeneización del concepto de 
víctima, pues los países mantienen distintas re­
gulaciones sobre este asunto y se hace necesaria 
una reglamentación común. Por último, es esen­
cial conseguir que todos aquellos miembros del 
estamento judicial que hayan estado inmersos en 
procesos de violencia de género o ataques contra 
la libertad sexual sean inhabilitados para enten­
der de este tipo de asuntos.

Todas las participantes estuvieron de acuerdo 
en orientar su trabajo siguiendo estos puntos, al 
que se añadió realizar un informe específico sobre 
el retroceso global de los derechos de las muje­
res a causa de la COVID-19, que correrá a cargo de 
la coordinadora general de la red. Como equipo 
de apoyo para la realización de dicho informe se 
postuló a Mariana Giorgetti, de la Defensoría del 
Pueblo de la ciudad de Río Cuarto (Argentina) y a 
Virginia Fernández, de la Defensoría de Vecinas y 
Vecinos de Montevideo (Uruguay).

La metodología a emplear para profundizar sobre 
estos puntos serán las reuniones trimestrales vir­
tuales y se insistió en la necesidad de compartir los 
datos de las diferentes regiones, para poder pre­
sentar un informe conjunto lo más documentado 
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posible. También se llegó al acuerdo de elaborar 
una declaración por parte de la Red de Mujer para 
presentarla a la Asamblea General de FIO.

El último asunto tratado fue el de la elección del 
equipo coordinador. Desde la coordinación gene­
ral se sugirió, por la situación creada, mantener el 
equipo actual, a excepción de la red de América 
del Norte, pues la vacante que se ha producido 
por el cese en sus funciones de José Raúl Montero 

ha de cubrirse. Es responsabilidad de esa región 
proponer un candidato y queda pendiente una re­
unión entre dichas representantes para proponer 
una candidatura de consenso.

Emplazadas para una inminente reunión desti­
nada a preparar la declaración que se presentará 
a la Asamblea General de FIO, y con el compro­
miso renovado de luchar por los derechos de las 
mujeres, se levantó la sesión.

Foto: Fizkes
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Declaración ante el I Congreso 
Virtual FIO + RINDHCA de la 
Red de Defensorías de la Mujer

Ante la situación actual que todos y cada uno de los 
países está viviendo no podemos ni queremos, ha­
cer una reflexión en torno al género y el COVID‑19. 
Sabiendo de antemano que estos nos están influ­
yendo de una manera u otra, no solo a nuestros paí­
ses, sino también de forma individual a cada una de 
nosotras, no es menos cierto que las mujeres, una 
vez más, nos enfrentamos ante dificultades aña­
didas por nuestra condición de mujer. Como bien 
ha apuntado algunos organismos tanto nacionales 
como internacionales —entre ellos cabe señalar los 
informes y recomendaciones de ONU‑MUJERES— 
esta pandemia tiene no solo una dimensión sanita­
ria, grave sin duda, sino una dimensión que va más 
allá: política, social y económica.

Así ha sido publicado por un informe del Fondo de 
Población de las Naciones Unidas en el que señala 
que los brotes de enfermedad afectan a hombres y 
mujeres de manera diferente y que las pandemias 
empeoran las desigualdades a las que se enfren­
tan mujeres y niñas. Es necesario ante ello conocer 
el alcance del impacto de género e incorporarlo en 
las respuestas que se articulen desde los distintos 
gobiernos. Características tales como:

•	 Sobrecarga del trabajo sanitario y de servicios 
esenciales (las mujeres representan el 70% del 
personal sanitario y son mayoría en sectores 

del comercio de alimentación y de los servi­
cios de limpieza hospitalaria y de residencias).

•	 Centralidad de las tareas de cuidados: las mu­
jeres siguen realizando la mayor parte del 
trabajo doméstico y de cuidados, no solo re­
munerado, sino de aquel que supone la mayor 
parte: el no remunerado y sin el cual la res­
puesta institucional no solo hubiera sido com­
plicada, sino que en algunos casos inexistentes.

•	 Las mujeres sufren mayor precariedad y po­
breza laboral aún en situaciones de normali­
dad e incluso de bonanza económica. Por tanto 
ante la más que segura crisis económica, si no 
se arbitran respuestas que tengan en cuenta la 
transversalidad de género, se verán aún más 
vulnerables (sobre todo mujeres jóvenes, con 
baja cualificación, migrantes). Además hay que 
tener presente que los factores que sin duda se 
verán más afectados son altamente feminizados 
(como por ejemplo el turismo o la hostelería)

•	 Aumento del riesgo de violencia de género. 
Durante la pandemia las mujeres y niñas pue­
den encontrarse en mayor riesgo de sufrir 
violencia de pareja y otros tipos de violencia 
domestica debido a un aumento de la tensión 
en el hogar.

•	 En esta situación que nos encontramos el ac­
ceso a los derechos sexuales y reproductivos, 
para las mujeres, cobra especial significado, 
por razones obvias. Por ello, en esta pandemia 
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deben asegurase el ejercicio de dichos dere­
chos, declarando los distintos dispositivos de 
atención como «servicios esenciales» de tal 
manera que el acceso a la anticoncepción; a la 
interrupción del embarazo, según (la normativa 
vigente), a los servicios obstétricos, etc., sean 
garantizados por los poderes públicos en con­
diciones (coordinadas) de salud y seguridad.

Es cierto, y así hay que reconocerlo y ponerlo en 
positivo que organismos internacionales, estados e 
instituciones públicas y privadas han implementado 
actuaciones encaminadas a luchar contra la enfer­
medad y sus efectos tanto en la economía como en 
el mercado de trabajo, pero también no es menos 
cierto que no son suficientes. Tal y como ha mani­
festado y recalcado el propio Secretario General de 
la ONU, Antonio Guterres: «debemos combatir el 
virus por el bien de la humanidad, centrándonos 
en las personas. Particularmente en las más afec­
tadas: mujeres, personas mayores, jóvenes, traba­
jadores precarios, pequeñas y medias empresas, el 
sector informal y los grupos de riesgo».

Es por todo ello exigimos y solicitamos que to­
dos y cada uno de los gobiernos hagan suyas y las 
lleven a la práctica las cinco acciones recogidas 
por ONU‑MUJERES:

1.	 Deben asegurar que las necesidades de médi­
cas y enfermeras estén integradas en cada ám­
bito de las actividades de respuesta. «Como 
mínimo, significa asegurar que productos de hi­
giene menstrual como compresas y tampones 

se encuentren disponibles para las provee­
doras de cuidados y personal de primera in­
tervención. Deben formar parte del equipo 
de protección personal», dice Anita Bhatia, 
Directora Ejecutiva Adjunta de ONU Mujeres.

2.	 Asegurar que las líneas directas y los servicios 
dedicados a las víctimas de violencia domés­
tica se consideren «servicios esenciales». Ello 
implica que se mantengan abiertos y que los 
organismos de seguridad estén concienciados 
de la necesidad de responder a las víctimas. 
Pueden seguir el ejemplo de Quebec y Ontario, 
que han añadido los refugios para mujeres su­
pervivientes a la lista de servicios esenciales.

3.	 Los rescates y medidas de estímulo deben in­
cluir medidas de protección social que reflejen 
las circunstancias especiales de las mujeres y 
reconozcan la economía asistencial. Esto im­
plica asegurar las prestaciones de los seguros 
sanitarios a quien más las necesitan, además 
de conceder bajas por enfermedad y/o paga­
das a quienes no puedan acudir a su puesto 
de trabajo debido al cuidado de niños o per­
sonas mayores en casa.

4.	 Los líderes deben encontrar la forma de in­
cluir a mujeres en la toma de decisiones de 
respuesta y recuperación. Incluir voces de mu­
jeres en la toma de decisiones, tanto a nivel 
local como municipal o nacional, dará mejores 
resultados. La respuesta al ébola se benefició 
de la inclusión de diversos grupos de mujeres.
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5.	 Los responsables políticos deben prestar aten­
ción a lo que ocurre en los hogares y apoyar 
un reparto igualitario de la carga de cuidados 
entre hombres y mujeres. Es una gran oportu­
nidad para «desestereotipar» los roles de gé­
nero que están presentes en muchos hogares 
alrededor del mundo.

La nueva normalidad no puede, de nuevo, de­
jar de lado a las mujeres y niñas como ha venido 
ocurriendo a lo largo del tiempo.

La construcción de una nueva realidad no será 
completa si no somos conscientes que atañe de 
forma diferente a hombres y mujeres y por ello 
es necesario tener presente la situación diferente 
y vulnerable de las mujeres. Es necesario que los 

organismos internacionales, nacionales y regiona­
les fortalezcan el enfoque de género tanto en sus 
análisis como en sus decisiones, fortalezcan los es­
pacios de atención y defensa de los derechos de 
las mujeres y aseguren la participación igualitaria 
de las mujeres en los gabinetes de respuesta a la 
crisis, tal y como ha recogido la OEA y otros orga­
nismos, así como que continúen recordando a sus 
distintos gobiernos lleven a la práctica los acuer­
dos internacionales (como los señalados en este 
declaración) que coadyuven a hacer realidad la 
igualdad entre hombre y mujeres

Como instituciones de derechos humanos el 
contexto actual nos desafía y compromete, hoy 
más que nunca en el cumplimiento y garantía de 
los derechos humanos.
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Red de Niñez y 
Adolescencia

La Red de Niñez y Adolescencia de FIO tiene como objetivos promover la perspectiva de derechos de 
niñez y adolescencia en el quehacer de las Defensorías como una política colectiva prioritaria de FIO y 
trabajar articulada y coordinadamente con el fin de contribuir a proteger y promover los derechos de 
niños, niñas y adolescentes, así como fortalecer la institucionalidad de la protección a la niñez y adoles­
cencia dentro de los ombudsman miembros de FIO.

La infancia y la adolescencia constituyen un grupo 
de población que requiere de una atención singu­
lar en razón de su especial situación de vulnera­
bilidad propia de su proceso de desarrollo físico 
y mental. Esta atención especial debe ser garanti­
zada por las Instituciones de Derechos Humanos, 
tanto respecto a la asistencia directa que se presta 
a este sector de la población, como en la defensa 
de sus derechos e interés superior. A la salvaguarda 
de dichos derechos se dedica la red desde su cons­
titución en 2011.

La sesión fue moderada conjuntamente por 
Analía Colombo, coordinadora general de la Red 
y Rodolfo Succar, coordinador técnico, ambos de 
la Defensoría de Niñas, Niños y Adolescentes de 
Santa Fe (Argentina).

Durante ese encuentro se realizó una revisión de 
las agendas de trabajo en el período de pandemia 

y su impacto en los derechos de niños y adoles­
centes. Entre los temas centrales se mencionó el 
efecto del encierro en la salud mental e integral 
y el incremento de los episodios de violencia de 
los que son víctimas, principalmente en los gru­
pos vulnerables.

Asimismo, se elaboró una declaración por la 
continuidad del derecho a la educación, con foco 
en el informe de UNICEF para América Latina y el 
Caribe, que define la situación como una «catás­
trofe generacional que tendrá profundas conse­
cuencias para la sociedad en su conjunto».

Tras unos sencillos ajustes técnicos, hizo uso de 
la palabra Rodolfo Succar, que animó a cada uno 
de los participantes a comentar la situación de sus 
Defensorías en este año tan singular. Participaron 
en esta rueda de intercambio de experiencias re­
presentantes de las Defensorías de Argentina, 

Para acceder al contenido de la sesión: 
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México, España, República Dominicana, Honduras, 
Chile y Ecuador, lo que permitió elaborar un mapa 
de la situación general.

Más allá de las circunstancias particulares de 
algunos países que pusieron de manifiesto los 
representantes de Chile (disturbios sociales) y 
Honduras (azotada por dos tormentas tropicales), 
se pudo establecer un catálogo de problemas es­
tructurales que se han agudizado con motivo de 
la pandemia.

En primer lugar, se constató que, debido a las 
medidas de confinamiento, se produjo una gene­
ralizada vulneración del derecho a la educación. 
Dado que no fue posible la educación presen­
cial, los distintos países optaron por un sistema 
de educación virtual —online o a través de la te­
levisión—. El hecho de que no todos los hogares 
dispongan de conexión a internet, ordenadores, 
o incluso televisores, provocó que muchos niños 
y niñas vieran lesionado su derecho a la educa­
ción. Lo que conocemos como «brecha digital» se 
ha puesto todavía más de manifiesto con motivo 
de la pandemia y ha sido denunciada por las dis­
tintas Defensorías. Asimismo, además de la vul­
neración del derecho a la educación, la ausencia 
de la escolaridad generó un impacto negativo en 
programas de asistencia alimentaria y de protec­
ción integral de las niñas y niños que asisten a las 
escuelas.

Además de la reducción de los fondos para becas, 
se confirmó una rebaja generalizada de los recursos 

presupuestarios destinados a la infancia y la ado­
lescencia, bien porque los gobiernos recortaron los 
presupuestos, bien porque hubo una disminución 
significativa de las aportaciones privadas, en espe­
cial a los centros de asistencia social que, en algu­
nos casos, se vieron obligados a cerrar.

También se pudo verificar una vulneración del 
derecho a la salud. Las restricciones a la movilidad 
y la saturación de los centros sanitarios hicieron 
imposible en algunos casos que se pudiera acce­
der a los tratamientos.

Otro aspecto que merece tenerse en cuenta son 
las consecuencias psicológicas que trae aparejada 
la situación de confinamiento, no solo porque los 
jóvenes han tenido que estar encerrados en sus 
casas sino que, al haberse suspendido la actividad 
educativa presencial, hubo una reducción de los 
contactos sociales y la socialización es un aspecto 
relevante en personas de estas edades.

Asimismo, se puso de manifiesto el crecimiento 
de la violencia hacia la infancia y la adolescencia 
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debido al confinamiento. Este aspecto guarda mu­
cha similitud con el aumento de la violencia de gé­
nero: al estar más tiempo en casa los problemas de 
convivencia se hacen más evidentes. Relacionado 
con ello está el incremento de casos de abuso se­
xual de los cuales niñas y niños con víctimas.

El asunto de la pobreza infantil también fue tra­
tado en la reunión. La crisis económica desencade­
nada por la pandemia ha provocado que muchas 
familias hayan visto significativamente afectado 
su nivel de ingresos económicos (en algunos ca­
sos la afectación ha sido total). El caos burocrático 
y de gestión ha tenido como consecuencia que 
las familias vulnerables hayan tenido dificultades 
mientras se tramitaban las ayudas. Las distintas 
Defensorías han trabajado sobre este asunto, ins­
tando a los gobiernos a una mayor agilidad.

Todos los participantes se mostraron de acuerdo 
en señalar que garantizar el acceso a la educa­
ción es el asunto más importante. A pesar de la 
situación especial de todos conocida, las distin­
tas Defensorías trabajaron para mantener acti­
vos todos los servicios que prestan a la infancia y 
la adolescencia.

Pero no todo ha sido negativo en el contexto 
de la pandemia. La virtualidad en las comunica­
ciones ha tenido como consecuencia un aumento 
en el número de reuniones, tanto a nivel nacional 
como, en especial, internacional, lo que ha favo­
recido el intercambio de experiencias y la coordi­
nación en los trabajos de las distintas Defensorías.

Una vez comprobado que muchos de los pro­
blemas fruto de la pandemia que afectan a la in­
fancia y la adolescencia son comunes a todos los 
países de la red, y que el aspecto educativo es 
el más relevante, la coordinadora propuso la re­
dacción de una declaración para presentar en la 
Asamblea General de FIO —que tendría lugar en 
el marco del congreso 48 horas después—. A tal 
efecto se presentó un borrador cuyos puntos prin­
cipales son:

1.	 Se otorgue prioridad a la planificación flexible 
del retorno seguro a las escuelas y la continui­
dad pedagógica para 2021, priorizando como 
argumento central al interés superior del niño.

2.	 Se tome esta crisis como oportunidad para 
innovar y repensar a la educación en su ca­
pacidad para restaurar las desigualdades y 
prepararnos mejor para futuras emergencias.

3.	 Se solicite el acompañamiento de todo el 
Sistema de Protección Integral a la labor de 
las escuelas, para la óptima contención de las 
niñas, niños y adolescentes y las posibles mar­
cas de traumas que les ha dejado la pandemia.

El contenido del borrador fue aprobado, a la es­
pera de la redacción del texto definitivo que in­
cluirá las posibles sugerencias que se hagan por 
los componentes de la Red. A tal efecto se distri­
buyó el borrador, para que pudiera ser analizado 
más detenidamente y presentar un texto de con­
senso a la Asamblea General de FIO.
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Por último, se abordó el asunto de la renova­
ción del equipo coordinador. Entendiendo que la 
actual coordinación —a cargo de Analía Colombo, 
Defensora de la niñez de Santa Fe—, lleva adelante 
su trabajo de forma ininterrumpida desde hace 
4 años, y considerando la importancia de la rota­
ción entre los miembros de la Red, a pedido de la 
misma se solicita elegir nuevas autoridades para 
continuar con la planificación del presente año. 

Como sucesora en el cargo de coordinadora se 
propone a Nashieli Ramírez, de la Comisión de 

Derechos Humanos del Distrito Federal (México), 
con la ayuda del equipo saliente, que se com
promete a apoyar en la transición. El acuerdo es 
unánime y todos agradecen el trabajo de Analía 
Colombo y Rodolfo Succar.

Como ya se ha comentado, la virtualidad facilita 
la realización de reuniones y, para aprovechar esta 
inercia, el último acto de la reunión se concretó en 
la aprobación del establecimiento de encuentros 
trimestrales y se fijó la fecha del próximo mes de 
marzo para la primera convocatoria.
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Declaración por la continuidad 
del derecho a la educación

La población de niñas, niños y adolescentes que 
no asiste a las escuelas debido al COVID-19 es 
histórica para toda Iberoamérica. Los Estados 
Nacionales de todo el mundo han cerrado las ins­
tituciones educativas ante la emergencia sanita­
ria, como medida para contener la propagación 
del virus. No obstante, las políticas educativas de 
los países buscaron resguardar la continuidad pe­
dagógica, aun sin asistencia a las aulas.

Habiendo transcurrido este año, con la inespe­
rada experiencia de una pandemia en la posmo­
dernidad, es tiempo de analizar lo acontecido, 
evaluar y planificar de modo flexible para la edu­
cación por venir.

Los sistemas educativos deben garantizar el de­
recho a una educación inclusiva, equitativa y de 
calidad, según el compromiso asumido con el 
ODS 4 y la Agenda Educación 2030. Las lecciones 
aprendidas durante este período deberán posibi­
litar el desarrollo de un planeamiento educativo 
capaz de reducir el impacto social de la crisis vi­
vida y preparar sus sistemas para futuras crisis.

Con motivo de la pandemia, la educación for­
mal y no formal de niñas, niños y adolescentes 
comenzó a impartirse de manera remota y por 
medios virtuales. Sin embargo, según un informe 
de UNICEF, un tercio de la población mundial de 

niñas, niños y adolescentes en edad escolar no 
tuvo acceso a la educación a distancia durante el 
cierre de las escuelas.

Las propuestas de educación a distancia no lo­
graron llegar a la totalidad de estudiantes; afec­
tando el derecho a la educación principalmente 
de las niñas, niños, adolescentes y sus familias 
que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
social, económica. Esta modalidad de educación 
se ha realizado sin salvar un obstáculo previo: la 
brecha digital producto de las desigualdades so­
cioeconómicas del alumnado más desfavorecido. 
El confinamiento y la suspensión de la actividad 
docente presencial han agudizado la segregación 
educativa previa a la pandemia, así como las des­
igualdades que ya existían con la infancia y ado­
lescencia más vulnerable.

Tal como manifiesta el informe de UNICEF para 
América Latina y el Caribe se trata de una catás­
trofe generacional que tendrá profundas con­
secuencias para la sociedad en su conjunto. La 
interrupción del aprendizaje y la deserción es­
colar son preocupantes, porque cuanto más 
tiempo permanezcan cerradas las escuelas, más 
difícil será que retornen a ellas la población más 
vulnerable.

Cabe destacar que para muchas infancias y ado­
lescencias la pérdida de contacto con las escuelas 
no solo ha afectado a su derecho a la educación, 
sino también a sus tiempos entre pares, sus ruti­
nas cotidianas importantes para el buen desarrollo 

24



y sus vínculos con referentes capaces de intervenir 
ante riesgos o consecuencias de ser víctimas de vio­
lencias que el confinamiento ha incrementado. Es 
decir, el cierre prolongado de los establecimientos 
educativos por la pandemia está afectando al bien­
estar integral de niñas, niños y adolescentes; fun­
damentalmente —y como toda crisis— a quienes 
se encuentren en contextos vulnerables.

Por ello proponemos a las autoridades nacionales 
y subnacionales de Educación de los países que for­
mamos parte de esta Red de Niñez y Adolescencia:

1.	 Otorgar prioridad a la planificación flexible 
del retorno seguro a las escuelas y la conti­
nuidad pedagógica 2021, priorizando como ar­
gumento central al Interés Superior del Niño.

2.	 Tomar esta crisis como oportunidad para inno­
var y repensar a la educación en su capacidad 
para restaurar las desigualdades y preparar­
nos mejor para futuras emergencias.

3.	 Trabajar para eliminar la brecha digital que 
afecta a la población infantil más vulnerable, 

propiciando la alfabetización digital en el 
mundo educativo que capacite a la comunidad 
educativa para obtener de las TICs su máximo 
potencial.

4.	 Solicitar el acompañamiento de todo el 
Sistema de Protección Integral a la labor de 
las escuelas, para la óptima contención de las 
niñas, niños y adolescentes y las posibles mar­
cas de traumas que les ha dejado la pandemia.

5.	 Generar estrategias que contribuyan a evitar la 
deserción escolar de las infancias y adolescen­
cias a causa de crisis económicas en los entornos 
familiares con motivo de la contingencia sanita­
ria, así como por discriminación de género.

6.	 Fortalecer los entornos escolares en estruc­
tura física, tecnológica y de personal capa­
citado que permita implementar y ejecutar 
modelos educativos híbridos para el retorno 
seguro de las infancias y adolescencias a las 
escuelas y en su caso para futuras emergen­
cias, asegurando con ello, el derecho a una 
educación de calidad.
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Red ComFIO

La red de comunicadores ComFIO, que agrupa a los órganos de prensa y difusión de todas las Defensorías 
del Pueblo de la región, fue creada para generar una estrategia conjunta e integral de promoción de los 
derechos humanos en todos los países iberoamericanos.

Destinada a propiciar el intercambio de conoci­
mientos especializados en materia de comunica­
ción social, la Red ComFIO —cuya creación tuvo 
lugar en el congreso de FIO de 2007 en Lima, 
Perú— trabaja para optimizar la difusión de los 
objetivos, funciones y actividades de FIO y favo­
recer la visibilidad de las instituciones que forman 
parte de ella.

A la sesión, coordinada por Noemí Rodríguez, de 
la oficina del Raonador del Ciutadà de Andorra, 
asistieron representantes de Argentina, Costa Rica, 
España, Andorra, México, Guatemala, Colombia, 
República Dominicana y Perú y contó con la asis­
tencia de unos 30 comunicadores de las INDH de 
la región. Conectividad, redes sociales, medios 
convencionales y políticas para alcanzar las dife­
rentes audiencias con mensajes de promoción de 
derechos, fueron los asuntos principales sobre los 
que giró el encuentro.

Se pusieron sobre la mesa tres grandes retos 
para las Defensorías a nivel comunicativo: por una 
parte, insistir en la necesidad de mejorar los ni­
veles de conectividad así como la reducción de la 
brecha digital, especialmente entre los colectivos 
más vulnerables; ser canales de transmisión de in­
formación veraz y objetiva; y sobre todo, aprender 
a explicar en positivo: buscar la empatía y gestio­
nar la incertidumbre de forma transversal, con 
un discurso realista pero que deje el miedo de 
lado para hacer hincapié en la corresponsabilidad 
como sociedad y como individuos.

Después de las obligadas presentaciones, el pri­
mer punto que se abordó en la reunión fue el del 
impacto y las consecuencias de la COVID-19 desde 
el punto de vista de la comunicación. Jorge Sansó 
De la Madrid, de la Defensoría del Pueblo de la 
Provincia de Santa Fe (Argentina) y coordinador de 
ComFIO para la Región Sur, quiso poner de relieve 

Para acceder al contenido de la sesión: 
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la novedosa realidad a la que se han tenido que 
enfrentar las Defensorías. En este sentido, destacó 
el enorme desafío que supuso que la mayoría del 
trabajo tuviera que hacerse de forma virtual, de 
tal forma que hubo que crear mecanismos nuevos 
y actuar sobre aspectos en los que nunca se había 
hecho antes como, por ejemplo, los problemas que 
surgieron con motivo de las repatriaciones masivas 
al decretarse los confinamientos. En su opinión, la 
COVID-19 va a seguir dominando el escenario de 
la comunicación en 2021 y posiblemente en 2022, 
por lo que se hace necesario elaborar pautas de co­
municación que se adecuen a la nueva situación.

Intervino a continuación José Luis Armendáriz, 
de la Comisión de Derechos Humanos de Chiapas 
(México). Para Armendáriz, las nuevas condicio­
nes han acelerado el proceso de desarrollo tec­
nológico, lo que ha permitido generar nuevos 
mecanismos de comunicación, si bien los nuevos 
sistemas pierden cercanía frente a las formas clá­
sicas. Para encarar este reto hay que crear directri­
ces comunicativas frente a la nueva realidad para 
orientar a las Defensorías, empezando por una 
evaluación de su nivel de conectividad, pues es 
fundamental disponer de unos buenos sistemas 
que faciliten el trabajo online. Propone elaborar 
un documento para presentar al Consejo Rector 
con esta propuesta de evaluación, así como con­
feccionar un corpus de buenas prácticas para la 
comunicación en momentos de crisis.

De la misma opinión es Catalina Canal, de la 
Defensoría del Pueblo de Colombia, quien señaló 

que desde su país hicieron un esfuerzo por adap­
tarse a las nuevas circunstancias: potenciaron los 
canales digitales y elaboraron un formulario on-
line de reclamaciones, así como incrementaron 
su presencia en redes sociales. La triste realidad 
por la que atravesamos ha abierto nuevas opor­
tunidades de comunicación, que deben ser apro­
vechadas por las INDH.

Por su parte Marcos Montiel, de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos de México señaló 
que en su país incrementaron el uso de las redes 
sociales y celebraron numerosos webinars sobre 
derechos humanos. En su intervención quiso ha­
cer hincapié sobre el incremento en los casos de 
violencia de género provocado por las medidas de 
confinamiento domiciliario. Dicho aumento (que 
más allá del fenómeno mexicano cree que es apli­
cable a todos los países de la región) obligó a las 
Defensorías a elaborar nuevas pautas de actua­
ción, como las mediaciones online. Quiso también 
señalar la importancia de denunciar lo que cono­
cemos como «brecha digital» y su especial inci­
dencia en la enseñanza.

Rosanna Morillo, del Departamento de Comu
nicación del Defensor del Pueblo de la República 
Dominicana, señaló que desde su país se hizo un 
esfuerzo por incrementar la comunicación a tra­
vés de las Redes Sociales, en un intento por luchar 
contra las fake news; también se denunciaron on-
line las violaciones de derechos. En su opinión, 
una de las lecciones que se pueden extraer de 
estos momentos tan difíciles en el ámbito de la 
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comunicación es que hay que redoblar los esfuer­
zos para potenciar la presencia de las Defensorías 
en las redes sociales y poner en valor los canales 
oficiales para luchar contra los bulos.

A continuación, intervino Eduardo Antonio 
Raimondo, de la Defensoría del Pueblo de la 
Provincia de Tucumán (Argentina), quien puso so­
bre la mesa un nuevo enfoque en el debate. Desde 
el punto de vista de la comunicación, hasta el mo­
mento ha predominado una tendencia a imponer 
el temor frente a la concienciación. Se trata, en 
su opinión, de una estrategia peligrosa, pues per­
dido el temor, la gente tiende a saltarse las reglas: 
las personas pierden el miedo según se van acos­
tumbrando a la nueva situación y dejan de perci­
bir la gravedad del momento, hasta que les toca 
de cerca. Por eso sugiere una estrategia comunica­
tiva donde lo relevante sea concienciar antes que 
asustar y, en este sentido, propone que los defen­
sores impulsen el discurso de la responsabilidad 
individual y social para luchar contra la pandemia.

Dentro del debate sobre las nuevas formas de 
comunicación ante la realidad de la pandemia, 
Ahmed Tabash, de la Defensoría de los Habitantes 
de Costa Rica, propone la búsqueda de estrate­
gias de información para poder llegar también a 
grupos de población afectados por lo que cono­
cemos como «brecha digital».

De la misma opinión que Eduardo Raimondo es 
Brisa Solís, de la Comisión de Derechos Humanos 
de la Ciudad de México. Para ella, se percibe un 

cierto sentimiento de hastío entre la gente, que 
está necesitada de mensajes positivos; habría que 
dejar de informar sobre lo que no se puede hacer 
e insistir sobre lo que sí se puede hacer, en defini­
tiva, hay que construir un mensaje del sí.

Toma la palabra Eloy Gómez Raverta, editor de 
contenidos del portal FIO. Insiste en la necesidad 
de luchar contra las fake news y (en la línea de lo 
propuesto por Eduardo Raimondo) bajar el «tono 
del miedo» que se transmite desde los ámbitos 
oficiales, buscando un nuevo enfoque que tras­
lade a la opinión pública la idea de que «hay luz al 
final del túnel». Las políticas de comunicación de 
las INDH tienen que hacer un uso más intensivo 
y selectivo de la tecnología: dado que cada grupo 
social utiliza sus medios tecnológicos específicos 
(los jóvenes emplean más Instagram, otros gru­
pos sociales prefieren Twitter) es necesario iden­
tificar los distintos sistemas y adecuar el mensaje 
a cada uno de ellos.

28

hay que redoblar los 
esfuerzos para potenciar 

la presencia de las 
Defensorías en las redes 
sociales y poner en valor 
los canales oficiales para 

luchar contra las fake news



Jorge Sansó propone una estrategia comunicativa 
como red ComFIO destinada a la «colonización» de 
las redes sociales, en especial las que usan los más 
jóvenes, adecuando los mensajes según los grupos 
de edad y la red social empleada. También hay que 
insistir como institución en la necesidad de prepa­
rar a la población para las sucesivas olas que nos 
van a afectar, instando a que las Defensorías elabo­
ren estrategias de comunicación para informar a la 
población sobre comportamientos responsables.

Llegados a este punto intervino José Luis 
Armendáriz quien, insistiendo en la idea antes por 
él expresada, señaló la importancia de elaborar 
—a partir de las distintas experiencias particula­
res— un conjunto de pautas generales que pu­
dieran servir de guía para los diversos defensores 
para mejor abordar la situación. Otro aspecto que 
plantea es pensar en uno o varios productos co­
municacionales que se pudieran generar de apoyo 
a las Defensorías en el contexto de la pandemia.

La propuesta cuenta con el apoyo de todos los 
asistentes, que se comprometen a elaborar un 

manual de buenas prácticas de comunicación para 
ayudar a las Defensorías en periodos de crisis.

El siguiente asunto que se trató en la reunión fue 
el de la mejora en el funcionamiento específico de 
la red. Puesto que la pandemia ha alterado los siste­
mas de trabajo, hay que estudiar los mecanismos de 
adaptación a la nueva situación. Uno de los aspec­
tos que se señalaron fue la necesidad de dotar a la 
web de un mayor dinamismo. En este sentido, Eloy 
Gómez señaló la necesidad de dotar a cada comu­
nicador de la capacidad de cargar en la web de FIO 
sus propios comunicados, para lo que es necesario 
una labor de coordinación con la Secretaría Técnica. 
Jorge Sansó puso de manifiesto la necesidad de de­
sarrollar más la presencia de FIO en Instagram de la 
misma manera que en Facebook, que todos están 
de acuerdo en señalar que funciona bastante bien. 
También insistió en la necesidad de establecer un 
cronograma para las reuniones online para el año 
que viene. Al ser un sistema que no requiere el des­
plazamiento físico de los participantes propone la 
realización de reuniones de coordinación con carác­
ter mensual y que estas sean abiertas a otras perso­
nas que no sean integrantes de la red ComFIO. Lesvia 
Salguero, de la Procuraduría de Derechos Humanos 
de Guatemala, propone la fijación de un día y una 
hora, idea que todos aceptan. Así queda establecido 
un sistema de reuniones los primeros martes de cada 
mes a las 12 del mediodía hora argentina. La primera 
reunión se celebrará el 12 de enero de 2021.

Por último, se abordó el plan de acción para el 
año 2021. Noemí Rodríguez resaltó el momento 
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de incertidumbre que vivimos, lo que es una di­
ficultad añadida para la elaboración del plan, si 
bien hay algunos proyectos a corto plazo que es 
posible definir: la elaboración del manual de bue­
nas prácticas, el fortalecimiento de la presencia 
de ComFIO en redes sociales y el incremento de 
la cooperación a través de las reuniones men­
suales. Como actividades a desarrollar para el 
año 2021 desde Guatemala se propone la elabo­
ración de un boletín mensual, donde cada defen­
soría comunique sus actividades. Se trata de una 
acción que aportaría visibilidad a las distintas re­
giones. Ahmed Tabash propone que el enfoque 
del boletín esté dirigido a la elaboración de un 

«termómetro» sobre un tema determinado, por 
ejemplo, los feminicidios, la educación… El bo­
letín estaría entonces basado en un tema men­
sual específico. Todos se adhieren a la propuesta 
y desde Guatemala proponen como primer tema 
el problema de las caravanas de migrantes, que 
está volviendo a estar de actualidad.

También se señaló la conveniencia de que cada 
defensoría realice un pequeño resumen que expli­
que su actuación en los últimos meses, para que 
pueda ser elevado al Consejo Rector. Con la con­
vocatoria de la reunión para el 12 de enero, se dio 
por terminado el encuentro.
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Red de Migración 
y Trata

La Red de Migración y Trata pretende desarrollar investigaciones o informes que permitan visibilizar las 
vivencias de las personas migrantes, personas en situación de trata y personas en situación de tráfico y 
sus necesidades para garantizar su vida, su integridad física y moral y su libertad personal.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/bZOKuitH8Bs

La coordinación de la reunión corrió a cargo 
de Nancy Pérez, de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México y contó con la 
participación de representantes de Costa Rica, 
Honduras, México, Bolivia, Puerto Rico, Argentina, 
Colombia, Ecuador, República Dominicana, Chile 
y Perú.

Comenzó la sesión con un balance de la situación 
de las personas migrantes y sujetas de protección 
internacional en la región. Intervino en primer lu­
gar Nancy Pérez quien analizó la problemática en 
el contexto COVID. Las caravanas de migrantes no 
han supuesto una experiencia novedosa para la 
defensoría de su país, pues el fenómeno de la mi­
gración masiva se viene reproduciendo desde el 
año 2005, aunque sí se trató en esta ocasión de 
una situación excepcional por la gran cantidad de 
personas que integraban las caravanas. Tal ava­
lancha de migrantes supuso un gran desafío para 

muchas de las ciudades de su país, llegando en 
la capital a haber grupos de hasta 15 000 perso­
nas con la particularidad de que, a diferencia de 
otras crisis migratorias donde la mayoría de los 
componentes de dichas caravanas eran varones, 
ahora predominaba la presencia de familias en­
teras. Ante la imposibilidad de cruzar la frontera 
con los Estados Unidos, muchos se quedaron en 
México, donde existe una gran carencia de políti­
cas de integración, situación que se vio agravada 
por la pandemia, que provocó una sobrecarga en 
la ya de por sí débil red de atención. Se trata de 
un escenario complejo que puede ir a peor, pues 
varios países centroamericanos ya han anunciado 
un nuevo movimiento masivo de población de­
bido a las consecuencias de la pandemia.

Intervino a continuación Andrea Hidalgo, de la 
Defensoría de los Habitantes de Costa Rica. Su 
país ha sido tradicionalmente lugar de destino de 

https://youtu.be/bZOKuitH8Bs


la migración proveniente de Nicaragua y también 
es país de tránsito hacia los Estados Unidos. Se 
trataba de un tipo de migración de carácter «eco­
nómico», pero en los últimos años el contexto ha 
variado y las migraciones han adquirido un tinte 
«político». Por un lado, se ha producido un in­
cremento exponencial de migrantes debido a la 
crisis política nicaragüense y, desde 2018 hay in­
cremento de personas de origen venezolano que 
migran por motivos políticos, así como también 
se ha podido constatar un incremento de perso­
nas procedentes de Cuba. Esto supone un gran 
problema desde el punto de vista legal, pues la 
legislación costarricense no tiene incorporado el 
reconocimiento de refugiados por persecución 
política o violencia en sus países de origen. Así 
pues, muchas personas no vieron admitidas sus 
solicitudes de amparo y quedaron en situación 
irregular. El Estado se vio obligado —debido a la 
presión de la defensoría y de la sociedad— a de­
finir una nueva categoría legal que busca brindar 
protección a estos grupos de población, si bien se 
trata de una solución con carácter temporal, pues 
esta protección caducará en diciembre de 2021 y, 
cuando esto se produzca, estas personas queda­
rán desprotegidas. Aún así, siguen siendo un país 
de tránsito migratorio hacia los Estados Unidos, 
pero ahora están chocando con la posición del go­
bierno nicaragüense, que exige una prueba PCR 
negativa para poder entrar en su país, lo que ha 
provocado situaciones de estancamiento en la 
frontera. Desde la defensoría y la sociedad civil 
han apoyado a las personas migrantes, pero la cri­
sis ha golpeado duramente y hay menos recursos.

Aldo Cortés, de la Defensoría del Pueblo de 
Bolivia, señaló que durante 2020 se produjo 
un incremento de la migración procedente de 
Venezuela, lo que provocó una situación de des­
bordamiento a la hora de procesar las ingentes 
solicitudes de refugio y tránsito. De todos es sa­
bido que Bolivia, en el año 2020, ha transitado por 
dos periodos políticos. Entre los meses de enero 
a octubre el país estuvo gobernado por un eje­
cutivo de transición, que flexibilizó los requisitos 
de documentación para familias venezolanas (fe­
brero 2020), permitiendo la entrada y salida de 
personas venezolanas a través de Bolivia. Esto fa­
cilitó las solicitudes de tránsito-refugio ya que, 
a diferencia de Costa Rica, Bolivia sí reconoce la 
condición de refugiado político. Se trataba de un 
paquete de medidas que podríamos calificar de 
generosas pues, además del reconocimiento del 
status de refugiado político, también estaba per­
mitido la permanencia de las personas migran­
tes en Bolivia durante dos meses sin la exigencia 
de requisito burocrático alguno, o transitar por el 
país hacia Argentina, Uruguay, Paraguay o Chile. 
A partir de octubre se produjo el cambio de go­
bierno y la orientación política del nuevo ejecutivo 
provocó un cambio radical de la situación, pues 
a partir de ese momento se suprimió la admisión 
de personas refugiadas políticas venezolanas y se 
derogaron las medidas de flexibilización, lo que ha 
provocado una disminución en el flujo de migran­
tes, pues las condiciones han empeorado.

El siguiente en hacer uso de la palabra fue 
Ricardo López, del Comisionado Nacional de los 
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Derechos Humanos de Honduras. En primer lugar, 
quiso poner de relevancia la importancia de la Red 
de Migración y Trata a lo largo de los años, elabo­
rando documentos que han servido de base para 
la labor de las distintas INDH de América, pues las 
resoluciones de FIO han tenido un gran impacto 
en la región. En cuanto a la situación de Honduras 
(y Centroamérica en general) señaló su extrema 
complejidad debido al impacto de la COVID-19 y a 
las catástrofes naturales: los estados se han visto 
sobrepasados. En el marco de la pandemia mu­
chas personas quieren marchar de Honduras hacia 
los Estados Unidos, pero, aparte del muro físico 
en la frontera USA-México, las personas migrantes 

se han encontrado con «muros imaginarios» en 
los países vecinos, a pesar de los esfuerzos de 
coordinación que han realizado con las INDH de 
Guatemala y México. Como la situación es mala, 
las personas van a seguir intentando migrar, ya 
sea regular o irregularmente y esta situación no se 
va a remediar aplicando políticas represivas, que 
empujan a la gente a buscar rutas alternativas pe­
ligrosas. A esto hay que añadir que ha cambiado 
el perfil del migrante que ahora está compuesto, 
en su mayoría, por familias. En su opinión, el en­
foque debe ser de seguridad humana, no de se­
guridad nacional, atacando en su base las causas 
de la migración forzada.
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Walter Torres, de la Defensoría del Pueblo de la 
ciudad de Río Cuarto (Argentina) también reclacó 
el cambio del perfil de las personas migrantes, que 
ha pasado de estar compuesto principalmente por 
trabajadores varones a ser en su mayoría familias. 
Esto supone un problema añadido, pues existen 
problemas jurídicos a la hora de legalizar la si­
tuación de los niños. En su país han optado por 
aplicarles (al igual que a sus progenitores) el sta­
tus de refugiado político. También ha cambiado 
el origen de las personas migrantes, pues antes la 
mayoría provenían de Bolivia y ahora son mayori­
tariamente de origen venezolano. Desde el 20 de 
marzo de 2020, a causa de la pandemia, se cerra­
ron las fronteras, por lo que el gobierno optó por 
la renovación automática de los permisos hasta 
que mejore la situación.

Sergio Villarreal, de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos de México, ha identificado 
graves problemas y tendencias inadecuadas. La 
Comisión Nacional de Derechos Humanos de 

México, junto con instituciones de la sociedad civil, 
están preocupados por la participación de militares 
(o exmilitares) en las oficinas del Instituto Nacional 
de Migración. Esto implica que se está aplicando 
un enfoque de seguridad nacional que, en coinci­
dencia con la opinión antes expresada por Ricardo 
López, no es el correcto. En el contexto de las ca­
ravanas han podido documentar en la frontera con 
Guatemala agresiones a las personas migrantes por 
parte de miembros de la Guardia Nacional mexi­
cana. En este sentido, han instado a las autorida­
des para que cesen este tipo de comportamientos.

Nancy Pérez quiso en este momento hacer un 
breve resumen de la situación general:

1.	 Se ha producido un cambio en la situación de 
muchos países, que antes eran de tránsito y 
ahora se han convertido en destino.

2.	 Hay un incremento en el número de solicitu­
des de asilo por motivos políticos.

3.	 La situación de pandemia ha supuesto tam­
bién un nuevo desafío en lo que se refiere al 
retorno de los connacionales, debido a las po­
líticas de restricción de movimientos que han 
aplicado los gobiernos.

4.	 Se ha producido un cambio relevante en los 
patrones migratorios: ahora son familias.

5.	 Es preocupante la presencia de grupos milita­
res en la gestión migratoria.
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Como aspectos positivos, quiso señalar que al­
gunos mecanismos de cooperación internacional 
han funcionado, como la flexibilización en los re­
quisitos para obtener la documentación, o la re­
levancia que han adquirido las organizaciones de 
la sociedad civil.

Para el año 2021 la Red tiene previstas varias 
acciones. En primer lugar insistir en la aplicación 
práctica de los acuerdos que se tomaron en el 
congreso FIO celebrado en 2019 en Río de Janeiro; 
por otra parte, hay que profundizar en los proce­
sos de capacitación virtual y diseñar prácticas para 
el nuevo reto. Está prevista la realización de la IV 
Cumbre Iberoamericana sobre migración y trata 
de personas en el mes de marzo. Desde la Red se 
pretende un enfoque que incida en los temas de 
niñez, género y diversidades, aprovechando esta 
IV Cumbre para que de ella surjar una declara­
ción iberoamericana sobre migración y trata. Por 
último, con independencia de la celebración de 
la cumbre se propone la realización de dos reu­
niones anuales, aprovechando las facilidades que 
ofrece la virtualidad.

Ricardo López perseveró en su idea, antes apun­
tada, sobre la importancia de la elaboración de 
protocolos FIO, insistiendo en que tiene que ha­
ber una interacción y una coordinación más fluida 
entre los distintos miembros de la Red, algo que 
puede verse favorecido por la utilización de las 
nuevas tecnologías.

Ante la aquiescencia de todos los asistentes, Nancy 
Pérez propuso la celebración de tres reuniones al 
año en 2021 con el objetivo de conseguir una mayor 
coordinación entre los miembros de la red. Siguiendo 
en la misma línea de incrementar los esfuerzos de 
coordinación, Ismael Rins, de la Defensoría de la 
Ciudad de Río Cuarto (Argentina) propone crear 
un grupo de trabajo para la organización de la IV 
Cumbre prevista para marzo, propuesta que es bien 
acogida por todos, en especial por los representan­
tes de Honduras y Bolivia, que se ofrecen a colaborar.

Por último, Nancy Pérez propone elaborar un co­
municado para ser presentado en el marco de la 
Asamblea de FIO (que tendría lugar 24 horas des­
pués) relacionado con la pandemia y la migración.
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Pronunciamiento de la 
Federación Iberoamericana 
del Ombudsman en el marco 
del Día Internacional de las 
personas migrantes

En los últimos años se ha observado un cambio en 
los patrones migratorios, los lugares de tránsito se 
han convertido en destino, los perfiles de pobla­
ción se han modificado, identificando una mayor 
presencia de familias y de primera infancia ade­
más de personas con discapacidad y personas con 
una orientación sexual o identidad de género di­
versas, incrementando las solicitudes de asilo y el 
retorno de connacionales a sus países de origen.

Las necesidades que enfrentan las personas en con­
textos de movilidad, se han agravado en particular 
para los grupos que ya se ubican fuera de sus paí­
ses de origen o de última residencia, la disminución 
de los ingresos o pérdida de empleos, la dilación en 
los procedimientos de regularización migratoria o de 
reconocimiento de la condición de refugiados, pre­
cariedad de las condiciones de vida —alojamiento, 
alimentación, salud, educación— además de actos de 
discriminación y xenofobia se incrementan. Mientras 
que en los países de origen se ha continuado con la 
salida de connacionales y se vislumbran en un futuro 
cercano salidas que podrían ser masivas.

Derivado de lo anterior, los organismos públi­
cos de derechos humanos que conformamos la 

Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO) 
identificamos que la situación actual por la pan­
demia a causa del SARS-CoV-2 (COVID-19) ha exa­
cerbado los desafíos que los países de tránsito, 
destino y retorno de personas migrantes y refu­
giadas tienen para garantizar su protección a lo 
largo del proceso migratorio, es decir, no solo en 
las acciones de control, sino también en las accio­
nes tendientes a garantizar el derecho al asilo, los 
procesos de regularización migratoria y la expe­
dición de permisos de empleo temporales, inclu­
yendo, sin duda alguna, el acceso a otros derechos 
como lo son, la salud —tanto física como men­
tal—, alimentación, identidad, vivienda y empleo.

En ese sentido, la Federación Iberoamericana del 
Ombudsman (FIO) hace un llamado a todos los es­
tados para considerar acciones diferenciadas e in­
cluyentes de las personas migrantes y refugiadas, 
toda vez que los efectos de la pandemia en la vida 
económica y social de nuestros países más que fre­
nar los flujos migratorios, los seguirá acrecentando.

De tal forma, los estados deberán, más que en 
ningún otro momento, poner atención a los prin­
cipios pro persona, interculturalidad y máxima 
protección en todas las medidas y acciones que 
lleven a cabo sin importar condición migratoria o 
nacionalidad. La emergencia sanitaria obliga a la 
necesidad de hacer efectivos los deberes de pro­
mover, respetar, proteger y garantizar los dere­
chos humanos, particularmente a los grupos de 
población en riesgo, como son las personas mi­
grantes y refugiadas.
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Es necesaria una nueva mirada respecto al tema 
de la migración desde un enfoque de dignidad hu­
mana, a partir de la cual se desarrollen políticas 
de protección, apoyo y asistencia a los flujos mi­
gratorios, cumpliendo con los instrumentos in­
ternacionales vigentes, así como los asumidos en 
el ámbito de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible y del entendimiento común universal 
del enfoque de seguridad humana, aprobado por 
la Asamblea General de la ONU en la resolución 
66/290 del 25 de octubre del 2012, y que posibili­
ten la atención de las causas de los flujos migrato­
rios sin olvidar las responsabilidades compartidas 
de los Estados de origen, tránsito y destino, así 
como de la comunidad internacional.

Derivado de las crisis que se han exacerbado 
tras la pandemia, una de las tareas debe enfocarse 
a evitar acciones que promuevan la discrimina­
ción y xenofobia que impidan el ejercicio efectivo 
de los derechos, por lo que es necesario fomen­
tar una cultura de respeto en las sociedades de 
tránsito y destino, eliminando percepciones nega­
tivas como la criminalización, que muchas veces 
se ve reforzada por la ignorancia y políticas débi­
les o inexistentes.

Ante ello, la Federación Iberoamericana del 
Ombudsman (FIO) conformada por defensores 
del pueblo, proveedores, procuradores, comi­
sionados, raonadores y presidentes de comisio­
nes públicas de derechos humanos y comisiones 

estatales de Derechos Humanos, reunidos el 17 
de diciembre de 2020, declaramos:

1.	 Reafirmamos nuestras recomendaciones, a 
todos los Estados, a que, primero, desarro­
llen políticas de protección, apoyo y asisten­
cia en los fenómenos migratorios, cumpliendo 
con los compromisos asumidos en el ámbito 
de la Agenda 2030 de las Naciones Unidas y 
del entendimiento común universal del enfo­
que de la seguridad humana, aprobado por la 
Asamblea General de la ONU en la resolución 
66/290 del 25 de octubre del 2012.

2.	 Reafirmamos que, en el ámbito de nuestras 
respectivas competencias, dedicadas a la pro­
tección, promoción y defensa de los Derechos 
Humanos, las Ombudsperson nos considera­
mos comprometidas con la supervisión, apoyo 
y seguimiento al cumplimiento de las accio­
nes asumidas por los Estados en el marco de 
la Agenda 2030 de las Naciones Unidas.

3.	 Refrendamos nuestro compromiso en la vigi­
lancia, defensa y protección de los derechos 
humanos de las personas migrantes y todas 
aquellas personas sujetas de protección inter­
nacional, así como nuestra disposición por tra­
bajar de manera conjunta con los estados en 
la construcción de políticas públicas solidarias, 
comprensivas e incluyentes con estos grupos 
de población.
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Red de 
Medioambiente

La Red de medioambiente —la más joven de las Redes Temáticas FIO—, nació ante la necesidad de dar 
respuesta a las implicaciones que las acciones antrópicas sobre el medioambiente están teniendo so­
bre los derechos humanos. Su misión es promover el uso responsable de los recursos naturales y edu­
car para proteger y mejorar la calidad de nuestro entorno natural.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/ey6U_6Wiy8I

En la XXIII Asamblea anual de FIO, realizada en no­
viembre de 2018, el Defensor del Pueblo Adjunto del 
Paraguay Carlos Vera Bordaberry propuso la crea­
ción de la red temática ambiental, idea que fue se­
cundada por las Defensorías de Uruguay y Río Cuarto 
(Argentina). El Consejo Rector recomendó elaborar 
mesas de trabajo y trabajar en actividades durante el 
año 2019 para decidir en la siguiente asamblea. Así, 
se realizó la primera mesa de trabajo en Tijuana (Baja 
California México) para luego replicarla en Asunción 
del Paraguay y finalmente en Río Cuarto (Argentina) 
el mismo año. Ya en la XXIV Asamblea anual de FIO, 
en noviembre de 2019 en Rio de Janeiro (Brasil), el 
Defensor del Pueblo Adjunto de Paraguay Carlos 
Vera Bordaberry, informó sobre los trabajos reali­
zados y solicitó nuevamente la aceptación de la red 
ambiental, que fue aprobada por unanimidad.

Por tratarse de una Red Temática FIO de reciente 
creación, la sesión podría considerarse como su 

acto público fundacional. Moderada por Ismael 
Rins, de la Defensoría de la Ciudad de Río Cuarto 
(Argentina) en primer lugar tomó la palabra Carlos 
Alberto Vera Bordaberry, de la Defensoría del 
Pueblo de la República del Paraguay y coordina­
dor general de la Red, que leyó una breve decla­
ración acerca de la misión de esta nueva instancia 
dentro de FIO. En esta declaración se quiso poner 
de manifiesto una realidad que a día de hoy a to­
dos nos parece obvia, y es que las acciones antró­
picas están teniendo un negativo impacto sobre el 
medioambiente. Los distintos gobiernos (en mu­
chos casos impulsados por la acción de la opinión 
pública) están intentando «poner orden» en esta 
situación mediante una excepcional proliferación 
de normas jurídicas que hacen imperiosa la necesi­
dad de extremar la vigilancia por parte de las INDH. 
Por otra parte, todos hemos podido constatar que 
las grandes empresas industriales generan conta­
minación fruto de su actividad, y se hace necesario 

https://youtu.be/ey6U_6Wiy8I


incidir sobre su responsabilidad en el tratamiento 
de los residuos que generan, promoviendo el uso 
responsable de los recursos naturales.

El siguiente en el uso de la palabra fue Ismael 
Rins. En su intervención señaló los grandes desa­
fíos que afronta esta nueva Red. Para ello propuso 
que su labor se articulara siguiendo unos ejes de 
trabajo básicos: hay que repensar los sistemas 
productivos para que estos sean menos conta­
minantes, potenciar la agroecología como herra­
mienta para un uso más racional de los recursos 
naturales, desterrando el empleo masivo de pes­
ticidas y abonos altamente contaminantes, traba­
jar para garantizar el acceso a los bienes comunes 
como son el agua, la tierra y el aire, así como pro­
mover el uso de las energías limpias. A continua­
ción, cedió la palabra a Nadia Vivo (de la misma 
defensoría) quien comentó una de las primeras 
acciones de la Red, el webinar organizado conjun­
tamente entre FIO y RINDHCA sobre «Crisis am­
biental y pandemia» que tuvo lugar el 15 de junio 
de 2020. En dicho webinar se abordaron los mo­
delos de desarrollo, la crisis medioambiental y su 
incidencia sobre los derechos humanos, así como 
la posible conexión entre pandemia y degenera­
ción ambiental. La conclusión general a la que se 
llegó fue que es imposible hablar de justicia social 
y derechos humanos sin tener en cuenta lo que 
se ha dado en llamar «justicia medioambiental».

Se invitó a los representantes de las distintas 
Defensorías a que expusieran las acciones que lle­
varon a cabo durante e año 2020 en materia de 

derechos medioambientales. Raúl Lamberto, de la 
Defensoría del Pueblo de Santa Fe (Argentina), pre­
sentó el caso de la contaminación de los humedales 
del alto Paraná, que se vieron afectados por una se­
quía prolongada y, sobre todo, por la quema incon­
trolada de vegetación para la creación de pastizales 
para el ganado. Estos grandes incendios generaron 
un grave problema medioambiental, no solo por 
la destrucción del ecosistema, sino también por la 
gran cantidad de humo generada, que afectó a la 
población circundante. La defensoría promovió la 
creación de una ley de humedales para su protec­
ción, si bien chocaron con los intereses de los gran­
des ganaderos. También presentaron el caso ante 
la Corte Suprema, pues aunque se trata de un pro­
blema que se circunscribe a un área geográfica con­
creta, esta abarca varias regiones de Argentina, lo 
que hace necesario que sea analizado desde una vi­
sión federal. El trabajo de la Defensoría tuvo éxito 
y la Corte Suprema se mostró de acuerdo en abor­
dar este problema desde una perspectiva nacional.

A continuación, intervino Patricia Tipián, de la 
Defensoría del Pueblo de Perú. Desde su institu­
ción llevan trabajando bastante tiempo sobre la 
contaminación producida por la industria petro­
lera, con especial incidencia sobre la selva amazó­
nica. La polémica se centra en sobre quién recae 
la responsabilidad del tratamiento y la eliminación 
de dichos residuos; si bien la ley peruana obliga 
a las empresas a hacerse cargo de los mismos, 
en muchos casos las compañías industriales se 
desentienden, recayendo entonces el coste de di­
cho proceso sobre las arcas públicas.
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Haciendo un inciso sobre este turno de palabra, 
intervino Ismael Rins para señalar la necesidad de 
generar una estructura para la Red, ya que esta 
es de nueva creación. Así, recalcó la necesidad de 
trabajar en la creación de un espacio de intercam­
bio de documentos para compartir buenas prác­
ticas de las distintas Defensorías sobre el tema 
medioambiental. También señaló la exigencia en 
la construcción de una agenda propia medioam­
biental por parte de las distintas INDH, más allá 
de las decisiones de los distintos gobiernos.

Retomando el hilo anterior, intervino Leticia 
Olvera, de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad 
de México quien cedió el uso de la palabra a Jorge 
Ori. Este señaló los problemas a los que se en­
frenta un país «pluriambiental» como México, 
como son el cultivo de soja genéticamente modi­
ficada, la construcción de grandes autopistas, o la 
de gaseoductos, con el fuerte impacto medioam­
biental que este tipo de actividades genera. Una 
de las causas de estos problemas es la inexisten­
cia de una ley que obligue a hacer una evaluación 
medioambiental previa y, cuando esta evaluación 
se produce, sus resultados no son vinculantes. 
Desde la Defensoría emitieron recomendaciones 
sobre asuntos medioambientales como la mala 
calidad del aire en las ciudades y la falta de pro­
gramas de actuación en defensa del medio am­
biente en las áreas protegidas en todo el país, así 
como los problemas que se generan por la con­
taminación urbana e industrial de los ríos, la falta 
de acciones de regeneración de suelos contami­
nados y la destrucción de los manglares.

Carlos Alberto Vera presentó la acción más inme­
diata que se pretende acometer desde el Paraguay, 
que es la creación de un juzgado específico que se 
ocupe de materias medioambientales. Para poten­
ciar esta propuesta y, dado que el periodo de sesio­
nes parlamentarias en su país se inicia en el mes de 
marzo, lanzó la idea de la realización de un encuen­
tro presencial de la Red de Medioambiente de FIO 
en dicho mes del año 2021 en la ciudad argentina 
de Bariloche. Esta propuesta contó con la adhesión 
de Beatriz Oñate, de la Defensoría de San Carlos de 
Bariloche (Argentina) y anunció que —abundando 
en esta misma línea de trabajo— desde su defen­
soría están impulsando la creación de una fiscalía 
medioambiental.

Después de una breve intervención de Angelo 
Cariboni de la Defensoría del Pueblo del Paraguay, 
tomó la palabra Alejo Álvarez, de la Defensoría 
del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires quien señaló la cada vez mayor impor­
tancia que están adquiriendo los derechos 
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medioambientales. En su opinión, hay que pro­
fundizar en el trabajo de los derechos medioam­
bientales desde una perspectiva de interrelación 
con los derechos humanos considerados «tradi­
cionales», pues ambos son interdependientes.

Tomó la palabra Lisette Vásquez, de la Defensoría 
del Pueblo de Perú para exponer una breve relación 
de sus trabajos en 2020. El aspecto en el que más 
han incidido es el que se refiere a la lucha contra 
los residuos que proceden de la minería, así como 
en las talas ilegales. Estas actividades adquieren 
un tinte cuasi mafioso cuando emplean la violen­
cia contra todos aquellos que se atreven a denun­
ciar sus actividades y así, en 2020, han asesinado 

a cinco activistas medioambientales. Desde la 
Defensoría quieren promover las actividades mi­
neras y de tala sostenibles y ampliar los mecanis­
mos de protección a los defensores ambientales. 
También han trabajado en la defensa de los bos­
ques y su diversidad medioambiental, que están en 
muchos casos en riesgo debido a algunas iniciativas 
legislativas orientadas hacia el recorte en su pro­
tección. Por último, señaló un aspecto que se ha 
puesto de relieve con motivo de la pandemia y es 
la necesidad de una adecuada gestión de los resi­
duos urbanos y, en especial, los de origen sanitario.

Nuevamente tomó la palabra Carlos Alberto Vera, 
señalando que desde las Defensorías se tienen 
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que fortalecer los estudios de impacto ambiental 
y para ello es necesario que sus conclusiones ten­
gan un carácter vinculante. A continuación, expuso 
un «caso de éxito» en el trabajo que se viene ha­
ciendo desde su defensoría en el ámbito de la pro­
tección de los derechos medioambientales. Se trata 
de la contaminación de la laguna Cerro en la ciu­
dad de Limpio (a unos 25 km de Asunción) provo­
cada por el vertido de residuos fruto de los trabajos 
de la industria de curtido de pieles. La denuncia 
de tal situación —que llegó a tener impacto inter­
nacional— provocó la intervención del gobierno, 
que sancionó a los causantes del desastre ecoló­
gico. Gerardo Palma, de la Defensoría del Pueblo de 
Campeche (México), incidió en el aspecto de cómo 
remediar los daños ambientales, pues no solo basta 
con una sanción económica, sino que es necesario 
que los responsables reparen el daño causado res­
taurando el medioambiente afectado.

Insistiendo en la necesidad de profundizar en 
la construcción de la Red, Ismael Rins propuso 

adoptar el sistema ya implantado en otras re­
des dentro de FIO, que consiste en dividir su ac­
tuación en distintas zonas regionales (Cono Sur, 
Zona Andina, América Central, América del Norte 
y Europa) para lo que es necesario el nombra­
miento de coordinadores regionales. También 
instó a que todos aquellos que estén interesados 
en participar compartan sus datos para generar 
redes de contacto. Entre otros trabajos previstos 
para 2021 señaló la necesidad de la creación de 
un grupo de trabajo para organizar la cumbre pre­
vista en Bariloche (ya sea esta presencial o virtual), 
así como la necesidad de la creación de otro grupo 
para coordinarse con la Red de Migración y Trata, 
pues resulta evidente que el impacto medioam­
biental tiene una incidencia relevante en los flu­
jos migratorios.

Con unas palabras de despedida de Carlos Al­
berto Vera se dio por concluida la reunión, con el 
compromiso de la creación de una base de datos 
de contactos para coordinar el grupo.
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REUNIONES DE LOS GRUPOS 
TEMÁTICOS RINDHCA + FIO
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Ataques a INDH

Los ataques que han sufrido las INDH en el continente americano a lo largo del año 2020 hicieron pa­
tente la necesidad de la creación de este Grupo Temático enfocado a la denuncia de las agresiones y a 
proponer las medidas necesarias para evitar que estos graves hechos vuelvan a producirse.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/hpHB45ELaeg

La sesión de tarde del Congreso estuvo centrada 
en los Grupos Temáticos RINDHCA + FIO. Esta reu
nión del grupo temático que comentaremos a 
continuación (Ataques a INDH) fue, con toda pro­
babilidad, una de las más vibrantes del Congreso. 
Moderado por Cecilia Bernuy, secretaria técnica 
de RINDHCA, contó con una nutrida participación 
de miembros de las INDH de América y Europa. 
Se trataba de hacer una valoración de las lamen­
tables agresiones que han sufrido las INDH y pro­
poner soluciones para intentar evitar que estos 
hechos se reproduzcan. Intervinieron represen­
tantes de México, Argentina, Bolivia, El Salvador, 
Ecuador, Honduras, Uruguay, Paraguay, Costa Rica, 
Colombia, Guatemala y España.

Comenzó la sesión con las intervenciones de 
denuncia de los representantes de distintas 
Defensorías que se han visto atacadas. El primero 
en participar fue Daniel Velasco, director general 

de Organismos Internacionales de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos de México, quien 
compartió que se sustanciaron ofensivas en los 
medios de comunicación, recortes presupuesta­
rios y peticiones de dimisión.

Un inciso fue el protagonizado por Tomás Dadic, 
responsable de Relaciones Institucionales de la 
Defensoría del Pueblo de la Nación (Argentina), 
quien quiso manifestar la necesidad de esta reu
nión para poner de relieve que las INDH no pue­
den ser agredidas y la necesidad de arbitrar 
mecanismos de defensa.

Siguió en el uso de la palabra Yamil Gonzales, 
de la Defensoría del Pueblo de Bolivia. Expuso la 
penosa situación que han vivido en el año 2020, 
marcado por dos hechos fundamentales en su 
país: las elecciones presidenciales y la pandemia 
de la COVID-19. Por estos motivos se produjo en 

https://youtu.be/hpHB45ELaeg


Bolivia una fuerte polarización social y política, 
una de cuyas consecuencias ha sido la estigma­
tización de la figura de la Defensora del Pueblo, 
que ha sido acusada de parcialidad por el nuevo 
gobierno, sus recomendaciones han sido sistemá­
ticamente desoídas, ha sido atacada en redes so­
ciales e incluso se han dado casos de agresiones 
físicas, llegando a amenazar de muerte a la defen­
sora. Todos estos actos hostiles han sido debida­
mente denunciados y, al menos, las agresiones se 
han detenido. Al parecer, la erosión en la imagen 
internacional que estaba sufriendo el nuevo go­
bierno fruto de esta situación, ha dado resultado.

Desde la Procuradoría de los Derechos Humanos 
de El Salvador intervino Ana Lara. En su país tam­
bién se produjeron graves agresiones, fruto de su 
labor de denuncia de la vulneración de derechos 
que se ha producido con motivo de la pandemia. 
Se trata de una situación que viene de lejos, pues 
desde el fin de la guerra civil todos los Defensores 
—como consecuencia de su labor de denuncia de 
violaciones de los derechos humanos— han sido 
considerados por los distintos gobiernos como 
enemigos. A la ya habitual acusación de parciali­
dad, el Gobierno ha llegado a elaborar un informe 
negativo sobre las actuaciones de la Defensoría y, 
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no contentos con esto, ha procedido a un recorte 
presupuestario radical.

Edmundo Vaca, de la Defensoría del Pueblo de 
Ecuador, expuso la situación en su país. En octu­
bre de 2019 se produjo un fenómeno de protes­
tas sociales debido al aumento del precio de la 
gasolina —cabe recordar lo paradójico de esta si­
tuación, pues es Ecuador uno de los mayores pro­
ductores de crudo del mundo—. Ante este estado 
de cosas el Defensor del Pueblo se vio obligado a 
intervenir y, como consecuencia, fue atacado, lle­
gando incluso a producirse amenazas de muerte. 
Lo singular de este caso es que no se trató de 
una arremetida gubernamental, pues el Defensor 
cuenta con el apoyo del Gobierno. Desde Ecuador 
consideran necesario la elaboración de un proto­
colo único de actuación consensuado entre to­
das las Defensorías de la región para defenderse 
de estos ataques.

Desde el Comisionado Nacional de los Derechos 
Humanos de Honduras, en nombre del doctor 
Roberto Herrera Cáceres, se denunciaron ata­
ques a su independencia por dos vías: a través 
del Gobierno y a través de organizaciones de la so­
ciedad civil. Se da en el caso hondureño una pe­
culiar y siniestra simbiosis, pues hasta ahora los 
casos denunciados tenían un origen unívoco —ya 
fuera el Gobierno, ya fueran instituciones de la so­
ciedad civil—, mientras que en Honduras ambas 
instancias se han unido en sus embestidas con­
tra el Defensor.

A continuación, intervino Carlos Montesano 
en representación de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo de 
Uruguay para señalar que, en su opinión, se es­
tán produciendo dos tipos de ataques: de carác­
ter jurídico, contra la autonomía de la institución 
y de carácter estrictamente político. Para analizar 
este segundo tipo intervino Margarita Navarrete 
para señalar que 2020 ha sido un año de cambio 
político en Uruguay, en el que se ha producido 
una transición entre un gobierno de izquierdas a 
uno de derechas. Este cambio político ha sido ne­
fasto para la institución, pues el nuevo gobierno 
se ha dedicado a atacarlos a través de la prensa y 
del parlamento.

Leticia Prado, de la Defensoría del Pueblo de 
Paraguay, señaló las dificultades a las que se han 
enfrentado como consecuencia de la pandemia, 
situación que han tenido que encarar a pesar del 
recorte presupuestario que han sufrido.
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En representación de la Defensoría de los 
Habitantes de la República de Costa Rica intervino 
Fabricio Chavarría. Ha sido el año 2020 un periodo 
convulso en su país, en el que la Defensoría tuvo que 
soportar ataques por parte de diputados del par-
tido del Gobierno: en su afán persecutorio llegaron 
a conspirar con los empleados de la institución sem-
brando el descontento, hasta conseguir que un 50% 
de ellos solicitaran la destitución de la Defensora. 
Por fortuna no lograron su objetivo y en estos mo-
mentos la situación ha vuelto a la normalidad.

Juan Carlos Arjona, en nombre de la Comisión de 
Derechos Humanos de la Ciudad de México, señaló 
que la nueva presidencia de López Obrador optó 
por orientar sus ataques a través de la vía econó-
mica, dirigiendo sus embestidas hacia la Comisión 
Nacional y hacia las comisiones estatales.

Siguió en el uso de la palabra Ricardo Arias, de la 
Defensoría del Pueblo de Colombia. En su país no 
se produjeron ataques directos hacia la labor de la 
Defensoría ni hacia la persona del Defensor; sin em-
bargo, están preocupados por las actividades de los 
grupos armados, los narcos, la minería ilegal y, en es-
pecial, la estigmatización de los líderes de las INDH.

Gabriela Mundo, representante de la Procuraduría 
para los Derechos Humanos de Guatemala, resaltó 
que en los últimos años en su país está teniendo 
lugar un proceso de regresión democrática. En el 
marco de esta involución la Defensoría ha sido ob-
jeto de ataques, tanto desde el ámbito económico, 
mediante recortes presupuestarios, como a través 
de persecuciones judiciales y administrativas.

Terminada la ronda de intervenciones de denun-
cia, la moderadora Cecilia Bernuy planteó una serie 
de reflexiones al hilo de los hechos compartidos:

1.	 Se constata que hay una sistemática situación 
de ataques, los cuales se han evidenciado con 
mayor relevancia los últimos 20 meses, apro-
vechando el contexto de conflictividad social 
que se han incrementado por la pandemia

2.	 Los Ataques impactan en la autonomía de las 
Instituciones, y en muchos casos se reflejan/se 
sustancian en la reducción de sus presupues-
tos institucionales

3.	 Se ataca a las Defensorías acusándolas parcia-
lidad política o identificándolas con grupos en 
condición de marginalidad de la ley.

Ante esta situación: ¿qué hacer? Se abrió un 
turno libre de intervenciones por parte de los asis-
tentes para que aportaran las soluciones que, en 
su opinión, sean posibles.

El primero en hacer uso de la palabra fue Sergio 
Villarreal, de la Comisión Nacional de los Derechos 
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Humanos de México. En su opinión, una buena 
herramienta para luchar contra los ataques a las 
INDH es la presión internacional y, a tal efecto, 
propone que se soliciten medidas a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. Por otra 
parte, dado que las acciones de acoso a las dis­
tintas Defensorías se dirigen en especial a menos­
cabar la imagen de las INDH propone el diseño 
de campañas de información pública. Desde la 
Defensoría del Pueblo de España se señala que, 
hasta el momento, la mejor arma para luchar con­
tra los ataques ha sido la presión internacional

Romina Portillo, de la Defensoría del Pueblo de 
Paraguay, insistió en la necesidad de conseguir la 
necesaria autonomía presupuestaria para garan­
tizar la independencia de las INDH.

Ana Lara, de la Procuradoría de los Derechos 
Humanos de El Salvador, señaló la necesidad de 
crear alianzas estratégicas de carácter internacio­
nal que ayuden en la defensa de las INDH. En el 
mismo sentido se pronunció Edmundo Vaca, de 
la Defensoría del Pueblo de Ecuador, recordando 
que desde su institución (como ya señaló en su 
intervención anterior) están impulsando la ela­
boración de un protocolo único de actuación con­
sensuado entre todas las Defensorías de la región 
para defenderse de estos ataques. De la misma 
opinión es Carlos Montesano, de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo de Uruguay.

Como colofón Cecilia Bernuy realizó una breve 
síntesis de la reunión a modo de conclusiones:

1.	 Es necesario sistematizar las distintas situacio­
nes, documentarlas, hacer un análisis reflexivo 
e identificar si hay un patrón común.

2.	 Es urgente la elaboración de un protocolo único 
de actuación consensuado entre todas las 
Defensorías para actuar en defensa de los defen­
sores de derechos humanos y para enfrentar los 
ataques y presiones que sufren las instituciones.

3.	 Insistiendo en la idea de la necesidad de dar 
una respuesta común, es imprescindible ins­
titucionalizar el grupo de trabajo que ha sido 
protagonista de esta sesión.

4.	 Es esencial abrir un proceso de reflexión acerca 
del nivel de calidad democrática de los países 
donde se producen los ataques: un hecho re­
levante es que casi el 50% de las instituciones 
americanas han sido atacadas, lo que pone en 
evidencia el largo camino que todavía queda 
por recorrer. Se debe instar para forzar a los es­
tados que garanticen (como es su obligación) el 
buen funcionamiento de las INDH.
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Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS)

El 25 de septiembre de 2015 los líderes mundiales, en el marco de la ONU, adoptaron un conjunto de 
objetivos globales para erradicar la pobreza, proteger el planeta y asegurar la prosperidad para todos 
como parte de una nueva agenda de desarrollo sostenible: es lo que se conoce como «Agenda 2030». 
Para colaborar en la consecución de dichos objetivos se constituyó este Grupo Temático RINDHCA + FIO 
bajo los auspicios del Instituto Danés de Derechos Humanos.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/d0XXeMosFkI

El encuentro estuvo coordinado por Álvaro Amaya, 
de la oficina para América Latina y el Caribe del 
Instituto Danés de Derechos Humanos. En la reunión 
participaron miembros de las INDH de Argentina, 
República Dominicana, México, Chile, Nicaragua, 
Bolivia, Ecuador, Honduras, Perú y Guatemala.

Inició la ronda de intervenciones el coordinador 
de la reunión, señalando que el propósito prin­
cipal de la misma es el intercambio de experien­
cias entre las distintas Defensorías en el marco de 
la consecución de los objetivos marcados por los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), así como 
intentar elaborar una agenda de actuaciones co­
munes dentro del grupo para el año 2021. Desde 
el Instituto Danés de Derechos Humanos se es­
tán haciendo esfuerzos para familiarizar a las dis­
tintas INDH de la región iberoamericana con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible, dentro de los 
cuales se sitúa la creación y el fortalecimiento de 

esta Red en el marco de la RINDHCA, con el obje­
tivo último de incorporar el enfoque de derechos 
humanos en todo lo que se refiere a la consecu­
ción de los objetivos marcados en lo que se conoce 
como «Agenda 2030»; en este sentido, desde el 
Instituto Danés se ha promovido la realización de 
varios talleres. No debemos olvidar que los ODS 
pueden considerarse como complementarios de 
los derechos humanos, pues muchas de sus me­
tas son comunes. Se pretende fortalecer las alian­
zas entre las INDH con la finalidad de familiarizar 
a estas con los ODS y la incorporación de un enfo­
que de derechos humanos en la consecución de 
estos objetivos. Una vez establecido el marco de la 
reunión y señalados los fines de la red, el modera­
dor invitó a los participantes a que compartieran 
las experiencias de las distintas INDH de la región.

Raúl Lamberto, de la Defensoría del Pueblo de 
Santa Fe (Argentina) inició el turno de palabra 

https://youtu.be/d0XXeMosFkI


relatando la experiencia de su defensoría. Desde 
su institución se han comprometido firmemente 
con los objetivos de la «Agenda 2030». Para con­
seguir tal fin han elaborado un proyecto con una 
duración de tres años. La primera tarea que han 
acometido ha sido la de recopilación de informa­
ción, para lo cual firmaron un convenio de cola­
boración con la Universidad Nacional del Litoral; 
durante el primer año se centraron en el análisis 
de la situación con respecto a la consecución de 
los ODS de una ciudad y al año siguiente de una 
región concreta, centrando su estudio en los de­
rechos a la sanidad, la educación y a una socie­
dad libre de violencia, en especial la de género. En 
este tercer año están trabajando en el marco de 
la pandemia sobre derecho al trabajo, alimenta­
ción saludable y al medioambiente. Los resultados 
de su investigación han sido publicados, y algunas 
partes de su estudio se han traducido al inglés.

Soledad Patane, de la Defensoría del Pueblo 
de la Nación Argentina, intervino a continua­
ción. Desde su defensoría, cuando se hicieron 
públicos los ODS, enfocaron su trabajo hacia el 
análisis de la evolución de los compromisos de 
Argentina en relación con los ODS desde una 
perspectiva de derechos humanos, constatando 
que muchas de las metas que se había propuesto 
el gobierno en relación a la consecución de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible no se habían 
planteado desde dicha perspectiva. Para inten­
tar corregir esta situación, generaron alianzas es­
tratégicas con los organismos encargados de los 
ODS en Argentina, así como con instituciones de 

la sociedad civil. Desde la defensoría crearon un 
Programa de Seguimiento y Evaluación, con la ela­
boración de informes acerca del cumplimiento de 
los ODS desde una perspectiva de derechos hu­
manos, intentando asociar cada uno de los ob­
jetivos con un derecho concreto. Se trata, en su 
opinión, de la estrategia adecuada, pues no de­
bemos olvidar la interrelación que existe entre 
ODS y derechos humanos. También recalcó que 
es fundamental que, aparte de las investigaciones, 
también las Defensorías deben encargarse de visi­
bilizar los objetivos de la agenda para la población 
en general y para tal fin han realizado muchos ta­
lleres informativos por todo el país.

A continuación hizo uso de la palabra Sheila 
Acosta, en representación del Comisionado 
Nacional de los Derechos Humanos de Honduras. 
Desde 2015 el Comisionado Nacional ha estable­
cido las recomendaciones de la «Agenda 2030» 
como línea a seguir por el gobierno. También han 
implementado una estrategia que han dado en 
llamar de «Seguridad Humana para el Desarrollo 
Local Sostenible», a través de lo que han denomi­
nado «Municipios de Bienestar Solidario», orien­
tada hacia una concreción de los objetivos 2030 
en 36 municipios para reducir las desigualdades 
y promover el acceso universal a servicios básicos 
como salud, educación y derecho a un medioam­
biente sano. Se trata de una estrategia donde 
se promueve la participación ciudadana articu­
lada a través de una organización comunitaria 
con el objetivo de avanzar para resolver las ne­
cesidades de cada uno de los municipios. Dicha 
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estrategia incluye un proceso de educación en cul­
tura democrática y derechos humanos y para ello 
han contado con el apoyo de la Universidad de 
Alcalá (España). Buscan que la población encuen­
tre de manera conjunta la solución a sus propios 
problemas.

Álvaro Amaya quiso poner en valor las políti­
cas de participación ciudadana. A modo de sín­
tesis de las anteriores intervenciones, señaló 
algunos puntos comunes en relación a cómo se 
abordan los ODS por parte de las distintas INDH, 
mostrando su interés por las políticas de asocia­
ción con otras entidades de la sociedad civil (uni­
versidades) para conseguir alcanzar los objetivos 
de la «Agenda 2030», pues los recursos de los 
que disponen las Defensorías son muy limitados 
a la hora de realizar extensos estudios de campo, 
como son los que se requieren para evaluar de 
una manera correcta el grado de consecución de 
los objetivos planteados por parte de los distintos 
gobiernos. Además, señaló el interés que puede 
tener la identificación de intereses comunes de 
las distintas Defensorías, para poder así elabo­
rar un plan de trabajo. Para tal fin propuso que 
cada una de las Defensorías seleccionara el ODS 
que resultara más interesante para enfocar el tra­
bajo de la Red hacia la elaboración de acciones 
que faciliten la consecución de dichos objetivos 
y así se concedió un espacio de tiempo para que 
los asistentes señalaran sus preferencias. El re­
sultado de la reflexión fue que los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible donde los representantes de 
las distintas Defensorías estaban más interesados 

eran el 10 (Reducción de las desigualdades) y el 
16 (Paz, justicia e instituciones sólidas). En esta 
búsqueda de intereses comunes invitó a cada uno 
de los asistentes a que se animaran a proponer 
qué tipo de acciones puede llevar a cabo el grupo 
de trabajo para la consecución de estos objetivos 
seleccionados.

Raúl Lamberto quiso señalar la importancia 
que tiene el seguimiento de las políticas públi­
cas y de derechos humanos en el marco de la 
«Agenda 2030» y la necesidad de tejer alianzas, 
pues se trata un arduo trabajo que las Defensorías 
no pueden afrontar en soledad. Es muy impor­
tante el proceso de obtención de la información 
necesaria para hacer una evaluación ajustada 
a la realidad, pero este proceso resulta en ex­
tremo complejo, dada la escasez de datos esta­
dísticos que facilitan los gobiernos. Por eso cree 
que la estrategia a seguir debe empezar por aná­
lisis «microespaciales» para después ir ampliando 
el campo de actuación hasta llegar a un análisis 
«macroespacial», es decir, comenzar el trabajo a 
partir de una ciudad para extender el mismo ha­
cia una región y culminar con el estudio de la si­
tuación nacional.
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Soledad Patane cree que es fundamental incor­
porar la perspectiva de derechos humanos a los 
ODS en cada uno de los informes que se presen­
ten, estrategia que han seguido desde su defenso­
ría y propone que todas las Defensorías trabajen 
en esa línea.

Eugenia Fernán Segarra, de la Defensoría del 
Pueblo de Perú, intervino a continuación para 
mostrar su preocupación por el objetivo de la lu­
cha contra el hambre («Hambre cero» como fi­
gura en el listado de ODS elaborado por la ONU). 
La COVID-19, el cambio climático y las migraciones 
tendrán una fuerte incidencia en la consecución 

de ese objetivo. Señaló la necesidad de trabajar 
en conjunto con las instituciones de la sociedad 
civil, pues la pandemia ha debilitado a los esta­
dos, que se han centrado en la resolución sanita­
ria de la pandemia. Por eso propone que, más allá 
de los ODS seleccionados como material de análi­
sis por parte del Grupo Temático, se trabaje en el 
tema de la alimentación. Por otra parte, abundó 
también en la idea de la dificultad de conseguir 
estadísticas fiables debido, entre otros motivos, a 
la falta de colaboración de los poderes públicos.

Una vez más intervino Álvaro Amaya para señalar 
que es necesaria una formulación concreta de los 
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objetivos del Grupo de Trabajo para el año 2021, 
sugiriendo que una estrategia adecuada podría 
ser establecer algún mecanismo donde se pu­
dieran compartir las experiencias de las distintas 
INDH. Por eso le pareció adecuada la programa­
ción de dos o tres encuentros del grupo a lo largo 
de 2021 para compartir las distintas experiencias.

Las intervenciones de Lucila Antillón, de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos de 
México, Indira Severino, de la Defensoría del 
Pueblo de República Dominicana y Hugo Sosa, de 
la Comisión de Derechos Humanos de Quintana 
Roo (México) fueron favorables a esta iniciativa y 
se pusieron a disposición de la Red. Además, Indira 
Severino quiso poner de relieve los trabajos que se 
han hecho desde su defensoría en relación con el 
objetivo del derecho al acceso al agua y al sanea­
miento, planteando iniciativas que han conseguido 

frenar el proceso de privatización del mercado del 
agua que se había iniciado en su país. Por su parte, 
Hugo Sosa recalcó la necesidad de trabajar en el 
campo de la información, en especial en lo que se 
refiere a las instituciones municipales.

Por último, Álvaro Amaya puso sobre la mesa la 
necesidad de elegir un coordinador para el grupo. 
Todos los asistentes se mostraron de acuerdo con 
la idea de Raúl Lamberto de proponer como coor­
dinadora de la Red a Soledad Patane, propuesta, 
que fue aceptada por la candidata.

Eugenia Fernán Segarra sugirió que, para la pri­
mera reunión del grupo, Soledad Patane comparta 
de manera más integral la experiencia argentina 
que le parece en extremo enriquecedora. Con 
unas breves palabras de agradecimiento de Álvaro 
Amaya se levantó la sesión.
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Empresa minera y 
derechos humanos

En junio de 2021 se celebrarán los 10 años del respaldo unánime por parte del Consejo de Derechos 
Humanos de la ONU a los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos. Este Grupo Temático RINDHCA + FIO tiene como objetivo avanzar en la promoción del res­
peto y protección de los derechos humanos en el contexto de las actividades empresariales.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/UC7K81-blxg

En la reunión participaron más de 20 representan­
tes de INDH de Argentina, Bolivia, Ecuador, Perú, 
México, Paraguay, Portugal, Honduras y República 
Dominicana.

El encuentro estuvo moderado por Cristina 
Muñoz, representante del programa de Coope
ración Alemana MinSus, que busca promover la 
cooperación regional para una gestión sosteni­
ble de los recursos mineros en los países andinos. 
Tras una breve rueda de presentaciones, se inició 
la sesión con una exposición del orden del día, 
que comprendió un resumen de las actividades 
del Grupo Temático durante 2020, y una ronda de 
intercambio para proponer las acciones previstas 
dentro del Grupo Temático para 2021.

Comenzó la rueda de intervenciones Alicia 
Abanto, de la Defensoría del Pueblo de Perú, 
quien expuso un breve resumen de las actividades 

del grupo durante el año 2020. La acción más im­
portante que acometieron fue la publicación del 
informe sobre Recomendaciones para la incor-
poración del enfoque de derechos humanos en 
la evaluación de impacto ambiental de proyec-
tos mineros, documento que fue presentado en 
el V Foro de Empresas y Derechos Humanos en 
América Latina y el Caribe, y en el Foro Anual de 
Derechos Humanos y Empresas de la ONU. Este 
documento contiene una aproximación crítica a 
los problemas de derechos humanos relacionados 
con las actividades mineras. Además, se plantean 
los problemas y los riesgos que suelen presen­
tarse en los procesos de evaluación de impacto 
ambiental vinculados a los derechos de informa­
ción, participación ciudadana y consulta previa e 
informada. También se señalan recomendacio­
nes a los estados y a las empresas, y se insiste en 
la necesidad de informar adecuadamente a la po­
blación que se va a ver afectada (ya sea positiva 

https://youtu.be/UC7K81-blxg


o negativamente) por los procesos industriales, 
remarcando la importancia de la participación 
ciudadana en la evaluación ambiental de proyec­
tos mineros. También en el documento se reco­
mienda a los estados que ratifiquen el Acuerdo 
de Escazú, que es el primer tratado ambiental de 
América Latina y el Caribe. Por último, se insiste 
en la necesidad de que las INDH influyan en los 
estados, las empresas y la opinión pública para 
que las actividades económicas tengan en cuenta 
los derechos humanos y la protección ambiental.

Christian Bahamonde, de la Defensoría del 
Pueblo de Ecuador, intervino para poner de 

manifiesto la importancia que ha tenido para su 
institución participar en la elaboración del docu­
mento, así como en la labor de difusión del mismo 
en foros internacionales. Ecuador, como defen­
soría, apoyó la ratificación del Acuerdo de Escazú 
por su gobierno, y también están impulsando en 
su país la elaboración de un proyecto de ley de 
consulta previa.

Valeria Torres, en nombre de la División de 
Desarrollo Sostenible y Asentamientos Humanos 
de CEPAL (Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe) consideró muy oportuna la rea­
lización del documento. Agregó que, en el actual 
contexto de pandemia, hay que estar vigilantes 
para que no se descuiden los trabajos en defensa 
del medioambiente y los derechos humanos.

Mariana Grosso, de la Defensoría del Pueblo de 
la Nación Argentina, reiteró que hay que profun­
dizar en la difusión del documento, así como en 
la necesidad de instar a los gobiernos a que pon­
gan en marcha las políticas adecuadas para faci­
litar el ejercicio de los derechos a la información 
y a la participación, que considera fundamenta­
les en cualquier proceso de inversión empresarial.

El siguiente en intervenir fue Luis Peñalosa, de 
la Defensoría del Pueblo de Bolivia. Expuso la si­
tuación en su país, donde han desarrollado polí­
ticas de consulta pública dentro de la normativa 
medioambiental, pero por desgracia no es una 
práctica muy recurrente, pues se trata de una nor­
mativa complicada. Así, se elaboran proyectos de 
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impacto ambiental, pero no se someten a consulta 
pública. Por otra parte, han dejado de utilizar el 
sistema de licencia social, pues se ha visto que es 
una práctica que favorecía la corrupción entre los 
dirigentes locales y se ha potenciado la consulta 
previa. Desde los poderes públicos existe una clara 
voluntad de profundizar en estos asunto.

Christian Bahamonde animó a continuar perse­
verando en la difusión del documento y en la im­
portancia del trabajo del grupo. Desde su punto de 
vista, la obligación que nos ha impuesto la pande­
mia de hacer un uso más intensivo de los medios 
virtuales facilita el intercambio de experiencias y 
buenas prácticas entre las distintas INDH.

Angelo Cariboni, de la Defensoría del Pueblo de 
Paraguay, intervino a continuación. Desde su de­
fensoría trabajaron en la difusión del documento 
en el ámbito de los consultores ambientales, que 
en su país son los encargados de la elaboración 
de los informes de impacto ambiental. Quiso po­
ner de relevancia la singularidad de la actividad 
minera en su país, que está organizada mediante 
pequeñas empresas que son reticentes a la ela­
boración de estudios de impacto ambiental, que 
ven como una amenaza a su actividad. Por eso hay 
que perseverar en la labor de difusión.

Alicia Abanto coincidió con la necesidad de di­
fundir el informe y continuar trabajando para que 
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su país ratifique el Acuerdo de Escazú. Hay que 
aprovechar la capacidad de las Defensorías para 
influir en la opinión pública sobre estos temas. En 
el mismo sentido se pronunciaron Lisette Vásquez 
y Patricia Tipián ambas también de la Defensoría 
del Pueblo de Perú.

Mariana Grosso señaló la necesidad de ahondar 
en los procesos de diligencia debida para que las 
auditorías que se realicen en el marco de dichos 
procesos tengan en cuenta un enfoque de dere­
chos humanos, arbitrando todos los mecanismos 
que sean necesarios para que se identifiquen lo 
posibles impactos medioambientales y evitar que 
se produzcan daños irreparables.

En su intervención, Luis Salvatierra, de la De
fensoría del Pueblo de Bolivia, propuso que las 
líneas fundamentales del trabajo del grupo pa
ra 2021 sean incrementar los esfuerzos para que 
todos los países de la región ratifiquen el Acuerdo 
de Escazú e instar a los gobiernos a que se po­
tencien todas las herramientas para que puedan 

llevarse a cabo los procesos de consulta previa. 
En este mismo sentido se pronunció Christian 
Bahamonde.

A modo de resumen, Cristina Muñoz señaló que 
existe dentro del grupo la preocupación por apo­
yar para que todos los países ratifiquen el Acuerdo 
de Escazú y la necesidad de promover herramien­
tas de intercambio de experiencias entre las dis­
tintas Defensorías.

Una última intervención a cargo de Valeria Torres 
señaló la necesidad de redoblar los esfuerzos para 
la adecuada difusión del informe elaborado por el 
grupo, en especial entre las instituciones y orga­
nismos locales aprovechando que, en las actuales 
circunstancias la virtualidad favorece este proceso.

Como resumen de la reunión, todos los miem­
bros del grupo se comprometieron a difundir el 
estudio y a promover reuniones virtuales con los 
distintos ministerios de Minas, Medio Ambiente 
y agencias de licenciamiento ambiental.
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Personas campesinas, 
indígenas y afrodescendientes 
en ruralidad
El Grupo de Trabajo Personas campesinas, indígenas y afrodescendientes en ruralidad fue creado en 
2019 en el marco de la XIV Asamblea FIO. Su misión es denunciar la situación de vulnerabilidad de las 
poblaciones rurales indígenas y afrodescendientes y generar estrategias que ayuden a garantizar el li­
bre ejercicio de sus derechos humanos.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/g7i-TdjiM-0

El debate estuvo moderado por Ledys Lora, de la 
Defensoría del Pueblo de Colombia y contó con la 
participación de representantes de las Defensorías 
de Honduras, México, Bolivia, Perú y Colombia. 
Intervino en primer lugar Carlos Aurelio Merchán, 
de la Defensoría del Pueblo de Colombia, que hizo 
una breve presentación de la propuesta de tra­
bajo para el funcionamiento y puesta en marcha 
del grupo, cuyos objetivos son:

1.	 Fomentar el entendimiento del conjunto de re­
tos y vulneraciones que amenazan a los cam­
pesinos indígenas y afrodescendientes, desde 
la investigación, la promoción y divulgación de 
la situación actual de vulneración de derechos 
humanos de estas comunidades rurales.

2.	 Defender y exigir los derechos humanos de es­
tas comunidades entre los países miembros 
de FIO.

Se trata de coordinar esfuerzos para garanti­
zar los derechos humanos de estas comunida­
des entre los países miembros de FIO y en todo 
el mundo, tomando como punto de partida la 
Declaración sobre los Derechos de los campesi-
nos y de otras personas que trabajan en las zonas 
rurales aprobada por la Asamblea General de la 
ONU el 17 de diciembre de 2018.

A continuación, tomó la palabra Ledys Lora 
quien planteó la agenda de trabajo para la sesión: 
presentación de la propuesta de trabajo desde la 
Defensoría del Pueblo de Colombia y abrir un de­
bate entre los participantes para tener en cuenta 
sus aportaciones y lograr acuerdos.

Tras una breve ronda de presentaciones, Ledys 
Lora presentó la propuesta de trabajo del grupo, 
que se basa en el desarrollo de dos ejes temáti­
cos fundamentales:

https://youtu.be/g7i-TdjiM-0


1.	 Seguimiento de la situación de las poblaciones 
campesinas, indígenas y afrodescendientes. El 
objetivo es crear un observatorio para hacer el 
seguimiento a la situación de vulnerabilidad de 
estas poblaciones a través de la creación de un 
sistema de indicadores que verifiquen el cum­
plimiento de la declaración de la ONU de 2018.

2.	 Creación de una estrategia para la promoción 
y divulgación los derechos de las personas 
campesinas, indígenas y afrodescendientes 
entre los países miembros de FIO.

Ledys cedió la palabra a Miriam Katerine Salcedo, 
de la Defensoría del Pueblo de Colombia, quien de­
sarrolló las acciones para la consecución de cada 
uno de estos puntos. En cuanto al primero, se pro­
pone la creación de un observatorio que permita 
hacer el seguimiento de la situación de vulnerabi­
lidad de estas poblaciones, a partir de la creación 
de un sistema de indicadores que tenga como base 
la Declaración sobre los Derechos de los campesi-
nos y de otras personas que trabajan en las zonas 
rurales. Para esta labor de seguimiento se propone 
la creación de cinco categorías de análisis:

1.	 Tierra y territorio.

2.	 Mujer rural.

3.	 Trabajo y condiciones laborales.

4.	 Libertad de pensamiento, opinión, expresión 
y asociación.

5.	 Educación, cultura y saberes tradicionales.

Este sistema de indicadores permitirá realizar el 
seguimiento de la situación de estas poblaciones 
rurales. Para conseguir este objetivo se plantea la 
generación de alianzas con organizaciones campe­
sinas, indígenas y afrodescendientes, centros de 
estudio y universidades, expertos, organizaciones 
no gubernamentales, y agencias de cooperación, 
entre otros, para facilitar el intercambio de infor­
mación y la puesta en marcha de acciones para 
la divulgación de la situación de vulnerabilidad de 
estas comunidades.

Por lo que se refiere al segundo punto, se pro­
pone la creación de una estrategia conjunta que 
incluya el desarrollo de eventos en el marco de 
FIO (foros, mesas de trabajo…) que sirvan para 
poner en evidencia la situación, así como tam­
bién para el intercambio de experiencias de cada 
una de las INDH que componen la Federación 
Iberoamericana del Ombudsman.

Ledys Lora recalcó la necesidad de abrir un de­
bate para lograr acciones comunes para la conse­
cución de los objetivos marcados en los dos ejes 
de trabajo propuestos.

Luis Fernández, de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos de México, consideró muy in­
teresante la propuesta. Señaló la coincidencia de 
los objetivos con referencia a las líneas de tra­
bajo que pretenden desarrollar desde su insti­
tución para 2021, en especial la creación de un 
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observatorio. La labor de divulgación se articu­
lará principalmente a través de campañas de ra­
dio, pues es este el medio de comunicación más 
accesible para estas comunidades, en especial 
en la actual situación de pandemia. También en 
representación de la misma institución inter­
vino Ariadne García que propuso que, además 
de la labor de seguimiento, se hicieran propues­
tas para incidir positivamente en la situación de 
estas comunidades. Carlos Aurelio Merchán está 
de acuerdo y desde la Defensoría del Pueblo de 
Colombia acogen positivamente la propuesta.

Ángela Rodríguez, del Comisionado Nacional de 
los Derechos Humanos de Honduras, quiso po­
ner de relevancia la situación de criminalización 
que sufren las personas defensoras de los dere­
chos de estas comunidades. En Centroamérica es 
una situación bastante recurrente. Carlos Aurelio 
Merchán propone incluir la situación de estas per­
sonas como una sexta categoría de análisis den­
tro del primer eje temático.

Ariadne García señaló que, en su opinión, es 
necesaria la incorporación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, así como las metas se­
ñaladas en el Decenio Internacional para los 
Afrodescendientes (2015-2025), aprobado por la 
Asamblea general de la ONU en 2014, dentro del 
trabajo del grupo. Carlos Aurelio Merchán pro­
pone incluir este enfoque dentro del primer eje 
de trabajo.

Tomó la palabra Ledys Lora que, además de ha­
cer un breve resumen de todo lo comentado hasta 
el momento —dado que se habían producido nue­
vas incorporaciones a la reunión— propuso esta­
blecer líneas de consenso dentro del grupo para 
orientar el trabajo del mismo. En primer lugar, 
puso sobre la mesa la aprobación de los objeti­
vos y ejes temáticos, incluyendo las propuestas 
generadas en la reunión, punto sobre el que los 
asistentes se mostraron de acuerdo. Llegados 
a este punto, Carlos Aurelio Merchán quiso so­
meter a la consideración del grupo la coordina­
ción del mismo, labor para la que se postularon 
desde la Defensoría del Pueblo de Colombia, pro­
puesta que fue aceptada. También se sometió a 
consideración la aprobación de las seis catego­
rías propuestas y si se considera necesario prio­
rizar alguna de ellas. Ariadne García propuso 
incidir especialmente en la situación de las mu­
jeres afrodescendientes.

Nelly Aedo, de la Defensoría del Pueblo del 
Perú, señaló que las categorías estaban muy bien 
planteadas, si bien quisiera especificar algo más la 
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categoría de mujer rural, un asunto que han abor­
dado de manera transversal desde su defensoría. 
Carlos Aurelio Merchán señaló que la idea es de­
sarrollar el trabajo en un término específico con 
dos posibilidades: que cada país trabaje las seis 
categorías y presentar un informe, o bien elabo­
rar el trabajo por parte de cada país priorizando 
alguna de las categorías y después realizar una 
puesta en común. Ariadne García propuso priori­
zar alguna de las categorías y elaborar una visión 
comparada de la situación de dicha categoría en 
cada uno de los países miembros de la red y pro­
pone comenzar con la situación de la mujer rural, 
algo en lo que todos los miembros del grupo se 
muestran de acuerdo.

Invitada por Carlos Aurelio Merchán, Miriam 
Katerine Salcedo propuso las líneas de acción para 
desarrollar el trabajo en las distintas categorías 
que, en su opinión, deberían estar basadas en la 
elaboración de una batería de indicadores comu­
nes para todos los países a partir de los cuales se 
avanzaría en el trabajo. Ariadne García consideró 
necesario establecer una nueva reunión para ana­
lizar dicha batería de indicadores y, una vez pues­
tos en común, desarrollar el trabajo. Se propone 
el 20 de enero, fecha que todos aceptan. Ledys 
Lora se compromete a hacer llegar el documento 
con la síntesis de la presente reunión para que to­
dos puedan elaborar sus propuestas para la cita 
del 20 de enero.
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Nelly Aedo señaló la necesidad de establecer un 
marco temporal para la elaboración y el desarrollo 
del proyecto, centrado en el aspecto de la situación 
de la mujer rural. Carlos Aurelio Merchán propuso 
un periodo de tres meses a partir del 20 de enero, 
lo que fue aprobado. También se acordó la constitu­
ción de un grupo de Whatsapp para facilitar las labo­
res de coordinación del grupo, así como se solicitó, 
a instancias de Nelly Aedo, la inclusión en el mismo 
de, al menos, tres representantes por defensoría.

Javier Mamani, de la Defensoría del Pueblo de 
Bolivia, sugirió la elaboración de un cronograma 
de actividades por parte de la coordinación del 
grupo para los próximos tres meses, propuesta 
que fue bien recibida por todos los particpantes.

Con un resumen del debate por parte de Ledys 
Lora, y unas breves palabras de agradecimiento 
de Carlos Aurelio Merchán, se dio por concluida 
la sesión.
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Seguridad privada y 
derechos humanos

El Grupo de Seguridad privada y derechos humanos se constituyó en 2018 con el apoyo del DCAF (Centro 
de Ginebra para la Gobernanza del Sector de la Seguridad) y se dedica a reforzar el control del sector de 
la seguridad privada dentro de un marco de gobernabilidad democrática, el estado de derecho y el res­
peto de los derechos humanos.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/NunpnoeZXq4

A la reunión, moderada por Jean-Michel Rousseau 
del DCAF (Ginebra), asistieron representantes 
de las Defensorías de Perú, México, Honduras, 
Ecuador, Puerto Rico y Argentina, así como del 
DCAF y del Instituto Danés de Derechos Humanos. 

Comenzó las intervenciones Jean-Michel 
Rousseau haciendo un balance de la historia del 
grupo y las acciones previstas para 2021. Constató 
que existen muchos problemas en lo que se re­
fiere a la regulación de la seguridad privada en los 
países iberoamericanos. A modo de ejemplo, se­
ñaló que un desafío importante es que hay más 
guardias privados que policías. La seguridad pri­
vada ha tenido impacto notable en los conflictos 
sociales, sobre todo en lo que se refiere a casos de 
abusos sobre los derechos humanos. Por eso se 
constituyó el grupo, para aportar algo de claridad 
desde las INDH sobre el tema de la seguridad pri­
vada y los derechos humanos. Uno de sus trabajos 

más relevantes ha sido una compilación de las lec­
ciones aprendidas de las instituciones miembros, 
que van a ser publicados en 2021. Unas de estas 
lecciones es que, si bien las INDH en muy pocas 
ocasiones han incidido sobre el sector mediante 
acciones directas, sí han promovido una serie de 
acciones indirectas. Otro de los trabajos ha sido 
el desarrollo de un proyecto piloto sobre la revi­
sión del sistema de monitoreo de conflictos socia­
les de la Defensoría del Pueblo del Perú.

Como proyectos para 2021 desde el grupo plan­
tean el inicio —en el primer trimestre de 2021— 
de un curso virtual sobre el posible rol de las INDH 
en el control de la seguridad privada. Con este 
curso pretenden concienciar sobre el impacto que 
tiene la seguridad privada en la región, exponer 
las herramientas y buenas prácticas que ya exis­
ten y mostrar qué pueden hacer las INDH sobre 
el control de la seguridad privada.

https://youtu.be/NunpnoeZXq4


Habían previsto también la realización de una 
reunión presencial para el diseño del plan de ac­
ción conjunto del grupo para el año 2021, pero 
las condiciones sanitarias mundiales aconsejan 
su aplazamiento para 2022.

Intervino a continuación Rolando Luque Mogro
vejo, de la Defensoría del Pueblo de Perú, que 
presentó el proyecto que han desarrollado de 
revisión del sistema de monitoreo de conflictos 
sociales de la Defensoría del Pueblo del Perú, ti­
tulado Seguridad privada y derechos humanos en 
conflictos sociales.

La mayoría de los datos que se presentaron en el 
informe corresponden a 2019 pues, por las condicio­
nes de la pandemia y la convulsa situación política 
que atravesó el Perú durante 2020, no les fue posible 
actualizarlos. La Defensoría del pueblo de Perú está 
muy interesada en ejercer una labor de vigilancia so­
bre el tema de la seguridad privada por seis motivos:

1.	 En el Perú más del 70% de las actividades eco­
nómicas son privadas.

2.	 Es un ámbito en el que se pueden violar dere­
chos fundamentales.

3.	 Hay un incremento de la criminalidad y de la 
contratación de agentes privados de seguridad.

4.	 La entidad pública con competencias direc­
tas en el tema está bajo la supervisión de la 
Defensoría del Pueblo.

5.	 Durante 2020 se registraron en Perú 217 con­
flictos sociales, de los cuales 127 (59%) tu­
vieron como actores primarios a empresas 
privadas.

6.	 Es posible diseñar un mecanismo de preven­
ción si se gestiona adecuadamente la informa­
ción y se instalan capacidades.

Desde la Defensoría han realizado una labor de 
seguimiento sobre el impacto de la seguridad pri­
vada en los conflictos sociales. Pudieron identi­
ficar 14 casos de violaciones de derechos en el 
periodo 2004-2019, que afectaron tanto a la vul­
neración de derechos humanos como al incumpli­
miento de las normas nacionales, que consideran 
como indicadores primordiales de su estudio.

La seguridad privada en Perú ha ido multipli­
cándose durante los últimos años, al calor del in­
cremento de actores económicos. Hay más de 
1 000 000 de agentes de seguridad privada y 969 
empresas registradas, así como miles de agen­
tes informales. Las empresas cometen bastantes 
infracciones con respecto ala normativa estable­
cida, pues el Estado no dispone de capacidad su­
ficiente para ejecutar las inspecciones que serían 
necesarias y una de las consecuencias negativas 
de esta situación es el incremento del mercado 
ilegal de armas.

En cuanto a la incidencia de la seguridad privada 
y los conflictos sociales en Perú, entre los 14 inci­
dentes registrados entre 2004-2019 predominan 
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las incidencias en el sector minero, con 10 casos 
registrados.

Para el análisis de la situación de se basaron en 
que las empresas debían cumplir dos premisas 
fundamentales:

1.	 Las empresas de seguridad privada tienen 
la obligación de respetar el derecho interna­
cional humanitario y las normas de derechos 
humanos.

2.	 La conducta de su personal debe respetar los 
principios basados en los derechos humanos 
y el derecho humanitario.

Una vez establecidos estos puntos de partida 
procedieron al estudio del cumplimiento de los 
indicadores antes enunciados en el ámbito de la 
seguridad privada y los conflictos sociales. Tras un 
arduo proceso de investigación, las conclusiones 
de su estudio fueron:

1.	 La tendencia ascendente de la seguridad pri­
vada representa un desafío para la protección 
de los derechos humanos y la gobernabilidad.

2.	 Es preocupante la cantidad de agentes de se­
guridad privada que es un 50% más que le de 
las fuerzas policiales.

3.	 Hay una cifra opaca de agentes privados que 
incrementa el riesgo por su vinculación con 
actividades ilegales.

4.	 Existen vacíos legales en los marcos norma­
tivos.

5.	 Son necesarios sistemas de vigilancia y con­
trol que generen información en este campo, 
para poder investigar la problemática e influir 
en las políticas.

Edwin García Feliciano, Procurador del 
Ciudadano Puerto Rico quiso saber si la ausen­
cia de requisitos de preparación académica para 
acceder al sector de la seguridad privada puede 
tener incidencia sobre las malas prácticas de­
nunciadas en el informe y, en este sentido, anun­
ció que desde su institución van a desarrollar un 
estudio sobre el tema durante 2021. Rolando 
Luque Mogrovejo constató que en Perú este pro­
blema atañe sobre todo a las empresas infor­
males, si bien reconoció que este aspecto de la 
buena formación es indispensable, dado que se 
trata de personas en posesión de armas de fuego. 
En su opinión se deberían homogeneizar estos 

65

la tendencia ascendente 
de la seguridad privada 

representa un desafío 
para la protección de los 

derechos humanos y la 
gobernabilidad



requisitos de formación con los que se exigen a 
los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado.

Jean-Michel Rousseau señaló la importancia de 
la regulación del acceso a las armas de fuego en el 
sector, y el uso de la fuerza, que muchas veces se 
emplea de manera ilegal o inconsciente, dado que 
gran parte del personal de las empresas de segu­
ridad privada proviene del ámbito militar o de las 
fuerzas de seguridad y, por tanto, han sido entre­
nados para un uso de la fuerza «ofensivo» y no de 
protección, como debería ser el caso de la segu­
ridad privada. Rolando Luque Mogrovejo abundó 
en este sentido, señalando la importancia de es­
tablecer límites en el uso de la fuerza en el entre­
namiento de las unidades de seguridad privada.

Celina Muguruza, de la Defensoría del Pueblo 
de Santa Fe, señaló que la regulación en el ám­
bito de la seguridad privada en Argentina está en 
manos de las provincias. En el estado de Santa 

Fe no existe ley de seguridad privada, lo que difi­
culta la labor de control y sanción de las institu­
ciones. Ahora se está desarrollando un proyecto 
de ley sobre seguridad pública en el que se inte­
gran las empresas de seguridad privada, lo que 
supone una novedad con respecto a modelos re­
gulatorios anteriores, si bien llama la atención que 
en dicho proyecto se produce una equiparación 
en el uso de la fuerza entre los cuerpos de segu­
ridad del Estado y las empresas de seguridad, lo 
que supone un peligro. Jean-Michel Rousseau in­
sistió en la necesidad de un marco regulatorio di­
ferenciado para ambos sectores.

Nieves Molina, del Instituto Danés de Derechos 
Humanos, intervino para plantear un par de cues­
tiones que considera de interés. Por una parte, 
señaló la invasión de competencias por parte del 
sector de la seguridad privada en ámbitos antes 
reservados a los estados (como, por ejemplo, la 
seguridad en los aeropuertos y otras instituciones 
oficiales) y por otra, incidió en el problema de la 
«paramilitarización» de las empresas de seguri­
dad privada, que se basa en la equiparación en el 
uso de la fuerza entre dichas empresas y los cuer­
pos de seguridad del Estado.

En respuesta a una pregunta de Jean-Michel 
Rousseau (quien señaló la necesidad de una co­
rrecta regulación en lo que se refiere al uso de 
las armas por parte de las empresas de seguri­
dad privada) desde la Defensoría del Pueblo de 
Perú mostraron su intención de continuar con el 
trabajo antes presentado, intentando recabar la 
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mayor cantidad de información posible y tratar 
de llenar los vacíos normativos existentes, espe­
cialmente en lo que se refiere al uso de la fuerza.

Alexia Cerezo, de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos de México, señaló los obstá­
culos que ponen las empresas a la hora de realizar 
investigaciones sobre su actuación en el ámbito 
del respeto a los derechos humanos y también 
puso de relevancia el peligro que supone la inva­
sión de competencias por parte del sector de la 
seguridad privada en ámbitos antes reservados a 
los estados.

Jean-Michel Rousseau solicitó que se expusieran 
temas comunes que se pudieran trabajar durante 

el año 2021en el ámbito del grupo. Rolando Luque 
Mogrovejo planteó la necesidad de vincular más 
estrechamente el ámbito de la seguridad privada 
con los derechos humanos y los principios recto­
res de Naciones Unidas. Nieves Molina señaló que 
desde el Instituto Danés ya están trabajando en 
este sentido, en especial en lo que se refiere a las 
personas defensoras de los derechos humanos.

Jean-Michel Rousseau planteó la necesidad 
de realizar reuniones periódicas más específicas 
aprovechando la situación generada por la pan­
demia, que facilita la realización de encuentros 
virtuales. Con el compromiso de la realización de 
una reunión en el próximo mes de febrero se dio 
por terminada la sesión.
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16 de diciembre: 
Congreso FIO + RINDHCA 

«Ataques a Defensorías y 
Estados Excepcionales»
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Panel: Los ataques a 
Defensorías e INDH

Modera: Cecilia Bernuy. Secretaria Técnica 
de la RINDHCA

Panelistas:
•	Catalina Crespo. Defensora de los Habitantes 

de Costa Rica

•	Nadia Cruz. Defensora del Pueblo de Bolivia
•	Walter Gutiérrez. Defensor del Pueblo de Perú
•	Nashieli Ramírez. Presidenta Comisión Derechos 

Humanos de Ciudad de México
•	Renan Hedouville Protector del Ciudadano y 

Ciudadana de Haití

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/qrMDTHyf_LM

Moderado por Cecilia Bernuy, secretaria técnica 
de RINDHCA, dio comienzo el panel. Se trataba, sin 
duda, de la sesión más relevante, pues su trabajo 
se centró en el análisis de los ataques a las INDH 
que tuvieron lugar durante el año 2020 y la meto­
dología a seguir para intentar que tales actos no 
se repitan. Era, por tanto, el «alma» del Congreso.

Todos los participantes quisieron reivindicar la 
importancia de la labor de las INDH y expusieron, 
siguiendo el orden marcado por el programa, las 
distintas agresiones de que han sido objeto en 
este año tan difícil. Después siguió un animado 
coloquio, donde se intentaron analizar las causas 
del problema y las posibles soluciones.

Abrió el turno de intervenciones Catalina Crespo, 
defensora de los Habitantes de Costa Rica, quien 
dibujó el panorama general, para después cen­
trarse en el caso de su país. Así, señaló que con 

motivo de la pandemia se produjo un incremento 
en las restricciones de derechos por parte de los 
gobiernos, lo que hace imprescindible un fortale­
cimiento de los órganos de control. En su opinión, 
estamos asistiendo a un proceso de deterioro de­
mocrático en la región.

Para el caso particular de Costa Rica, el gobierno 
de aquella república decretó determinadas medi­
das anti COVID-19 que implicaron recortes de de­
rechos. Ante las denuncias de la Defensoría, se 
generó un clima de desconfianza hacia las institu­
ciones defensoras de los derechos humanos, aun­
que la Defensoría intentó cumplir con su papel de 
control y fiscalización, sabiendo que con toda pro­
babilidad esto iba a tener consecuencias, como así 
ocurrió, de tal forma que se vieron atacados en 
redes sociales, prensa y, como culminación de la 
campaña de desprestigio, hasta se llegó a cuestio­
nar su trabajo en el propio Congreso de la nación.

https://youtu.be/qrMDTHyf_LM


Parece que los gobiernos están en un proceso de 
descrédito hacia las Defensorías, aprovechando 
la incertidumbre generada por la crisis sanitaria, 
proceso que solo se podrá frenar perseverando 
en la unidad de todas las INDH.

La siguiente intervención corrió a cargo de Nadia 
Cruz, defensora del Pueblo de Bolivia. Nos atre­
veríamos a asegurar que fue la intervención más 
vibrante, teniendo en cuenta que los casos denun­
ciados fueron de una trascendencia extrema. La 
situación en Bolivia ha adquirido tintes de enorme 
gravedad pues, a la crisis política generada por la 
dimisión del presidente Evo Morales tras las elec­
ciones de octubre de 2019, se unió la gravísima 
crisis sanitaria provocada por la COVID-19.

Tras la renuncia del presidente, y mientras se 
resolvía la grave crisis institucional, durante dos 

días el país estuvo sin gobierno. Esta situación fue 
aprovechada por grupos de agitadores que inten­
taron subvertir el orden social convirtiendo a la 
Defensoría en uno de los focos de sus ataques. 
Las agresiones, amenazas e intentos de control 
se sucedieron durante varias penosas jornadas, 
en especial en las regiones de Santa Cruz y Potosí; 
en este último caso se llegó a intentar el asalto 
a la sede de la institución, acción que tuvo con­
tinuidad en el asalto y bloqueo de la sede de la 
Defensoría en Cochabamba.

Se llegaron a producir bloqueos a la entrada de 
las sedes con el apoyo (o, al menos, la pasividad) 
de las fuerzas del orden, situación que fue apro­
vechada por los alborotadores para amenazar al 
personal de la Defensoría incluso en sus propios 
domicilios. La denuncia de estos actos, lejos de re­
bajar la tensión, incrementó la presión, llegando 
incluso a amenazas de muerte en la persona de 
la Defensora.

El Gobierno inició una campaña de descrédito 
de ámbito nacional e internacional. Sin embargo, 
cosechó un rotundo fracaso gracias a la reacción 
de los organismos internacionales, quienes no 
permanecieron impasibles ante la gravedad de 
los hechos denunciados y actuaron para conse­
guir el cese de las presiones y las amenazas.

Y es precisamente la contundente respuesta de 
los organismos internacionales un mecanismo en 
el que se debería profundizar para conseguir el 
objetivo de la defensa de las INDH.
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Todavía conmocionados por la gravedad de los 
hechos denunciados por Nadia Cruz, tomó la pala­
bra Walter Gutiérrez, defensor del Pueblo de Perú. 
En primer lugar, quiso poner en valor el importante 
papel que juegan las Defensorías, en especial en 
contextos de emergencia como el actual. Y es que, 
en efecto, la COVID-19 ha generado una situación 
inédita que ha sido aprovechada por los gobiernos 
para recortar los derechos fundamentales.

La crisis sanitaria ha derivado en una crisis eco­
nómica y social a la que se ha añadido en el Perú 
(como en Bolivia) una profunda crisis política, lle­
gando a turnarse hasta tres presidentes de la na­
ción en el plazo de nueve meses. A pesar de esta 

situación, la Defensoría del Pueblo de Perú no ha 
dejado de trabajar en defensa de los derechos de 
los peruanos. Como represalia, los distintos go­
biernos han actuado de manera más sutil que sus 
homólogos bolivianos incidiendo sobre el presu­
puesto de la institución, que se ha visto notable­
mente recortado. Además, el Poder ha optado 
por ignorar los informes de la Defensoría, inten­
tado de esta forma transmitir la idea a la pobla­
ción de su inutilidad. Es sin duda una estrategia 
diabólica, primero se recorta el presupuesto, lo 
que por fuerza implica una menor presencia de la 
Defensoría (menos disponibilidad de fondos su­
pone menos posibilidades de actuación) y des­
pués se ignoran sus recomendaciones.
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Al igual que para el caso boliviano, desde el 
Perú se insiste en la necesidad de fortalecer los 
mecanismos internacionales para proteger a las 
INDH. Hasta el momento parece ser el único ca­
mino viable.

Siguió en el uso de la palabra Nashieli Ramírez, 
presidenta de la Comisión de Derechos Humanos 
de Ciudad de México. No fue la suya una inter­
vención de denuncia, sino más bien un estado de 
la cuestión de la situación de las Defensorías en 
el contexto actual. El papel de dichos organismos 
como árbitro en los conflictos entre el Estado y los 
ciudadanos provoca que se sitúen en el punto de 
mira de ambos. Las reclamaciones de la ciudada­
nía suelen entrar en conflicto con las pretensio­
nes de los gobernantes y esta situación coloca a 
las Defensorías en un estado de vulnerabilidad, 
que se ve incrementado por el momento de crisis. 
Como respuesta a esta, los gobiernos han optado 
por la toma de medidas excepcionales, lo que im­
plica una necesidad de extremar la vigilancia por 
parte de las INDH cuya actuación se ve amena­
zada por los recortes presupuestarios y los ata­
ques de toda índole, lo que hace necesario que 
se abra un proceso de reflexión para que, desde 
la unidad, se arbitren las medidas necesarias para 
evitar estas situaciones.

En último lugar intervino Renan Hedouville, 
protector del Ciudadano y Ciudadana de Haití. 
Problemas de conectividad (he aquí una prueba 
de lo que se conoce como «brecha digital», que 
ya se ha denunciado en otros momentos de este 

congreso) hicieron imposible su presencia en la se­
sión, si bien sí pudo enviar un vídeo en el que de­
nuncia la insoportable situación que vive su país, 
e hizo un llamamiento para conseguir apoyo inter­
nacional. El vídeo puede verse haciendo click en el 
siguiente enlace: https://youtu.be/0neV-dqVzGU.

Terminada la ronda de intervenciones, se invitó a 
los asistentes a participar en el debate, que estuvo 
muy animado, con intervenciones de representantes 
de distintos países. Todos estuvieron de acuerdo en 
poner de relevancia la debilidad de las INDH, pues 
se trata de instituciones que, por su propia natura­
leza, resultan incómodas para el Poder.

Como posibles soluciones para superar esta de­
bilidad se señaló la urgente necesidad de disponer 
de autonomía presupuestaria. Resulta extremada­
mente difícil desarrollar una labor de protección 
de derechos fundamentales sin el aporte presu­
puestario suficiente, máxime en estos momentos 
de crisis sanitaria que es más que probable que, 
en algunos países, derive en crisis económica y so­
cial. También se insistió en la necesidad de forta­
lecer las competencias de las distintas Defensorías 
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y, en este sentido, se señaló la posibilidad de que 
se pudieran introducir cambios legales para hacer 
vinculantes los informes de los Defensores. Por úl­
timo, se remarcó la importancia de desarrollar y 
potenciar mecanismos de carácter internacional 
que apoyen la acción de las distintas Defensorías 
y las protejan de los ataques que sufren.

La sesión culminó con una breve intervención 
de Augusto Jordán Rodas Andrade, procurador 
de los Derechos Humanos de la República de 
Guatemala y presidente de FIO, quien animó a 
todas las Defensorías a perseverar, pese a todas 
las dificultades, en su desempeño en la defensa 
de los derechos humanos.
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Ataques a Defensorías: el 
caso de la Defensoría de los 
Habitantes de Costa Rica

Catalina Crespo Sancho Ph.D 
Defensora de los Habitantes de la República 
de Costa Rica

Permítanme dar inicio a esta presentación, cele­
brando la iniciativa tanto de la FIO como RINDHCA 
para el desarrollo de este Congreso, que nos per­
mitirá, sin duda alguna, como se ha señalado entre 
su objetivos, tomar debida atención a la graduali­
dad, sistematización y recurrencia de los recientes 
ataques sufridos contra instituciones de derechos 
humanos, que sin duda alguna, debemos conside­
rar como una indicación de alerta temprana de la 
situación en cada uno nuestros países y en la re­
gión en su conjunto.

Estos hechos, claramente evidencian, el dete­
rioro de la situación socio‑política de nuestra re­
gión, que deben de ser abordadas por las redes 
regionales de Ombudsman para generar respues­
tas estructuradas que permitan mantener la ga­
rantía y protección de los Derechos Humanos en 
la región.

La Defensoría de los Habitantes de Costa Rica, 
junto con otras instituciones nacionales de 
Derechos Humanos de la Región, fue una de las 
instituciones de derechos humanos, que, du­
rante los últimos 18 meses, han recibido ataques 

directos, peticiones de renuncia y campañas de 
desprestigio en contra de su de su jerarca y uti­
lización de medios y redes sociales como instru­
mento para dichas actividades.

En este sentido, sirva la presente actividad, para 
en primer término, manifestar agradecimiento 
tanto a la FIO, RINDHCA, y GAHNRI las declara­
ciones y pronunciamientos que oportunamente 
emitieron en respaldo a la Defensoría de los 
Habitantes de Costa Rica.

Tal y como se manifestó en dichos comunicados las 
presiones y represalias a los Ombudsman deben ser 
entendidos no sólo como una afectación a la credibi­
lidad en la Institución sino como una infracción real 
a la vigencia irrestricta de los Derechos Humanos y 
la democracia de los Estados que las soportan.

Si bien en Costa Rica, las situaciones de ata­
que mantuvieron un contexto político ajeno al 
COVID‑19, sin lugar a dudas se aprovechó la in­
certidumbre que este último habría causado en 
la población en uno momentos históricos más du­
ros para la humanidad, generado por la Pandemia, 
dadas sus implicaciones en la sociedad, dadas las 
consecuencias económicas, sociales y políticas.

En este contexto, si bien contamos con los 
Principios de París, la Declaración sobre los 
Defensores de Derechos Humanos, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1998 y con relación a las Instituciones Nacionales 
de derechos humanos (INDH) las adoptadas en los 
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años 2013 y 2019: la Declaración de Mérida y en 
especial la Declaración de Marrakech, que estable­
cen que las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos deben poder operar en un entorno se­
guro para poder cumplir su mandato de manera 
eficaz, estableciendo la obligación que los Estados 
tienen para contar con INDH solidas e indepen­
dientes como fundamento de acción y protección 
a los Derechos Humanos, lo cierto es que a diario, 
nos enfrentamos a acciones que vulneran estos 
principios, motivo por el cual, debemos trabajar 
juntos, para consolidar programas de apoyo que 
conduzcan a fortalecer nuestro trabajo, con me­
jores prácticas y acciones preventivas conjuntas.

Introducción

En el caso específico del la Defensoría de los 
Habitantes de la República de Costa Rica, es opor­
tuno señalar que es un órgano adscrito al Poder 
Legislativo.

Esta vinculación de nuestra institución con el 
primer Poder de la República, no es aleatoria ya 
que refleja la importancia que exista una relación 
estrecha entre el órgano del Estado encargado de 
la emisión y reforma del ordenamiento jurídico 
del aparato estatal; con la institución encargada 
de la defensa y promoción de los derechos e in­
tereses de la población.

De ahí lo importante de nuestra labor, sea cum­
plir un rol fundamental dentro del Estado democrá­
tico de derecho, en el tanto el fin de la Defensoría, 

descansa precisamente en constituirse en fuente 
confiable de intervención, consulta, cooperación 
y cuando así corresponda de apoyo, para ejercer 
acciones orientadas a mantener vigentes los de­
rechos e intereses de los administrados, en fiel 
cumplimiento de las obligaciones nacionales e in­
ternacionales adoptadas por el propio Estado.

Al efecto, durante los 27 años de vida institu­
cional, nos ha correspondido fiscalizar, liderar 
procesos y externar posiciones frente a aquellas 
acciones, omisiones y actuaciones, que no son 
conformes con lo establecido, sean en desarre­
glo a criterios técnicos y jurídicos. Dicha potes­
tad emana de las funciones y atribuciones de la 
Defensoría de los Habitantes. Siendo en ocasiones 
objeto de embestidas por parte de algunos secto­
res políticos que se sienten aludidos y expuestos 
por la intervención dada en asuntos concretos.

Cabe destacar que cuando han aparecido afec­
taciones en el disfrute pleno y efectivo de los 
derechos e intereses de la población, se hace ne­
cesario intervenir, frente a las autoridades públi­
cas centrales, descentralizadas y territoriales, con 
la intención que se ajuste la actividad bajo los pa­
rámetros y reglas particulares de la ciencia o de 
la técnica, legalidad, o de principios elementales 
de justicia, lógica o conveniencia.

Es en ese momento, que hemos generado o ins­
trumentalizado procesos de diálogo social, emiti­
dos recomendaciones y nos hemos manifestado 
ante diferentes medios de comunicación colectiva 
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y redes sociales, así como efectuado gestiones 
específicas de defensa que han generado un im­
pacto técnico, responsable y objetivo, acorde con 
nuestra razón institucional.

En ese orden de ideas, nos ha correspondido 
realizar coordinaciones internas e interinstitucio­
nales, que en ocasiones no son bien recibidas por 
parte de las administraciones públicas, debiendo 
intervenir propiamente o acudiendo cuando así 
corresponde a otras entidades de control en el 
ámbito administrativo o instancia jurisdiccional, 
con la clara intención de organizar, verificar, infor­
mar o cuestionar, cuando así proceda, prácticas 
que no son acordes a los parámetros establecidos.

Esta situación, genera confrontación, intento de 
desprestigio por autoridades oficiales, grupos de 
poder u opinión con intereses propios, así como 
desinformación y ataques contra sus titulares y 
subordinados, por las decisiones adoptadas, en 
cumplimiento del mandato delegado por el legis­
lador. En ese sentido, se han aprobado restriccio­
nes y límites presupuestarios severos.

Es importante señalar, que la función de las ins­
tituciones nacionales de derechos humanos, de­
ben estar orientadas en proteger y reparar los 
derechos e intereses de las personas para que 
sean acordes con la convencionalidad, frente 
acometidas arbitrarias y distorsionadas en la ac­
ción estatal, debiendo esas relación jurídico‑ad­
ministrativas, estar sujeto a control y fiscalización 
por medio de recursos efectivos, situación que ha 

generado disconformidad por parte de las jerar­
quías gubernamentales, cuando se ha recurrido a 
estas y se ha debido exponer o llamar a cuentas.

En la actualidad, existen acciones que han gene­
rado afectación a la paz social, bienestar, incluso 
la seguridad en sus diversas formas, se ha ade­
más producido desconfianza en las instituciones 
del Estado, su legitimidad y utilidad de valor pú­
blico, situación que ha aumentado en época de 
pandemia por COVID‑19. Como son intervencio­
nes policiales ante bloqueos de vías, restricciones 
sanitarias, incluido vehiculares, límites de horarios 
y condiciones requeridas para la celebración de 
actividades particulares‑privadas, como del ejer­
cicio del funcionamiento y prestación de servicios 
por parte del sector público.

En esa línea, se han suscitado conflictos en el 
ámbito nacional, que pudieron o pueden ser evi­
tados a través de la creación de procesos trans­
parentes, participativos y públicos, donde se 
consulte y propicie el diálogo en la elaboración 
de las políticas públicas, que afectan a parte esen­
cial de la población, de la cual la Defensoría de los 
Habitantes ha estado dispuesta cuando así se le 
ha solicitado de conciliar.

Situación de la cual la Defensoría brinda cuando 
así ha sido convocada el apoyo y seguimiento es­
pecífico a efectos de generar espacios de diálogo 
y compromiso con la atención de los temas que 
se deben atender, ejemplo intervención con ore­
ros, pescadores, productores, artesanos, así como 
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intervención en atención de poblaciones vulnera­
bles como por ejemplo población indígena, perso­
nas con discapacidad, personas adultas mayores, 
personas menores de edad, etcétera.

En ese sentido y de acuerdo a la realidad na­
cional, hemos visto la urgente necesidad de efec­
tuar de nuestra parte análisis de patrones, mapeo 
de datos, generación de alertas tempranas, aten­
ción de casuística, que identifican ya sea de forma 
anticipada o presente posibles conflictos, de ahí 
precisamente de conformar unidades de trabajo, 
que permitan mejorar la acción preventiva y la 
protección de derechos no solo por parte de la 
Defensoría, sino del Estado en general, como se 
ha expuesto por diferentes canales.

La intención es que se reconozca la reparación 
adecuada del daño, de ahí la obligación como 
parte de los recursos brindar una respuesta de 
atención en tiempo de las solicitudes de inter­
vención, aunado a una mayor pertinencia en las 
recomendaciones y procurar mayor incidencia al 
resolver las causas de las infracciones.

Con miras a asegurar una mayor eficiencia y per­
tinencia, así como la revisión de procesos que faci­
liten la toma de decisiones con el fin de contribuir 
a una reparación integral, entendida no solo como 
indemnización económica —que debe ser decla­
rada por los tribunales de justicia—, sino una re­
habilitación del o la afectada, la restitución de sus 
derechos y garantías de no repetición del hecho 
violatorio.

Sin embargo, debido a su uso reiterado, también 
se ha convertido en una palabra gastada, carente 
de contenido real. Es por ello que en el contexto 
actual que vive el país y el mundo en general, es 
necesario recuperar el concepto pleno de demo­
cracia y de sus frenos y contrapesos, a partir de 
este, analizar los grandes retos que como socie­
dad debemos enfrentar.

El concepto de democracia refiere a un sistema 
político que se fundamenta en la intervención de 
la población en el gobierno.

Esta intervención tradicionalmente se ha ma­
terializado en la participación de habitantes, in­
corpora una serie de contenidos esenciales que 
actúan como garantía frente a la población ante 
posibles abusos en el ejercicio del poder; concre­
tamente estos principios son la división de poderes 
que evita la concentración del poder en un único 
detentador y garantiza el control recíproco entre 
poderes; la adopción del principio de legalidad, a 
través del cual se sujeta la actuación de los pode­
res públicos a los límites impuestos por el ordena­
miento jurídico y la incorporación de un catálogo 
de derechos fundamentales que se reconocen a 
la población y que, dentro de esta visión tradicio­
nal, actúan como límite a la actuación del Estado.

Una rápida mirada de lo sucedido en Costa Rica 
durante el año 2020, Caso UPAD

Centrando nuestra atención en el tema concreto 
de ataques a Instituciones Nacionales de Derechos 
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Humanos, durante este año 2020, se generó un 
hecho sin precedentes en nuestro país, que ge­
neró ataques directores contra la Defensoría de 
los Habitantes y que surge a partir de la interven­
ción de la institución, del seguimiento al Decreto 
Ejecutivo Nº 41996‑MP‑MIDEPLAN, por medio 
cual se crea la Unidad Presidencial de Análisis de 
Datos, publicado en el Diario Oficial La Gaceta del 
17 de febrero.

En este caso, dada la inconsistencia de la nor­
mativa, la Defensoría envió de forma inmediata el 
Oficio Nº DH‑GP‑0099‑2020 del 21 de febrero del 
2020 al señor Presidente de la República, Carlos 
Alvarado Quesada, en el cual se manifiesta la pre­
ocupación de la institución acerca de los alcances 
de la normativa, que desde el mismo 17 de fe­
brero ya habría sido derogada, esto por considerar 
que la misma pretendía la utilización de informa­
ción de las y los habitantes, en contraposición 
con lo dispuesto tanto a nivel de la Constitución 
Política como de la Ley Nº 8968 (Ley de Protección 
de Datos de la persona frente al tratamiento de 
sus datos personales).

Al día siguiente, 22 de febrero del 2020, mediante 
oficio DP‑P‑011‑2020, la Defensoría de los Habitantes 
recibe el oficio suscrito por el señor Presidente de 
la República, Carlos Alvarado Quesada, mediante el 
cual manifiesta la disponibilidad de atender el reque­
rimiento de información remitido mediante Oficio 
Nº DH‑GP‑0099‑2020 del 21 de febrero del 2020, 
para lo cual se fija una reunión para el día lunes 24 
de febrero del año en curso.

Dado que durante la reunión en Casa Pre
sidencial, el equipo de la Defensoría mantiene sos­
pechas de que el equipo del Presidente hubiese 
tenido acceso a información de carácter confi­
dencial de las y los habitantes, mediante Oficio 
Nº DH‑0107‑2020 del 24 de febrero del 2020, la 
Defensoría de los Habitantes solicita a la Fiscalía 
General de la República, que, conforme a sus com­
petencias, realice un análisis pericial técnico en el 
equipo de cómputo destinado a este grupo de fun­
cionarios encargado del manejo de datos, para de­
terminar si hubo o no acceso a la información; y, 
uso de datos sensibles y/o datos de acceso restrin­
gido de las y los habitantes, lo anterior tomando 
en consideración la imposibilidad legal para la 
Defensoría de tener acceso a dicha información.

Ocho días más tarde, el martes 3 de marzo de 
2020 la Defensoría de los Habitantes emite el 
INFORME ESPECIAL: «Investigación de acciones 
realizadas desde Casa Presidencial en relación con 
el Decreto Ejecutivo Nº 41996‑MP‑MIDEPLAN y 
anterior al mismo en materia de análisis de da­
tos de las personas y su posible impacto en el de­
recho a la autodeterminación informativa de las 
y los habitantes» el cual emite entre las más im­
portantes, las siguientes conclusiones:

1.	 Que el Decreto Ejecutivo No. 41996‑MP‑MIDEPLAN 
era contrario al ordenamiento jurídico al no 
cumplir con el procedimiento, ya que careció 
de estudios técnicos y consulta experta en ma­
teria de protección de datos que se requiere 
en toda disposición de este tipo.
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2.	 Que en el decreto ya derogado, no se hizo re­
ferencia a protocolos de actuación conforme 
a la Ley de Protección de Datos, N° 8968, que 
incluyen identificación, seguridad y custodia 
de los datos obtenidos.

3.	 Que el artículo 7 del mencionado decreto te­
nía importantes roces de legalidad y constitu­
cionalidad que lo hacían improcedente técnica 
y jurídicamente.

4.	 Que el decreto contempló en la integración de 
la UPAD, una serie de especialidades profesio­
nales, pero no a una persona experta en pro­
tección de datos o ciberseguridad.

5.	 Que el equipo de trabajo en Casa Presidencial 
no contaba con los recursos tecnológicos y 
de infraestructura requeridos para desem­
peñar las mencionadas labores de conformi­
dad con lo establecido en la Ley de Protección 
de Datos, N° 8968, lo cual lo convertía en un 
equipo de hecho y no de derecho.

6.	 Que la Agencia de Protección de Datos fue omisa 
en el cumplimiento de sus competencias al no 
intervenir según lo establece la Ley No. 8968.

7.	 Que el equipo de análisis de datos de Casa 
Presidencial a partir de lo definido en el con­
venio marco de cooperación entre el Sistema 
Único de Beneficiarios del Estado (SINIRUBE) y 
el Ministerio de la Presidencia del 18 de marzo 
del 2019, sí se tuvo acceso a datos sensibles, 

los cuales fueron obtenidos a través de un 
convenio que autorizaba conexión directa a 
las mencionadas bases.

8.	 Que obre el funcionamiento de facto de esta 
unidad, considera la Defensoría que se debe 
realizar una investigación en tanto el mismo 
debilita el control interno institucional con­
forme a la Ley General de Control Interno Nº 
8292 y su reglamento.

El informe de la Defensoría de los Habitantes, y 
las acciones emprendidas ante Fiscalía General de 
la República, generó una importante reacción en 
diversos actores políticos de nuestro país.

Casi de inmediato, una vez hecho público el in­
forme de la Defensoría, medios de comunicación 
hacían públicas las declaraciones de uno de los 
asesores presidenciales, quien manifestaba pre­
sentaría una demanda judicial contra la jerarca y 
los miembros del equipo que investigaron los he­
chos, denuncia que al día de hoy se encuentra sin 
resolver en los tribunales de justicia.

El 26 de febrero la Asamblea Legislativa, con el 
apoyo de las y los diputados de oposición, se crea 
una comisión especial con el fin de investigar la 
Unidad Presidencial de Análisis de Datos (UPAD), 
misma que al día de hoy, se encuentra aún pen­
diente de rendir su informe final, dado que recien­
temente anunció la convocatoria al propio Sr. Carlos 
Alvarado, Presidente de la República, para rendir 
declaraciones el próximo mes de febrero del 2021.
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Como reacción de la oposición, contra la 
Defensoría de los Habitantes, en una negocia­
ción política gestada entre jefes de fracción, se 
logró un acuerdo para la conformación de una 
comisión especial que investigará el accionar de 
la Defensora de los Habitantes, Catalina Crespo, y 
decidirá si se solicita o no su destitución, todo ba­
sado en una norma de la Ley de constitución de la 
Defensoría de los Habitantes, que ante un vació 
legal, permite investigar las acciones del Defensor 
o Defensora, sin análisis previo de las denuncias 
interpuestas, lo que prácticamente obliga a rea­
lizar una investigación, a pesar de no contar con 
prueba fundamentada para su apertura.

A este hecho, se debe sumar que la ley es igual­
mente omisa en establecer un procedimiento que 
otorgue debido proceso al Defensor o Defensora 
durante la investigación, situación que, durante el 
proceso, permitió la incorporación de prueba es­
puria, omitió el contradictorio durante las compa­
recencias de los testigos‑denunciantes e incluso 
al momento de mi comparecencia, situación que 
tras la intervención de mi asesora legal, que debió 
ser contratada por mi persona, se logró solventar, 
permitiendo la presencia de la asesora durante la 
lectura de mi testimonio, asi como de los testigos 
aportados para mi defensa.

Tras varias semanas de trabajo de la comisión, 
el 7 de setiembre la comisión rinde su informe 
de mayoría con 5 de los 7 miembros, el cual con­
cluye «rechazar y declarar improcedente el cese 
del cargo de Catalina Crespo como Defensora de 

los Habitantes por no ajustarse a los dispuesto en 
el inciso c) del artículo 6 de la Ley de la Defensoría 
de los Habitantes. Solicitamos proceder al archiva 
del expediente disciplinario incoado al efecto».

Durante su trabajo, la comisión logra determinar 
que los 15 argumentos interpuestos en mi contra, 
carecían de contenido jurídico, dado que los tes­
timonios nunca se refirieron a los hechos ni apor­
taron pruebas que sustentaran los mismos.

Finalmente, el 17 de setiembre mediante vota­
ción en la Asamblea Legislativa, se contó 36 votos 
a favor de la no cesación del cargo a la Defensora 
y 12 en contra.

Ataque sistemático a la institucionalidad

Desde el momento mismo en que la Defensoría 
de los Habitantes comunica su decisión de inter­
venir en la citada investigación, dieron inicio una 
serie de ataques sistemáticos desde tres flancos 
debidamente identificados.

Iniciemos con los dos primeros:

a.	 Diputados y diputadas afines de Gobierno 
del Sr. Carlos Alvarado

b.	 De un sector de la Prensa a fin a Gobierno

Si ponemos en perspectiva lo acontecido du­
rante este proceso, no existe la menor duda, 
que el detonante de los ataques se centra en la 
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participación de la Defensoría de los Habitantes, 
en la investigación de la Unidad Presidencial de 
Análisis de Datos conocida como UPAD, dado 
que el informe de la Defensoría de los Habitante 
involucró de forma directa al Presidente de la 
República con los hechos investigados.

Las distintas aristas que ha alcanzado la inves­
tigación de la UPAD, mantiene en vilo a toda una 
nación, al encontrarse aún pendiente los resulta­
dos de la Comisión de Investigación creada a lo 
interno de la Asamblea Legislativa, asi como los 
procesos judiciales en contra del propio manda­
tario de la República.

Hasta este momento, no debe llamar a sorpresa, 
ni a propios ni a extraños, que desde el Gobierno, 
los Diputados afines al mismo y la prensa, se al­
canzara un climax en el conflicto con la institución 
y su jerarca, pues como hemos señalado, nues­
tro trabajo siempre generará roces con los gru­
pos políticos y de poder, cuando se determinen 
violaciones a los derechos humanos por parte de 
estos sectores.

Por ello, quiero centrarme en el tercer flanco 
identificado, de donde se presentaron los ataques:

c.	 Un sector de las y los funcionarios de la 
institución

Como lo venía señalando, no debe generar sor­
presa que las Instituciones de Derechos Humanos, 
recibamos ataques constantes y sistemáticos de 

entes externos, como gobiernos y sectores pode­
rosos, aun de la sociedad civil, por motivo de la 
defensa de derechos humanos.

Por este motivo, celebro este Congreso y 
pongo en él mi esperanza, de que podamos jun­
tos construir instrumentos que permitan fortale­
cer ante estas situaciones como las ya señaladas 
en el INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DE LAS 
DEFENSORAS Y DEFENSORES DE LOS DERECHOS 
HUMANOS EN LAS AMÉRICAS, emitido por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
de la OEA en las que se verificado diversas prác­
ticas y actos que dificultan o impiden el ejercicio 
de la defensa de los derechos humanos, algunas 
de ellas violatorias de derechos humanos básicos 
internacionalmente protegidos, son la violación al 
derecho a la vida, a la integridad, a libertad y se­
guridad, al debido proceso y a un juicio justo, a la 
libertad de expresión, al derecho a la intimidad y 
la protección judicial. También nutren estas prác­
ticas otros actos que entorpecen la protección y 
promoción de los derechos humanos, tales como 
los controles administrativos y financieros abusi­
vos a las organizaciones de derechos humanos, y 
la negativa estatal de revelar información pública 
que permita llevar un control democrático de las 
acciones de las autoridades.

Sin embargo, en el caso concreto de Costa Rica, 
ante la situación que se generó con la investiga­
ción de la UPAD, llamó la atención que uno de 
los flancos se generara a lo interno de la propia 
organización.
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En este sentido, es que me permito aportar 
una serie de premisas, que puedan explicar es­
tas situaciones, que pueden estar presentes en 
muchas otras de las instituciones nacionales de 
derechos humanos y que considero pueden ser­
vir de insumos para generar discusión en torno 
a las mismas.

Una de las consideraciones hechas durante este 
proceso, es la vinculación de algunos funcionarias 
y funcionarios de la Defensoría de los Habitantes 
con estructuras de los partidos políticos.

Pese a que existe norma expresa, que impide la 
participación política‑partidista de las y los fun­
cionarios y funcionarias, que se homologa a la del 
Defensor o Defensora, en la práctica, algunos fun­
cionarios han disfrutado de permisos especiales, 
sin goce de salario, con el fin de ocupar cargos 
políticos dentro de la estructura de Gobierno de 
turno.

Esta participación en puestos de Gobierno, si 
bien no contraviene la prohibición establecida, 
crea necesariamente vínculos entre las partes.

Para el caso concreto, llamó la atención, como 
varios de los funcionarios y funcionarias que li­
deraron el proceso en mi contra, que habrían 
ocupado cargos políticos en el pasado, que les 
permitió en muchos casos, de canales directos 
con las y los diputados promotores de las gestio­
nes de mi destitución.

Este contacto, les permitió a estos señoras y 
señores diputadas, contar con información en 
tiempo real, de lo que acontecía momento a mo­
mento a lo interno de la institución, al igual de que 
una serie de medios de comunicación, que sólo 
minutos después de haberse suscrito algunos de 
los documentos, tenían acceso a través de este 
grupo de funcionarios.

La vinculación de funcionarios y funcionarias de 
alto nivel de la Defensoría, a grupos políticos, se 
une a una limitante en la estructura funcional de 
la institución, la cual mantiene como funcionarios 
de planta a estos funcionarios, bajo los principios 
de estabilidad absoluta, que mantiene nuestro ré­
gimen de contratación de las y los servidores pú­
blicos. De este modo, el Defensor o Defensora que 
asume su cargo, no tiene la posibilidad de estable­
cer su equipo gerencial y técnico a través de puestos 
de confianza, debiendo mantener el equipo perma­
nente que existe a lo interno de la institución.

Por último, pero no menos importante, se debe 
hacer ver la necesidad de mantener dentro de 
nuestras instituciones, procesos rigurosos de de­
fensa, que minimicen riegos de errores durante la 
atención de casos de la envergadura de caso UPAD.

Hago este comentario, ya que pese a que la insti­
tución de derechos humanos en Costa Rica cuenta 
con 27 años de existencia, la tramitación del caso 
UPAD evidenció importantes fallos en el procedi­
miento seguido por el equipo de la institución.
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Ausencia de protocolos para la recepción de las 
declaraciones del Sr. Presidente de la República, 
generaron errores como la pérdida del respaldo 
del audio que sustentaba la declaraciones del 
mandatario, sin que las y los funcionarios a cargo 
de dicha diligencia, asumieran su responsabilidad 
en el marco de un procedimiento claro para llevar 
a cabo este proceso.

En este sentido, también recalco la necesidad de 
que tanto desde FIO como desde RINDHCA, adop­
temos mayores esfuerzos para capacitar nuestros 
equipos de trabajo, con el fin de garantizar proce­
sos más eficientes, modernos y pertinentes, que 
brinden mayor transparencia a nuestro trabajo y 
con ello, garantizar defensas efectivas a los ata­
ques contra nuestras instituciones.
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Experiencia de la Defensoría del 
Pueblo del Estado Plurinacional 
de Bolivia en el marco del 
Congreso sobre Ataques a INDH
Nadia Cruz 
Defensora del Pueblo de Bolivia

La Defensoría del Pueblo es la Institución Nacional 
de Derechos Humanos (INDH) boliviana, que 
tiene el mandato constitucional de velar por la 
vigencia, promoción, difusión y cumplimiento de 
los derechos humanos individuales y colectivos 
previstos en la Constitución Política del Estado 
(CPE), en la normativa nacional e instrumentos 
internacionales1.

Como es de conocimiento de la comunidad in­
ternacional, Bolivia atravesó por un profundo con­
flicto político‑social a consecuencia de las fallidas 
elecciones nacionales llevadas a cabo el 20 de oc­
tubre de 2019; durante este conflicto, incluso an­
tes de la renuncia a la Presidencia por parte de 
Evo Morales, la Defensoría del Pueblo ya fue parte 
de agresiones y limitaciones en su labor pues, gru­
pos cívicos, como el Comité Cívico Pro Santa Cruz, 
durante las medidas de presión realizadas luego 
de las elecciones de 20 de octubre, no permitie­
ron que nuestros servidores y servidoras públicos 
circular por la ciudad bajo amenazas.

1 Art. 218 de la Constitución Política del Estado.

Asimismo, en la ciudad de Potosí, el Comité 
Cívico de la ciudad, en fecha 30 de octubre de 
2019, pretendió realizar la toma de las oficinas de 
la Defensoría del Pueblo; el intento de toma del 
inmueble fue acompañado con la detonación de 
cachorros de dinamita en los alrededores del lu­
gar para amedrentar al personal, con ello ingre­
sar al inmueble e impedir el trabajo. Dicho intento 
no se efectivizó, pero, miembros del Comité Cívico 
Potosinista cerraron la puerta de la institución con 
cadenas y candados.

Este contexto de alta conflictividad se profun­
dizó el 10 de noviembre de 2019, fecha en la que 
renunció a la presidencia del Estado Plurinacional 
el ex presidente Evo Morales, pues, a partir de 
ese hecho, los grupos ciudadanos que ejercieron 
protestas desde el 21 de octubre, al momento de 
la toma del poder por parte del gobierno transi­
torio, se transformaron en grupos paraestatales 
que generaron persecución en contra de ex auto­
ridades del gobierno y en contra de la Defensoría 
del Pueblo.

En la ciudad de La Paz, la oficina nacional se 
vio asediada por grupos que se denominaron 
«resistencia La Paz», estos grupos se apostaron 
en las puertas de la institución no permitiendo 
el ingreso del personal de la institución, como 
tampoco a la población que requería el servi­
cio de la Defensoría del Pueblo; en la ciudad de 
Cochabamba por otro lado, se conformó el grupo 
paraestatal «Resistencia Juvenil Cochala», que 
durante este periodo generó mucha violencia en 
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contra de la población disidente al gobierno tran­
sitorio, este grupo, al igual que en la ciudad de 
La Paz, se apostó en las puertas de las oficinas 
defensoriales de esa ciudad evitando el ingreso 
de nuestro personal y de la población que reque­
ría asistencia en sus denuncias por vulneraciones 
de derechos humanos. El asedio en la ciudad de 
Cochabamba tuvo tal intensidad que el personal 
de la Defensoría tuvo que dormir dentro del in­
mueble, y, el grupo asentado en las puertas no 
solo las y los agredieron verbal o físicamente, ade­
más, impidieron el ingreso de alimentos durante 
la ejecución de esas medidas de hecho y en inme­
diaciones de esta oficina, la Policía detuvo a una 
integrante de estos grupos con un arma de fuego 
y gases lacrimógenos.

En esta primera etapa, todas las medidas de 
hecho no fueron atendidas por el Estado; la 
Defensoría acudió en reiteradas oportunida­
des ante la Policía Boliviana con la finalidad de 
que, mediante su intervención, los actos vio­
lentos cesen y esta fuerza del orden, verifique 
los delitos que estaban ocurriendo en contra de 
la Defensoría y sus servidoras y servidores pú­
blicos, sin embargo, hizo caso omiso a nues­
tras demandas, y, siguió la línea asumida por el 
Gobierno transitorio, que fue el de estigmatizar 
a la Defensoría del Pueblo mediante sus altas au­
toridades ejecutivas.

En diferentes conferencias de prensa realizadas 
por autoridades del gobierno transitorio, tildaron 
la labor de esta institución como política, que la 

Defensoría tenía la fiel intención de ser un escudo 
protector a autoridades ligadas al gobierno del 
Movimiento al Socialismo, y lo peor, públicamente 
señalaron que nuestra institución solo tendía a 
«defender delincuentes», actos acompañados por 
lo general, de fake news en redes sociales.

Todo este ataque sistemático se vio ahondado 
luego de la tarea y rol que asumió la Defensoría 
del Pueblo en las muertes ocurridas en los 
Departamentos de Cochabamba, La Paz, Santa 
Cruz y Potosí, donde un número de 37 personas 
perdieron la vida en situaciones nada claras por 
la falta de investigación objetiva por parte del 
Estado; las diferentes denuncias públicas realiza­
das por nuestra institución, la labor de mediación 
entre el Gobierno transitorio y los sectores que 
entre sus miembros se vieron las víctimas de las 
intervenciones de la Policía Boliviana y las Fuerzas 
Armadas impulsaron una nueva ola de despres­
tigio emanado de autoridades gubernamentales, 
pusieron en tela de duda la labor de la Defensoría 
del Pueblo, sin embargo y en franca contradicción, 
señalaron que sin la intervención de esta institu­
ción, el conflicto no habría cesado.

En los días posteriores a los asesinatos mencio­
nados, la Defensoría del Pueblo se dio a la tarea 
de monitorear el número de víctimas, la canti­
dad de detenidos, buscar elementos que permitan 
esclarecer los hechos ocurridos; sin embargo, el 
Gobierno, Policía y Fuerzas Armadas utilizaron un 
nuevo elemento para frenar la labor defensorial, 
el desconocimiento de la Defensora del Pueblo y 
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declarar en reserva la información a efecto de evi­
tar la remisión de información y documentos re­
queridos dentro de nuestras investigaciones.

Ante la continuidad de los cercos a las oficinas 
de nuestra institución por parte de grupos paraes­
tatales, la permisibilidad de la Policía Boliviana, 
del Ministerio Público y las acciones sistemáticas 
y violentas de las altas autoridades del Gobierno 
Transitorio; la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos el 27 de diciembre de 20192, 
hizo pública la Resolución 67/2019 de 25 de di­
ciembre de 20193, por la cual otorgó medidas cau­
telares en favor de Nadia Alejandra Cruz Tarifa y 
Nelson Marcelo Cox Mayorga, como directos be­
neficiarios, no sin antes poner en evidencia en 
sus párrafos 30 al 51, la identificación y la exis­
tencia de los criterios de gravedad, urgencia y da­
ños irreparables descritos en el Artículo 25 del 
Reglamento de la CIDH, la antedicha Resolución, 
estableció con total claridad que los beneficia­
rios de las medidas cautelares y la Defensoría del 
Pueblo, son parte de ataques violentos por parte 
de grupos civiles con características paraestata­
les, la CIDH identificó e hizo propio en su análisis 

2 CIDH – Comunicado de Presa <http://www.oas.org/
es/cidh/prensa/comunicados/2019/340.asp> publicado 
el 27/12/19.
3 Resolución 67/2019 – Medida Cautelar No. 1127-
19 «Nadia Alejandra Cruz Tarija y Nelson Marcelo Cox 
Mayorga» respecto de Bolivia <https://www.oas.org/es/
cidh/decisiones/pdf/2019/67-19MC1127-19-BO.pdf> de 
25/12/19.

la permisibilidad de la Policía Boliviana frente al 
agresivo actuar de estos grupos paraestatales, es 
más, señaló que la institución policial realizaba ac­
tos de resguardo de la Defensoría del Pueblo sin 
intervenir en los actos violentos, la situación fue 
gravísima, la autoridad competente en presen­
cia de hechos delictivos permitió los mismos y, es 
más, sus efectivos realizaron una tarea de protec­
ción de los grupos paraestatales.

Sin embargo, lo cierto es que, pese a que la 
CIDH puso en conocimiento de las Autoridades 
Transitorias del Estado Boliviano sus preocu­
paciones y recomendaciones para garantizar la 
vigencia de derechos humanos en Bolivia, en 
contra sentido el Estado alejado de asumir sus 
obligaciones y atender su cumplimiento, conti­
nuó realizando actos hostiles y de persecución 
en contra nuestra institución de defensa de de­
rechos humanos.

Es más, luego de la notificación formal de la 
Resolución 67/2019, se tuvo un acercamiento con 
el Procurador General del Estado a efecto de rea­
lizar un acto de entendimiento para dar cumpli­
miento cabal a la determinación emanada por la 
CIDH; dicha autoridad antes de completar la reu­
nión apuntó a los beneficiarios con adjetivos irre­
producibles, se tornó violento con los mismos, y, 
lo más grave, recomendó que los beneficiarios 
pacten con los grupos paraestatales el cese de los 
cercos. De forma posterior, el Estado prefirió re­
mitir información maquillada a la CIDH con la fi­
nalidad de cerrar las medidas cautelares.
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Es plausible el actuar de la CIDH en nuestro caso, 
puesto que si bien no existió un cumplimiento sus­
tancial a la Resolución 67/2019, el solo hecho de 
la emisión de este documento se constituyó en 
una limitación al arbitrario y vulnerador actuar del 
Gobierno Transitorio, esta Resolución permitió a 
la Defensoría del Pueblo del Estado Plurinacional 
de Bolivia tener una bocanada de aire para conti­
nuar con su labor ante el dificultoso contexto po­
lítico y social que vivía en ese momento el país. 
Provocando que las autoridades estatales transi­
torias piensen dos veces si era posible intervenir 
a la institución defensorial y, dio más fuerzas para 
emprender la tarea que se demandaba por parte 
de nosotros como INDH hacia la sociedad civil en 
su conjunto.

Durante el inicio de la pandemia por la Covid-19, 
el Gobierno transitorio tomó la determinación de 
cerrar fronteras y evitar viajes dentro del territo­
rio boliviano, su aplicación evitó que ciudadanos 
bolivianos ingresen a su patria, y, que ciudadanos 
bolivianos puedan retornar a su lugar de origen 
dentro del territorio boliviano. Ante estas medi­
das arbitrarias, entre otras muchas adoptadas por 
el Gobierno transitorio, la Defensoría del Pueblo 
impulsó diferentes acciones judiciales, solicitud 
de medidas cautelares ante la CIDH y denuncias 
públicas.

Este tipo de acciones, sumadas a las diferen­
tes solicitudes de información realizadas a causa 
de casos bullados sobre corrupción de altos fun­
cionarios del Gobierno, relacionados a la compra 

irregular de respiradores, insumos médicos e 
ítems de represión policial y militar; hizo que la es­
trategia para lograr la anulación de la Defensoría 
del Pueblo tome un nuevo rumbo.

El día 13 de julio de 2020, en conferencia de 
prensa por parte del ex Viceministro de Seguridad 
Ciudadana en calidad de vocero del Gobierno tran­
sitorio, el Órgano Ejecutivo informó a la población 
que tomó la decisión de desconocer formalmente 
a la Defensora del Pueblo, bajo el argumento de 
que el mandato de esta autoridad feneció; las 
palabras del ex Viceministro Wilson Santamaría 
Choque, fueron un triste reflejo de los ataques 
sistemáticos que la Defensora del Pueblo y los 
servidores de la Defensoría del Pueblo sufrieron 
tras la ascensión a cargos de carteras de Estado 
del Gobierno Transitorio, tras los trágicos acon­
tecimientos de noviembre de 2019. La mala fe y 
persecución de las autoridades transitorias al pre­
tender desconocer el verdadero contenido de la 
designación de la Defensora del Pueblo fue acom­
pañado con la intervención de diputados nacio­
nales, tal como es el caso de Amilcar Barral, que 
en un afán de congraciarse con las autoridades 
transitorias presentó diferentes acciones de or­
den jurídico a efecto de encarcelar a la Defensora, 
anular sus actos en ejercicio del cargo y congelar 
las cuentas financieras de la institución.

Durante las dos crisis político sociales antes des­
critas, la Defensoría del Pueblo de acuerdo al man­
dato constitucional, al compromiso con el pueblo 
boliviano y a la vocación de servicio y protección 
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de derechos humanos, no cesó sus servicios ni 
un solo día, es más, durante las cuarentenas de­
cretadas dentro del país, transformamos nuestra 
forma de llegar a la población, adquirimos nue­
vas formas tecnológicas para conocer las denun­
cias; este tipo de transformación institucional, la 
fuerza con la que intervenimos en cada acto ile­
gal, la protección que se dio a diferentes perso­
nas, entre las que resaltan dos jueces penales que 
fueron perseguidos y amedrentados por no emitir 
fallos acordes a las líneas políticas del gobierno, 
hizo que se reactiven los grupos violentos paraes­
tatales en contra de la institución.

El 26 de agosto de 2020, las instalaciones de 
la Defensoría del Pueblo en la ciudad de La Paz, 
sufrieron un nuevo intento de «toma de la ins­
titución», tales como los advertidos mediante 
comunicado de prensa de la CIDH de 10 de di­
ciembre de 2019, hechos que desde la permisibi­
lidad de las Autoridades Transitorias representan 

una grave amenaza contra los derechos a la vida, 
integridad, salud de las víctimas que asisten a 
nuestras oficina nacional y departamental, como a 
su vez a la de las y los defensores de derechos hu­
manos que prestan sus servicios en la Defensoría 
del Pueblo.

Nuestra vocación es inquebrantable, esta 
Defensoría del Pueblo, a pesar de tener todo el 
aparato estatal en contra, pudo cumplir con su rol 
y función, las limitaciones impuestas por autori­
dades de gobierno en este último año no fueron 
un óbice para frenar la marcha en nuestra tarea 
de mantener la vigencia de los derechos humanos 
y la protección de la población, en especial, so­
bre aquellos grupos vulnerables; creemos que es 
escencial este tipo de encuentros de INDHs para 
tomar en consideración que los defensores de de­
rechos humanos, fueron, son y serán los primeros 
blancos ante autoridades arbitrarias, la protec­
ción de estas personas debe ser una tarea global.
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Conferencia 
magistral
El papel de la CIDH en tiempos del COVID
La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo 
mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La Comisión 
Interamericana tiene el mandato de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos en la 
región y actúa como órgano consultivo de la OEA en la materia. La CIDH está integrada por siete miem­
bros independientes que son elegidos por la Asamblea General de la OEA a título personal, y no repre­
sentan sus países de origen o residencia.

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/GWfKMwMKNJ8

Con una asistencia de público cercano al medio 
centenar de personas, prosiguió el desarrollo del 
Congreso, con la conferencia magistral impartida 
por Joel Hernández, presidente de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

La presentación corrió a cargo de Juan José 
Böckel, subsecretario a cargo de la Defensoría de 
la Nación Argentina, quien puso de relevancia el 
curriculum del conferenciante.

Comenzó su intervención Joel Hernández mos­
trando su preocupación por el abuso en las res­
tricciones a los derechos humanos que han 
cometido los gobiernos como consecuencia de 
las medidas tomadas contra la pandemia. Para lu­
char contra esta situación, el 27 de marzo de 2020 
la CIDH creó la Sala de Coordinación y Respuesta 
Oportuna e Integrada para la pandemia del 
COVID-19 (SACROI COVID-19), que ha establecido 

unos ejes de trabajo esenciales: se trata de aspec­
tos sobre los que se considera que es necesario 
insistir para conseguir un mejor desempeño de 
las funciones de las INDH en contextos de crisis.

Por una parte, se hace necesario un análisis por­
menorizado de las medidas anti COVID-19 para 
poder identificar las buenas prácticas y denunciar 
aquellas actuaciones que supongan una violación 
de derechos. Incidiendo en este aspecto, para evi­
tar que estas violaciones se produzcan, es necesa­
rio el desarrollo de medidas cautelares: las INDH 
deben elaborar unas guías de buenas prácticas 
que se sustancien en una serie de recomendacio­
nes de carácter preventivo a los Estados. Por otro 
lado, es necesario el fortalecimiento de las políti­
cas de comunicación pública por parte de las dis­
tintas Defensorías. Un mayor conocimiento de la 
labor que realizan las INDH tendrá como conse­
cuencia su fortalecimiento. Como dice el aforismo 
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«no se ama lo que no se conoce», por eso hay que 
desarrollar potentes estrategias de comunicación 
que transmitan al público la importancia y la ne­
cesidad de las INDH.

Como consecuencia de los trabajos de la Sala, se 
elaboró una resolución el 10 de abril de 2020 que 
establece las pautas a seguir en el contexto ac­
tual. En dicha resolución se hace un llamamiento 
a los Estados Miembros de la OEA para que adop­
ten un enfoque centrado en los derechos huma­
nos en toda estrategia, política o medida estatal 
dirigida a frenar la pandemia de la COVID-19 y sus 
consecuencias, incluyendo los planes para la re­
cuperación social y económica que se formulen, 
los cuales deben estar apegados al respeto sin 
restricciones de los estándares interamericanos 
e internacionales en materia de derechos huma­
nos, particularmente los Derechos Económicos, 
Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA), asegu­
rando el funcionamiento de los Poderes Públicos 
del Estado. Asimismo, la Resolución señala que las 
medidas que resulten en restricciones de derechos 
o garantías, deben ajustarse a los principios «pro 
persona», de proporcionalidad, temporalidad, y 
tienen que procurar el estricto cumplimiento de 
objetivos de salud pública y protección integral.

Es importante resaltar que un apartado especial 
de las recomendaciones se refiere a los grupos 
en especial situación de vulnerabilidad como las 
personas mayores, las personas privadas de liber­
tad, las mujeres, los pueblos indígenas, las perso­
nas migrantes, los niños, niñas y adolescentes, las 

personas LGBTI, las personas afrodescendientes 
y las personas con discapacidad. En ese sentido, 
la Comisión destaca que en el momento de emi­
tir medidas de emergencia y contención frente a 
la pandemia del COVID-19, los Estados de la re­
gión deben brindar y aplicar perspectivas que po­
dríamos denominar «multisectoriales» y prestar 
especial atención a las necesidades y al impacto 
diferenciado de dichas medidas en los derechos 
humanos de los grupos históricamente discrimi­
nados o en especial vulnerabilidad.

Con esta Resolución se quiere hacer una aporta­
ción a los esfuerzos que se están realizando desde 
los gobiernos y la sociedad en la protección de los 
derechos humanos de todas las personas. Si bien 
la COVID-19 se presenta de manera distinta en 
cada país y, por tanto, las respuestas también han 
sido diferentes, en cualquier caso y por su propia 
naturaleza, las acciones estatales deben estar cen­
tradas en las personas. Toda acción de gobierno 
debe emprenderse para garantizar y proteger los 
derechos humanos.
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Panel: 
Estados Excepcionales. 
Presentación del Informe FIO 2020

Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/xTIZf2bg-7s

A primera hora de la tarde, dio comienzo el panel 
del Congreso. Antes de empezar, los defensores 
de Colombia y España excusaron su asistencia. Sus 
múltiples obligaciones les impedían estar presen­
tes en la sesión, si bien conscientes de la impor­
tancia de la misma enviaron representantes que 
actuaron en su nombre.

La primera intervención corrió a cargo de 
Guillermo Escobar, que presentó el Informe 
FIO 2020. En sus palabras introductorias resaltó 
la necesidad de consolidar una cultura común en­
tre las diferentes Defensorías, poniendo en valor 
la celebración de este tipo de eventos, que favo­
recen el desarrollo de una cultura compartida.

Superando la mera enumeración de las activi­
dades de FIO durante 2020, el eje de su informe 
se centró en el análisis de los fenómenos que han 
condicionado el desarrollo de la actuación de las 

INDH durante este «peculiar» año 2020, poniendo 
de relevancia que es posible extraer una serie de 
enseñanzas que ayuden a profundizar en el desa­
rrollo y la protección de los derechos humanos.

Durante este periodo hemos aprendido que los 
derechos humanos no son solo individuales, sino 
también colectivos: el ejemplo más claro de dere­
cho colectivo sería el derecho a la Salud Pública. 
Sin embargo, pese a la constatación de la exis­
tencia de derechos colectivos, sin la colaboración 
individual será imposible encontrar solución a la 
crisis y, en este sentido, es necesario crear una 
conciencia ciudadana de respeto a los derechos 
del otro, así como insistir en que no puede haber 
derechos sin obligaciones y cada individuo debe 
actuar siguiendo esta pauta fundamental.

Otra lección a tener en cuenta es que el Poder 
Ejecutivo tiende a aprovechar las situaciones de 

Conferencia. Guillermo Escobar Roca. Director 
Programa Regional de Apoyo a las Defensorías 
del Pueblo de Iberoamérica‑PRADPI

Discusión
Modera: Carmen Comas-Mata, secretaria 
técnica de FIO

Panelistas:
•	Mariana Medina. Defensoría del Pueblo, Colombia
•	Soledad García Muñoz. Relatora DESCA de la CIDH
•	Andrés Jiménez Rodríguez. Defensoría del 

Pueblo de España
•	Maria Lúcia da Conceição Abrantes Amaral. 

Provedora de Justiça de Portugal

https://youtu.be/xTIZf2bg-7s


crisis para restringir derechos, por lo que es ne­
cesario que las INDH estén en un estado de vi­
gilancia constante para refrenar las apetencias 
totalitarias. También debemos tener en cuenta 
que, sin un contexto favorable —cuya caracteri­
zación podría ser la existencia de un Estado de 
Derecho, un régimen democrático y un Estado 
Social— es imposible una defensa efectiva de los 
derechos humanos. Durante estos ya largos me­
ses se ha podido constatar un retroceso generali­
zado en todos los derechos, desde los más clásicos 
a los más modernos, pero los más atacados son 
aquellos que afectan a aspectos económicos, cul­
turales y sociales. Por eso debemos ser conscien­
tes de que no necesitamos más Estado, sino mejor 
Estado.

Para intentar mejorar la situación de los dere­
chos humanos en el mundo se hace necesaria la 
creación y el fortalecimiento de mecanismos ins­
titucionales de cooperación —de los que FIO y 
RINDHCA son un buen ejemplo—, así como con­
seguir la igualdad en el disfrute de los derechos 
por toda la población. Esta igualdad no debe tra­
ducirse en igualitarismo, pues no es posible tratar 
a todos por igual puesto que todos somos diferen­
tes, pero sí que debe existir la posibilidad conse­
guir una mayor igualdad en el acceso y disfrute 
de derechos y es desde las INDH desde donde se 
debe trabajar para que el Estado establezca polí­
ticas para conseguir esa mayor igualdad.

Tras esta exposición, y moderado por Carmen 
Comas-Mata (secretaria técnica de FIO) hicieron 
uso de la palabra los Defensores asistentes a la se­
sión. Cada uno de ellos realizó un sucinto balance 
de la situación creada por la pandemia.

Inició las intervenciones Soledad García Muñoz, 
relatora DESCA de la CIDH, quien señaló que desde 
dicha institución han podido constatar que los dis­
tintos gobiernos han seguido políticas que han 
priorizado el derecho a la salud frente a otros de­
rechos, con el consiguiente menoscabo de los mis­
mos. La situación generada por la pandemia ha 
provocado un incremento de la desigualdad so­
cial, por lo que la lucha contra la pobreza y la desi
gualdad serán ejes fundamentales en el quehacer 
de las INDH en los tiempos venideros.
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La CIDH tuvo pronto conciencia de la gravedad 
de la situación y, en fecha tan temprana como el 27 
de marzo de 2020 se creó la Sala de Coordinación 
y Respuesta Oportuna e Integrada para la pan­
demia del COVID-19 (SACROI COVID-19), que es­
tableció unos ejes de trabajo esenciales, que se 
plasmaron en la Resolución del 10 de abril de 2020 
que establece las pautas a seguir en el contexto 
actual y que ya hemos tenido ocasión de comen­
tar en páginas precedentes.

Por necesidades de agenda siguió en el uso de 
la palabra Maria Lúcia da Conceição Abrantes 
Amaral, Provedora de Justiça de Portugal. Su inter­
vención estuvo centrada en señalar la excepciona­
lidad de la situación actual y en la constatación de 
la necesidad de promulgar normas más adecuadas 
para un contexto como el que padecemos, pues 
los estados de excepción clásicos se han mostrado 
como inadecuados para hacer frente a momen­
tos como este.

El siguiente en intervenir fue Andrés Jiménez 
Rodríguez, profesor de Derecho de la Universidad 
de Granada (España), en nombre del Defensor del 
Pueblo de España. Su exposición se articuló to­
mando como base los tres estados emocionales que 
ha generado la pandemia entre la ciudadanía y tam­
bién entre las INDH. Por un lado, en un primer mo­
mento se produjo un sentimiento de sorpresa, que 
bien podría resumirse en la expresión «no nos lo 
esperábamos». La ciudadanía entró en shock y en 
ese momento las instituciones también se vieron en 
cierto modo paralizadas. Para el caso de España se 

trataba de una situación casi inédita desde el resta­
blecimiento de la Democracia, pues solo se había 
decretado el estado de alarma en una ocasión en el 
año 2010 con motivo de una huelga de controlado­
res aéreos y en un ámbito muy restringido tanto es­
pacial (aeropuerto) como temporal (fue muy breve).

Como consecuencia de la antes señalada casi 
ausencia de precedentes se produjo un momento 
de duda, pues no existe una doctrina jurídica clara 
para enfrentarse a este tipo de circunstancias. Por 
último, se entró (y todavía estamos) en una fase 
de preocupación: muchas muertes, brusco des­
censo del PIB, cierre de escuelas…, son situacio­
nes inusuales, desconocidas en tiempos de paz. Y 
otra fuente de preocupación han sido, y son, los 
recortes de derechos, para cuya defensa la labor 
de las distintas Defensorías se presenta como más 
fundamental que nunca.

La última intervención corrió a cargo de Mariana 
Medina, de la Defensoría del Pueblo de Colombia, 
en sustitución del Defensor quien, no obstante, 
puso a disposición de la organización el texto de 
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su intervención prevista, que puede consultarse 
en páginas siguientes. En su informe señaló fe­
nómenos que, a lo largo de estas páginas, he­
mos podido caracterizar como comunes a todos 
los países: restricción de derechos fundamenta­
les como la movilidad, la educación (en especial 
en zonas rurales), el trabajo (la crisis económica 
como otra consecuencia de la pandemia), e inci­
dió en otros que no se habían puesto de relevan­
cia en las distintas intervenciones, como los graves 

efectos físicos y psicológicos sobre el personal sa­
nitario o el exceso normativo que han llevado a 
cabo los gobiernos que, en el caso de Colombia, 
se ha plasmado en la elaboración de 115 decre­
tos durante el estado de alarma. También alertó 
sobre algunos aspectos negativos que se han in­
crementado durante este periodo, como la falta 
de atención que han sufrido algunos enfermos no 
COVID, o el incremento de la violencia (general y 
de género) durante estos meses.
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Estados excepcionais. 
O caso português

Maria Lúcia Amaral 
Provedora de Justiça de Portugal

A Constituição da República Portuguesa, que 
instituiu em Portugal um «Estado de Direito 
Democrático, baseado na soberania popular, no 
pluralismo de expressão e organização política de­
mocráticas [e] no respeito e na garantia de efe­
tivação dos direitos e liberdades fundamentais» 
(artigo 2.º), data de 1976. Conta, portanto, com 
mais de quatro décadas de vigência.

O princípio necessitas legem non habet não foi 
por ela acolhido. Em harmonia com os valores bá­
sicos do Estado de direito, preferiu a Constituição 
portuguesa prever um regime especial para os 
casos de necessidade colectiva, em que se mos­
trasse indispensável tomar medidas excepcionais 
— como, nomeadamente, a suspensão do exer­
cício de certas liberdades fundamentais — em 
ordem a repor, o mais rapidamente possível, a 
normalidade constitucional. Tal regime especial, 
denominado como «[regime] de suspensão do 
exercício de direitos», consta do artigo 19.º da 
Constituição e prevê duas modalidades de esta-
dos de excepção: o estado de sítio e o estado de 
emergência. A diferença entre ambos é — pode 
dizer-se — uma diferença de gravidade. O es­
tado de sítio vale para casos em que haja «grave 
ameaça ou perturbação da ordem constitucional» 

provocada sobretudo por forças humanas, tradu­
zidas, maxime, em «agressão efetiva ou iminente 
de forças estrangeiras». O estado de emergência, 
por seu turno, vale para aquelas circunstâncias em 
que a grave ameaça à subsistência da ordem co­
lectiva decorra de «calamidade pública». Em am­
bos os casos, porém, o regime a seguir — para 
que seja decretado estado de sítio ou estado de 
emergência — é particularmente exigente. Por um 
lado, a vigência do estado de excepção só pode 
ser decretada se houver quanto a ela acordo in­
questionável entre todos os órgãos de soberania: 
cabe ao Presidente da República tomar a decisão, 
mas só depois de ouvido o Governo e mediante 
autorização do Parlamento (artigos 134.º, alínea 
d] e 138.º da Constituição.) Por outro lado, há di­
reitos fundamentais que em caso algum podem 
vir a ser suspensos. Entre eles contam-se os di­
reitos à vida, à integridade pessoal, a liberdade 
de consciência e de religião ou o direito à não re­
troactividade da lei criminal (artigo 19.º, n.º 69). 
Finalmente, o estado de excepção, uma vez de­
cretado, só pode vigorar pelo período de quinze 
dias, exigindo a sua prorrogação um novo proce­
dimento, que mais uma vez implique a concordân­
cia do Parlamento e do Governo quanto à decisão 
a tomar pelo Presidente da República.

Em 44 anos de vigência da Constituição, nunca 
este exigente procedimento do estado de excep-
ção fora antes adoptado.

A primeira vez a que a ele se recorreu, sob a 
forma de estado de emergência, foi a 19 de março 
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de 2020, pela necessidade imposta pela pandemia 
COVID-19. De 19 de março a 3 de maio, durante 
portanto a «primeira vaga» da pandemia, houve 
três renovações, por períodos sucessivos de quinze 
dias, do estado de emergência. Desde o dia 9 de no­
vembro até o dia em que escrevo (9 de dezembro), 
e para responder às exigências da «segunda vaga» 
pandémica, o Presidente da República — sempre 
com o acordo do Parlamento e do Governo — vol­
tou a declarar, por mais três períodos sucessivos, 
a vigência do estado de excepção.

Em todas estas situações os decretos presiden­
ciais identificaram os direitos fundamentais cujo 
exercício seria suspenso ou fortemente limitado. 
Aliás, nem de outro modo poderia ser, uma vez 
que é também a própria Constituição que assim o 
exige: de acordo com o que diz o seu artigo 19.º, 
n.º 5, «[a] declaração do estado de sítio ou do 
estado de emergência é adequadamente funda­
mentada e contém a especificação dos direitos, li-
berdades e garantias cujo exercício fica suspenso». 
As exigências sanitárias de combate à pandemia 
levaram a que, in casu, suspensos ou fortemente 
limitados fossem sobretudo as liberdades de cir­
culação e de iniciativa económica privada.

O Provedor de Justiça exerce em Portugal tanto 
as funções de Ombudsman quanto de Instituição 
Nacional de Direitos Humanos, como, de resto, 
sucede em outros países europeus.

Durante os períodos de vigência do estado de 
exceção constitucional que acima identifiquei, e 

que ainda hoje perduram, não teve a instituição 
que preocupar-se com a sua própria defesa face 
a agressões vindas do poder político ou de outras 
forças, porque elas [essas agressões] não existi­
ram. Teve, sim, que se ocupar da defesa dos direi­
tos dos cidadãos que ao Ombudsman se dirigiam, 
não apenas por ser essa a sua função geral, mas 
ainda por ser esse o seu dever especial em casos 
de vigência do estado de excepção constitucional.

Com efeito, e segundo a lei portuguesa (Lei 
n.º 44/86, de 30 de setembro), «[e]m estado de 
sítio ou estado de emergência, mantêm-se em 
sessão permanente, com vista ao pleno exercício 
das suas competências de defesa da legalidade 
democrática e dos direitos dos cidadãos […] os 
serviços do Provedor de Justiça».

O Provedor de Justiça em Portugal tem pois, 
desde março de 2020, atuado em «sessão per­
manente». Como nunca antes se tinha vivido si­
tuação análoga, tive, enquanto atual titular da 
instituição, que interpretar quanto a este ponto 
a lei, determinando o modo de funcionamento es­
pecial a que ela, sob a exigência da «sessão per­
manente», obrigaria. Reforcei, por isso, todos os 
instrumentos que visassem ações pedagógicas, de 
esclarecimento de dúvidas e de pedidos de auxí­
lio; conferi urgência às queixas diretamente rela­
cionadas com o exercício de direitos que tinham 
sido suspensos; dei particular atenção às quei­
xas relacionadas com os regimes de auxilio eco­
nómico e social de emergência que entretanto 
foram sendo conferidos; enderecei ao Governo 
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recomendações frequentes nesta matéria, em 
função das deficiências de proteção de que vinha 
tendo conhecimento; prestei particular atenção 
à educação, aos sem-abrigo, e às exigências de 
proporcionalidade nas restrição de direitos que 
o princípio do Estado de direito em geral impõe 

— e que não podem ser postergadas em condi-
ções de excepção. Quanto a estas três últimas ma­
térias (educação, sem-abrigo, Estado de direito) 
terei em breve prontos para publicação relató­
rios sectoriais, a que dei o nome de cadernos da 
pandemia.
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Intervención del Defensor 
del Pueblo de Colombia

Carlos Camargo 
Defensor del Pueblo de Colombia

Como Defensor del Pueblo de Colombia, estoy 
muy complacido de participar en este Congreso. 
Agradezco la oportunidad para compartir con us­
tedes unas reflexiones sobre los derechos hu­
manos en Colombia y sobre la forma en que han 
sido afectados desde la declaratoria del Estado 
de emergencia económica, social y ecológica con 
la expedición del Decreto Legislativo 417 del 17 
de marzo de 2020. También quiero hablar sobre 
el papel de la Defensoría del Pueblo en la imple­
mentación de soluciones innovadoras para miti­
gar esos impactos, especialmente sobre los más 
vulnerables.

Algunas de las consecuencias derivadas de la 
Pandemia en Colombia son: a la fecha se cuen­
tan más de 1 425 774 personas contagiadas con el 
Virus y 39 053 muertes. Graves efectos en los tra­
bajadores del sector salud, que por estar en pri­
mera línea de atención, incrementaron el riesgo 
de adquirir el virus. Según el Instituto Nacional 
de Salud, hasta noviembre de 2020, se presenta­
ron 99 muertes y casi 20 000 casos de contagio 
de COVID‑19 en el personal de la salud en el país. 
Situación que se acompaña con fuertes impactos 
en la economía y en diversos derechos humanos.

En Colombia, la primera declaratoria del Estado 
de emergencia a causa de la pandemia, se pro­
dujo tan solo 11 días luego del primer caso posi­
tivo de COVID‑19. Una acción rápida del Gobierno 
Nacional para proteger la vida de las personas. El 
Gobierno adoptó una serie de medidas encami­
nadas a garantizar principalmente, los derechos 
a la salud, el trabajo, la educación, el mínimo vi­
tal, la vivienda, entre otros derechos en riesgo de 
vulneración inminente por la pandemia.

Desde entonces y hasta la fecha —atendiendo a 
las restricciones temporales constitucionalmente 
establecidas para dicha modalidad de estado de 
excepción— el Gobierno Nacional ha emitido en 
dos oportunidades dicha declaratoria (la segunda, 
mediante DL 637 del 6 de mayo de 2020). En total 
dos periodos no consecutivos de 30 días, dentro 
de los cuales se le ha conferido la oportunidad de 
expedir directamente normas con rango de ley.

Hasta la expiración de la segunda declarato­
ria de Estado de Emergencia Económica, Social 
y Ecológica, se expidieron un total de 115 decre­
tos legislativos. Abarcaron desde diversas ópticas, 
los graves efectos de la pandemia causados por 
el COVID‑19. La consecuente adopción de la me­
dida de aislamiento preventivo obligatorio —me­
diante el Decreto 457 del 22 de marzo— también 
implicó afectaciones a algunos derechos, como:

•	 La restricción de libre circulación y residen­
cia, que afectó principalmente la movili­
dad de aquellas personas que no pudieron 
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desplazarse a sus lugares de residencia ha­
bitual. Durante los tres (3) primeros meses 
de la pandemia, según cifras de Migración 
Colombia, 18 000 colombianos que queda­
ron atrapados en el exterior. Tuvieron que re­
gresar mediante vuelos humanitarios, pero de 
acuerdo con la Cancillería colombiana otros 
9 600 no lograron hacerlo.

•	 Limitaciones en el derecho a la educación de 
niños, niñas y adolescentes, especialmente 
en zonas rurales de difícil acceso y carentes 
de conectividad a internet. A fecha de agosto 
de este año, unos 102 000 niños y adolescen­
tes de colegios y jardines infantiles del país 
abandonaron sus estudios en medio de la pan­
demia, de acuerdo a cifras publicadas por el 
Ministerio de Educación. Esto corresponde a 
un 1,1 por ciento del total y representa más de 
la tercera parte de la deserción de 2019, que 
fue de 2,99. Causa preocupación, dado que 
por lo general los mayores índices de aban­
dono del sistema educativo se registran no a 
nivel intra‑anual (durante el año escolar) sino 
interanual (en el cambio de año).

•	 Restricciones en el derecho al trabajo. Según el 
DANE (Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística), en abril, 5,37 millones de tra­
bajadores perdieron su empleo. En mayo la 
cifra bajó a 4,90 millones, en junio a 4,27 mi­
llones, en julio a 4,15 millones y en agosto 
cayó a 2,41 millones. A pesar de la disminu­
ción en la cifras, el proceso de recuperación 

económica es lento. El Dane advirtió que, en­
tre marzo y agosto, la tasa de desempleo fue 
de 18,4%, frente a 10,4% que el índice reportó 
en el mismo periodo de 2019.

En ejercicio de su rol constitucional y su natu­
raleza como Institución Nacional de Derechos 
Humanos, la Defensoría del Pueblo ha implemen­
tado una serie de acciones destinadas a mitigar 
los efectos restrictivos en los derechos humanos.

Acciones Defensoriales

El 30 de marzo de 2020, la Defensoría del Pueblo 
expidió la Resolución Defensorial 072, «por la 
cual el Defensor del Pueblo realiza recomenda­
ciones frente a la coyuntura de emergencia sani­
taria causa del COVID‑19». Identificó 15 riesgos 
coyunturales para poblaciones de especial pro­
tección constitucional y 46 recomendaciones a 
distintas autoridades del orden nacional y terri­
torial. Nos encontramos haciendo el respectivo 
seguimiento y monitoreo a dichas recomenda­
ciones, con el propósito de actualizar los riesgos 
previamente identificados y hacer un balance de 
las acciones del Estado dirigidas a implementar 
las recomendaciones, siempre con un enfoque de 
derechos humanos.

La Defensoría emitió la Alerta Temprana de 
Inminencia Nº 018-20, de alcance nacional, el 30 
de abril de 2020. Esto ante la persistente situación 
de violencia causada por la acción de diversos ac­
tores armados ilegales contra la población civil, a 
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la cual constantemente hacemos seguimiento y 
monitoreo. En esta Alerta, la Defensoría identificó 
los modos en que diversos actores armados ilega­
les —so pretexto de las medidas de aislamiento 
preventivo obligatorio decretadas por el Gobierno 
Nacional— amenazan colectiva e individualmente 
a la población. Han endurecido sus controles e im­
posición de normas, incluyendo restricciones a la 
circulación de personas, bienes y suministros. Han 
impuesto controles sobre precios de alimentos e 
implementos sanitarios y presionado a líderes/as 
sociales para hacer acatar sus disposiciones. Han 
cometido homicidios en contra de personas acu­
sadas de transgredir el aislamiento, entre otras 
prácticas violentas.

La Defensoría ha estado vigilante, a través de 
espacios de participación, mesas de trabajo y 
mediante la emisión de recomendaciones y so­
licitudes, del abastecimiento de elementos de 
protección personal de bioseguridad para los pro­
fesionales de la salud y de sus condiciones labo­
rales. La Defensoría del Pueblo ha remarcado la 
necesidad de evitar que, por enfocar todos los es­
fuerzos en la actual crisis, se descuide la salud de 
los pacientes con enfermedades graves que re­
quieren tratamientos complejos.

Una de mis principales preocupaciones como 
Defensor del Pueblo es la constante práctica de re­
clutamiento forzado de niñas, niños y adolescen­
tes, cuya situación se ha complejizado en tiempos 
de pandemia. Desde la Defensoría adelantaremos 
un macro proyecto, que hemos llamado «2021 el 

año contra el reclutamiento forzado», a partir del 
cual analizaremos desde diversas ópticas las cau­
sas, modos y afectaciones a los derechos de las 
niños, niñas y adolescentes. A partir de ello for­
mularemos e implementaremos acciones de ca­
rácter preventivo y restaurativo.

Otra situación alarmante, es el aumento de las ci­
fras de violencia basada en género con ocasión de 
las medidas de confinamiento para evitar los efec­
tos de la Pandemia. Para ello, la Defensoría ha impul­
sado y continuará impulsando acciones y estrategias, 
como el Grupo de Articulación de Alto Nivel para 
la Respuesta a la Violencia Basada en Género en el 
marco de la pandemia. Su objetivo es identificar ba­
rreras y coordinar respuestas conjuntas.

En la crisis carcelaria del país, la Defensoría si­
gue trabajando con de manera articulada con el 
Ministerio de Justicia, el INPEC y las demás en­
tidades competentes. El propósito es identificar 
soluciones que permitan dar un respiro a la so­
breocupación en los establecimientos carcelarios 
y penitenciarios para evitar la propagación acele­
rada del virus. La Defensoría del Pueblo ha adver­
tido sobre la grave situación de hacinamiento en 
estaciones de Policía, y ha realizado brigadas de 
atención para las personas privadas de la libertad. 
El objetivo es atender sus peticiones en materia 
de atención con defensoría pública en los munici­
pios más alejados del país, como Leticia o Quibdó.

Para superar el grave impacto de la pande­
mia en materia económica, la Defensoría les ha 
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recordado a empresas de múltiples sectores eco­
nómicos, su deber de solidaridad y respeto por 
con los derechos humanos. Se busca no afectar 
el trabajo de sus colaboradores en el marco de la 
crisis por el COVID‑19, así como garantizar el ac­
ceso de los usuarios a sus servicios, tratándose 
de servicios esenciales y de aquellos indispensa­
bles para la adecuada gestión de la pandemia. En 
el mes de noviembre, se realizó el «Conversatorio 
en línea: pandemia y crisis de los derechos huma­
nos, retos para las empresas».

Lo que está por hacer

En el marco de nuestras competencias como INDH, 
resulta fundamental vigilar que los gobiernos con­
tinúen con el fortalecimiento financiero, adminis­
trativo y operativo de los Sistemas de Seguridad 
Social en Salud. Es fundamental garantizar la dis­
ponibilidad de instalaciones, equipos, dotación, 
medicamentos, reactivos, talento humano y de­
más componentes necesarios para la atención de 
la pandemia. Debe garantizarse en condiciones de 
suficiencia y accesibilidad, sin descuidar la atención 
en salud de los demás pacientes con enfermedades 
graves que también requieren tratamientos com­
plejos. Se busca prevenir la sobreocupación de las 
unidades de cuidado intermedio e intensivo dispo­
nibles en el pico máximo de contagio del COVID‑19.

Duplicaremos esfuerzos para brindar prevalen­
cia a las estrategias e instrumentos de giro directo 
de recursos públicos a la población vulnerable. 
Las operaciones de apalancamiento al sistema 

financiero para incrementar la bancarización son 
vitales con el fin de garantizar la disponibilidad de 
ingresos a las familias —y por la misma vía— la 
satisfacción de su mínimo vital.

Instar a las autoridades competentes a adoptar 
instrumentos y estrategias tendientes a reducir el 
hacinamiento de los establecimientos penitencia­
rios y carcelarios. Esta situación también ocurre 
en otros países de la región. Las medidas adop­
tadas hasta el momento se siguen mostrando in­
suficientes para prevenir el contagio masivo del 
COVID‑19 en la población privada de la libertad.

Alertar sobre la adopción de medidas preven­
tivas, por la posible desfinanciación de los pro­
gramas sociales del Estado a nivel nacional como 
regional, como consecuencia de la pandemia. La 
falta de recursos no puede traducirse en un im­
pacto para los más pobres y los más vulnerables. 
En ello es necesario estar vigilantes y articularse 
con otras entidades públicas.

Esta crisis nos enfrentó a nuevo retos, que impli­
can esfuerzos novedosos y oportunos de parte de 
los gobiernos. Los planes de reactivación y recu­
peración económica diseñados e implementados 
deben enmarcarse en el respeto a los derechos 
humanos. Deben además incluir medidas estrictas 
para prevenir y combatir la corrupción durante el 
proceso de recuperación de la pandemia. En este 
punto, como Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos, debemos poner nuestro acento y fijar 
muy bien los ojos.
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Sesión de clausura Para acceder al contenido de la sesión: 
https://youtu.be/k7hsq0K5LmQ

El bloque de cierre del Congreso tuvo como pro­
tagonistas al presidente de FIO, el ombudsman 
de Guatemala, Augusto Jordán Rodas Andrade; 
al secretario general de la RINDHCA y procura­
dor para la Defensa de los Derechos Humanos 
de El Salvador, José Apolonio Tobar, y a Christian 
Bahamonde, adjunto de Ecuador en represen­
tación de Freddy Carrión Intriago, defensor de 
ese país y titular de GANHRI (Alianza Global de 
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos). 
Moderado por Cecilia Bernuy, y con la asistencia 
de más de 40 personas, la sesión fue una suerte 
de mezcla entre la Mesa de Apertura del Congreso 
(que no pudo celebrarse a la hora prevista por in­
convenientes técnicos) y las conclusiones.

Comenzó las intervenciones de la sesión José 
Apolonio Tobar Serrano, procurador para la 
Defensa de los Derechos Humanos de la República 
de El Salvador y Secretario General de RINDHCA. 

Centró su intervención en la denuncia de las agre­
siones que han sufrido las INDH en el continente 
americano y, más en detalle, analizó las que han 
sufrido en su propio país.

En primer lugar, denunció los ataques que han 
sufrido las distintas INDH del continente ame­
ricano. En lo que se refiere a la situación de El 
Salvador, durante el periodo de la guerra civil 
todos los defensores y defensoras de Derechos 
Humanos fueron señalados como enemigos del 
Estado pues se identificaban como una traba para 
los objetivos de seguridad nacional. En la actuali­
dad, y a pesar que la labor de las personas defen­
soras de derechos humanos goza de protección y 
reconocimiento internacional, aún no existe en 
El Salvador una Ley que promueva, garantice y 
reconozca la protección integral de estos en el 
ejercicio de su labor. Se trata de una situación 
preocupante, pues las expresiones de ataque, 

Augusto Jordán Rodas Andrade 
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Humanos de Guatemala. 
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Iberoamericana del 
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desprestigio y descredito en contra de la INDH en 
este periodo reciente provienen del mismo presi­
dente de la República.

Ante esta situación, desde la Procuradoría se vie­
ron obligados a emprender acciones de defensa. 
Por una parte, el propio procurador se vio obligado 
a celebrar una conferencia de prensa, en la que 
se denunció la campaña emprendida por el pre­
sidente de la Republica, señalando que existe una 
línea estratégicamente definida de ataque cons­
tante que demuestra que el actual Gobierno no 
está comprometido con el respeto y garantía de 
los derechos humanos de la población. También 
se buscó el apoyo de instituciones transnacionales. 

Así, RINDHCA emitió un comunicado en el que se 
denunciaron los ataques sufridos por las INDH de El 
Salvador, Guatemala, Costa Rica, Ecuador, Bolivia, 
Perú y Haití, que requirieron de la intervención de 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
con medidas cautelares de la CIDH. También se 
realizaron pronunciamientos conjuntos con la 
Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO), 
el Consejo Centro Americano de Procuradores de 
Derechos Humanos y el Instituto Latinoamericano 
del Ombudsman (ILO), entre otras.

Siguió en el uso de la palabra Christian Baha
monde, de la Defensoría del Pueblo de Ecuador. 
En lo que se refiere a la situación de su país realizó 
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una pequeña introducción acerca de la legitimi­
dad legal de la declaración del Estado de Excepción 
que, en Ecuador, está regulada por la Constitución 
y es prerrogativa presidencial. En los últimos años 
han sufrido varios estados de excepción como con­
secuencia de desastres naturales como terremotos 
o erupciones volcánicas (2016) o bien como con­
secuencia de los problemas en el Sistema Nacional 
de Rehabilitación Social (2019), en este caso limi­
tado al propio Sistema. En los primeros meses de 
2020 se estableció el estado de excepción para 
todo el país como consecuencia de la pandemia. 

Ante esta situación desde la Defensoría han he­
cho un seguimiento de la situación, intentando 
controlar los presuntos excesos que se pudieran 
cometer. Se pudo constatar que el estado de ex­
cepción en el Sistema Nacional de Rehabilitación 
Social no ha sido útil, pues sus problemas son de 
carácter sistémico y no se solucionan con medi­
das temporales.

Continuó en el uso de la palabra Augusto Jordán 
Rodas Andrade, procurador de los Derechos 

Humanos de Guatemala y presidente de FIO. 
Comenzó su intervención con unas sinceras pala­
bras de agradecimiento hacia FIO y RINDHCA, en 
especial a ambas secretarias técnicas, a quienes 
felicitó por el éxito del Congreso, habida cuenta 
de la excepcionalidad de las condiciones en las 
que se ha celebrado.

En su opinión, en muchos casos los gobiernos se 
aprovechan de las situaciones de estados de ex­
cepción para limitar derechos y, como consecuen­
cia de ello se produce un fenómeno que favorece 
las corruptelas, pues la disminución de requisitos 
legales para la contratación pública en momentos 
de estados de excepción es, sin duda, un exce­
lente caldo de cultivo para la corrupción y, a más 
corrupción menos derechos humanos.

Como conclusión señaló que los ataques a las 
INDH son una constante en el tiempo y estos ata­
ques no son sino fruto de la buena labor que ejer­
cen estas instituciones en defensa de los derechos 
humanos: su trabajo de denuncia las convierte en 
actores incómodos de la realidad política de los dis­
tintos países. Es por tanto necesaria establecer una 
línea de defensa, para cuya realización es indispen­
sable la consecución de la suficiente autonomía fi­
nanciera que garantice su independencia. La lucha 
debe ser incesante y hay que hacer especial hinca­
pié en la defensa de los sectores más vulnerables.

Se cerró la sesión con unas palabras de agrade­
cimiento de Cecilia Bernuy, que puso de relevan­
cia el éxito del I Congreso Virtual.
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Ataques a las Instituciones 
Nacionales de Derechos 
Humanos y estados de excepción

Augusto Jordán Rodas Andrade 
Procurador de los Derechos Humanos 
de Guatemala

Son innegables los desafíos actuales enfrentados 
por los Estados ante la crisis provocada por la pan­
demia COVID-19, se han visto obligados a tomar 
medidas drásticas para tratar de frenar la propa­
gación de la enfermedad y sus consecuencias. En 
el mundo, ha imperado el establecimiento de es­
tados de emergencia y la generación de medidas 
inmediatas —muchas veces improvisadas— entre 
las cuales resaltan las de confinamiento y distan­
ciamiento social, para evitar estragos mayores en 
la salud, la economía y el desarrollo social, áreas 
que en Latinoamérica ya se encontraban debili­
tadas por las condiciones históricas de pobreza, 
desigualdad y exclusión.

En la mayoría de países, las autoridades del 
Poder Ejecutivo, a través de la emisión de nor­
mas de excepción, han concentrado la toma de 
decisiones. Sin embargo, en un contexto de emer­
gencia, es necesario garantizar la participación y 
transparencia en la gestión pública, con el objeto 
de prevenir afectaciones desproporcionadas en 
los derechos y garantías fundamentales de la po­
blación, especialmente en grupos de población 
en situación de vulnerabilidad.

Es fundamental tener presente que el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos establece 
que los Estados deben cumplir con sus obligacio­
nes de respetar y garantizar los derechos huma­
nos bajo cualquier circunstancia. En situaciones 
de crisis extraordinarias y muy graves puede ha­
ber algunas restricciones, siempre y cuando se 
cumplan los estándares internacionales. Esto es 
lo que conocemos como estados de excepción, 
deben asegurar el pleno respeto de todos los 
derechos humanos y salvaguardar el Estado de 
Derecho.

Los estados de excepción no implican discrecio­
nalidad para el actuar de funcionarios y funcio­
narias, por lo que dichas situaciones deben ser 
controladas legalmente. La normativa internacio­
nal plantea que estas disposiciones deben ser in­
terpretadas de manera restrictiva, es decir que las 
medidas que se apliquen afecten lo menos posi­
ble los derechos de las personas. Sin embargo, al 
haber una indiscutible concentración de poder 
cuando se declara un estado de excepción, en la 
mayoría de casos la tendencia gubernamental es 
al abuso de poder y la consiguiente vulneración 
de derechos humanos.

En ese sentido, no puede perderse de vista que 
toda restricción o limitación que se imponga a los 
derechos humanos, en el marco de la pandemia 
COVID-19, debe observar los requisitos de legali­
dad, necesidad y estricta proporcionalidad esta­
blecidos por los estándares internacionales, para 
atender la finalidad legítima de proteger el derecho 
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a la salud. Por lo tanto, resulta necesario la imple­
mentación de medidas que se adecúen a los dis­
tintos contextos en que se encuentran los grupos 
poblacionales, adoptando un marco de protección 
adicional para aquellos que históricamente están 
en situación de pobreza, exclusión y discriminación.

Sin embargo, destaca la dificultad de los go­
biernos para atender a las poblaciones que más 
se vieron afectadas en el continente, siendo que 
Latinoamérica es la región más desigual del mundo, 
donde las brechas sociales son tan profundas que 
la pobreza y la pobreza extrema están presentes 
en todo el continente. Esta desigualdad ya se re­
flejaba en las condiciones deficientes de atención 
en salud, la garantía al derecho a una alimentación 
adecuada, el derecho a vivienda y vestuario, a la 
educación. Aunado a lo anterior, las condiciones 
de la pandemia COVID-19 sobrepasaron las capa­
cidades de los Estados que, además, se caracteri­
zan por estar sumidos en corrupción e impunidad.

Lamentablemente, en los estados de excepción 
han persistido prácticas que pueden significar 
actos de corrupción, las cuales inevitablemente 
tienen un impacto en los derechos humanos. 
En Latinoamérica, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos —CIDH—, externalizó su 
preocupación ante hechos relacionados con la 
falta de publicidad de las contrataciones y com­
pras públicas realizadas, ausencia de información 
actualizada y accesible en canales de comunica­
ción masiva, y la falta de criterios claros sobre las 
condiciones impuestas para la ejecución de los 

programas de asistencia adoptados en algunos 
Estados y de criterios claros para rendir cuen­
tas sobre los gastos realizados en el marco de la 
emergencia sanitaria.

A raíz de dichas situaciones, las personas perio­
distas y medios de comunicación que ejercen una 
función de fiscalización y cobertura de los asuntos 
de interés público, fueron objeto de restricciones 
desproporcionadas al acceso a la información, así 
como a la circulación de información en internet, 
lo que derivó en limitar el derecho de las pobla­
ciones a estar informadas de los acontecimien­
tos y de la gestión pública en nuestros países. Por 
otro lado, en los estados de excepción también 
se limitó el derecho de reunión y manifestación, 
lo que en algunos lugares se expresó en concul­
car el derecho a la protesta y a la auditoría social.

Las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos —INDH— fueron recipiendarias de de­
nuncias reiteradas por violaciones a los derechos 
fundamentales. Es importante enfatizar que las 
INDH, tiene un rol muy importante para la de­
fensa y promoción de los derechos humanos y la 
supervisión es un mecanismo para determinar la 
situación de los derechos humanos. Por lo que 
para hacer efectiva su función, debe garantizarse 
el pluralismo de su representación y su indepen­
dencia por medio de la estabilidad del mandato 
de los miembros de la institución nacional.

Derivado de la función de supervisión realizada por 
las INDH, algunas fueron blanco de ataques por parte 
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diversos sectores: la Defensora de los Habitantes de 
Costa Rica, Catalina Crespo, fue objeto de cuestiona­
mientos políticos por realizar investigaciones a una 
unidad de la Presidencia; la Defensora del Pueblo 
de Bolivia, Nadia Cruz, ha sido víctima de amenazas 
a su vida e integridad física, se ha cuestionado la le­
gitimidad de su mandato, y la sede de la institución 
fue atacada por grupos organizados; el defensor del 
pueblo de Perú, Walter Gutiérrez Camacho, también 
ha sido objeto de ataques.

En mi calidad de Procurador de los Derechos 
Humanos de Guatemala —PDH—, he sido constan­
temente objeto de ataques y hostigamiento por di­
versos medios, sobre todo en redes sociales y por los 
tres poderes del Estado. El Congreso de la República 
ha buscado reducir el presupuesto de la institución 
en los dos últimos años en un intento claro de as­
fixiar financieramente a la institución y debilitar el 
trabajo por la defensa de los derechos humanos que 
se realiza; y ha retrasado en reiteradas ocasiones el 
traslado de los fondos que corresponden a la insti­
tución, afectando los derechos laborales de las per­
sonas que trabajan en la PDH. Además, el Congreso 
ha pretendido en varias ocasiones mi destitución, 
por denunciar frontalmente la corrupción y por bus­
car ante los tribunales revertir acciones de las altas 
autoridades que debilitan la lucha contra la corrup­
ción y la institucionalidad democrática.

En ese orden de ideas, la CIDH destaca que el 
Estado de Derecho en un sistema democrático 
que implica una división de las funciones esta­
tales y, a la vez, un sistema de controles para el 
ejercicio de dichas funciones. Este sistema de 
control institucional debe garantizarse con parti­
cular énfasis en los contextos de excepción, son 
indispensables las estrategias y mecanismos de 
participación social y siguiendo los estándares in­
ternacionales de derechos humanos, con el fin de 
contrarrestar las afectaciones desproporcionadas 
en el goce de los derechos humanos y legitimar la 
gestión institucional en el marco de la democra­
cia representativa.

Es arduo el camino de nuestras instituciones 
para marcar la diferencia en sistemas que cada 
vez más entronizan la corrupción y la impunidad, 
pero con sociedades que también cada día más 
levantan sus voces de protesta y salen a las ca­
lles para exigir el pleno respeto y cumplimiento 
a sus derechos. La presencia cada vez mayor de 
jóvenes y personas de los Pueblos Originarios en 
las manifestaciones públicas de rechazo a la co­
rrupción, así como las propuestas para la trans­
formación política y jurídica, son elementos que 
dan esperanza en la defensa de los derechos hu­
manos, en la consolidación de la paz y la demo­
cracia para nuestros países.
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Ataques a Defensorías y 
Estados Excepcionales

José Apolonio Tobar Serrano 
Procurador para la Defensa de los Derechos 
Humanos de la República de El Salvador

I.	 ATAQUES A LAS INDH

a.	 Contexto

La RINDHCA reconoce que los Ombudsman de 
la región desarrollan sus actividades en un con­
texto adverso, con mayor contundencia en el 
contexto de la pandemia COVID‑19, y que, por 
el hecho de haber ejercido su rol con indepen­
dencia y autonomía, se generaron preocupan­
tes ataques y agravios no solo a la Institución 
sino a la persona del Ombudsman. En ese sen­
tido, se logró identificar que las INDH americanas 
de El Salvador, Guatemala, Costa Rica, Ecuador, 
Bolivia, Perú y Haití, sufrieron diversos ataques. 
Es importante mencionar que estas INDH son 
miembros de la Red de Instituciones Nacionales 
para la Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos del Continente Americano (RINDHCA) y 
forman parte de la Alianza Global de Instituciones 
Nacionales de Derechos Humanos (GANHRI), ade­
más de contar con estatus de acreditación «A» se­
gún los Principios de Paris.

b.	 Situación actual en El Salvador

b.1.	Trasfondo histórico

En el caso de El Salvador, es particularmente preo­
cupante que, las expresiones de ataque, despresti­
gio y descrédito provienen del propio Presidente de 
la República. Pero en el país esto ha sido una «situa­
ción generalizada de violencia» tras la cual existe un 
contexto histórico de vulnerabilidad para todos los 
defensores y defensoras de Derechos Humanos, que 
desde el conflicto armado fueran identificados como 
enemigos del Estado por suponer una traba para los 
objetivos de seguridad nacional. Esta percepción se 
ha mantenido en el tiempo, la labor que realizan las 
personas defensoras de derechos humanos, ha sido 
criminalizada hasta el punto de ser coartados y li­
mitados por agentes del Estado en el ejercicio de la 
misma, lo que además de ponerles en riesgo de ser 
víctimas de graves afectaciones a sus derechos ci­
viles e individuales como el derecho a la vida, inte­
gridad, seguridad, intimidad, libertad personal, de 
acceso a la justicia, y al debido proceso.

A la fecha, a pesar que la labor de las personas 
defensoras de derechos humanos goza de protec­
ción y reconocimiento a nivel internacional1, es 

1 Resolución de la Organización de Estados Americanos, 
OEA, denominada «Defensores de Derechos Humanos en las 
Américas»; y la «Declaración sobre los defensores de los de­
rechos humanos», de la Organización de las Naciones Unidas, 
ONU; A/RES/53/144, del 8/03/ 1999, En el 141º período de 
sesiones de la OEA celebrado en marzo de 2011, la Comisión 
IDH decidió crear una Relatoría sobre la situación de las de­
fensoras y los defensores de derechos humanos.
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preocupante la ausencia de protocolos, buenas 
prácticas, o de una Ley que promueva, garantice 
y reconozca la protección integral de las personas 
defensoras de derechos humanos en el ejercicio 
de su labor. Al respecto, recientemente, la INDH se 
pronunció para que la Asamblea Legislativa agilice 
la aprobación de la «Ley para el Reconocimiento y 
Protección Integral de las Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y para la Garantía del Derecho 
a Defender Derechos Humanos», y además, es­
tamos participando en el estudio del referido 
anteproyecto que se encuentra en la Comisión 
de Justicia y Derechos Humanos de la Asamblea 
Legislativa.

Lo anterior, permitiría erradicar estigmas como 
la criminalización de la labor de las personas de­
fensoras de derechos humanos y que quienes la 
ejercen son opositores del gobierno de turno, tal 
como ha acontecido en los ataques sistemáticos y 
directos por parte del Órgano Ejecutivo a las per­
sonas, organizaciones e institucionalidad de esta 
INDH por la labor de defensa y protección de de­
rechos humanos, lo cual pone en duda la institu­
cionalidad democrática de nuestro sistema.

b.2.	Ataques directos a la INDH

Desde el 2019, en el contexto del cambio de 
gobierno y mi eventual nombramiento como 
Ombudsman, la INDH de El Salvador ha sufrido 
una campaña de desprestigio. En medio de  la 
tormenta generada por mi nombramiento, el 
Presidente de la Republica Nayib Bukele instó a 

los diputados no elegirme. Su petición fue una 
clara intromisión a las facultades de la Asamblea 
Legislativa. Desde ese momento se ha referido a 
mi persona como el Procurador Inconstitucional, 
con la finalidad de disminuir la fuerza del man­
dato constitucional en defensa y protección por 
los Derechos Humanos ante situaciones que signi­
fican vulneraciones y riesgos inminentes a los de­
rechos fundamentales de los salvadoreños.

Además, en el contexto COVID‑19, el Presidente 
Bukele ha realizado reiteradas declaraciones es­
tigmatizantes en contra de mi persona, a raíz de 
los señalamientos por el mal manejo e improvisa­
ción en las medidas de atención y prevención im­
plementadas por el gobierno. Al respecto, el 04 
de marzo de 2020, el presidente Bukele me llamo 
«el procurador de los pandilleros» por haberle 
recomendado que evaluara el estado de emer­
gencia impuesto en los Centros Penitenciarios, 
que debía realizarse con respeto de la legislación 
Penitenciaria2. También, el 2 de abril, me pronun­
cié ante la falta de acceso a la información del total 
de personas fallecidas en cuarentena bajo la cus­
todia del gobierno, y en respuesta el Presidente 
Bukele señaló en su cuenta personal de twitter 
que algunas organizaciones de «derechos huma­
nos» solo trabajan para lograr que mueran más 
humanos, y acusó a la INDH de instrumentalizar la 

2 https://laprensasv.com/2020/03/bukele-bautiza-oficial­
mente-a-apolonio-tobar-como-el-procurador-de-pandilleros
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muerte de una persona en cuarentena por acom­
pañar la denuncia de su esposa3.

Asimismo, el 24 de septiembre, el presidente 
Bukele en cadena nacional de radio y televisión, 
de «manera desproporcionada», ante la nega­
tiva de cumplir una orden judicial, hizo asevera­
ciones contra la institución afirmando «que en la 
inspección judicial que se pretendía realizar en el 
Estado Mayor Conjunto, el Procurador Apolonio 
junto con el juez iban a entrar y buscar expedien­
tes militares relacionados con diferentes activida­
des que no estaban vinculadas al caso El Mozote».

En razón de todo lo anterior, en conferencia de 
prensa del día 1 de octubre del presente año, en 
mi calidad de Ombudsman de El Salvador, me pro­
nuncié ante cantidad de expresiones peyorativas 
vertidas por el Presidente de la República Nayib 
Bukele, que dejan en evidencia que existe una lí­
nea estratégicamente definida de ataque cons­
tante y aseveraciones falsas, que demuestran que 
el actual Gobierno no está comprometido con el 
respeto y garantía de los derechos humanos de la 
población. En esa oportunidad, solicité a la comu­
nidad internacional que se coordinaran esfuerzos 
para velar y garantizar el cumplimento de las obli­
gaciones internacionales en materia de derechos 

3 https://twitter.com/nayibbukele/sta­
tus/1244370925815988226 y https://www.laprensagrafica.
com/elsalvador/Muere-otra-persona-en-cuarentena-bajo-
custodia-del-Gobierno-salvadoreno-que-no-revela-total-de-
muertes-de-aislados-fue-paro-respiratorio-revelan-tras-pre­
sion-de-familia-20200402-0067.html

humanos que ha contraído el Estado Salvadoreño 
al ratificar tratados internacionales, que se res­
pete el Mandato Constitucional de esta INDH y 
se cumplan las recomendaciones.

c.	 Acciones conjuntas de la RINDHCA

La RINDHCA ha observado con preocupación los 
ataques y actos de hostigamientos como los antes 
descritos, y los sufridos por otros Ombudsman, 
tienen la finalidad de disminuir la capacidad de 
acción de las INDH. El respeto y garantía a la in­
tegridad personal tiene una relación directa con 
el derecho a defender los derechos humanos. 
Consecuentemente, las declaraciones estigmati­
zantes en contra de las INDH constituyen un serio 
obstáculo para ejercer sus funciones, deteriorando 
con ello no solo la credibilidad en la INDH sino 
en la propia vigencia irrestricta de los Derechos 
Humanos y de los estados de derecho que las so­
portan. Además, que el efecto intimidatorio de 
estos ataques no solamente representa un im­
pacto a la vida e integridad de los Ombudsman 
y el personal de las INDH, sino también de todas 
las personas defensoras de derechos humanos, 
que ha traído otro tipo de consecuencias como 
el desplazamiento forzado y la migración hacia 
otras ciudades.

En razón de lo anterior, en el mes de octubre del 
presente año, La RINDHCA emitió un pronuncia­
miento en el que de manera muy resumida y sus­
cita se narraron los tipos de ataques sufridos por 
las INDH de El Salvador, Guatemala, Costa Rica, 
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Ecuador, Bolivia, Perú y Haití; entre ellos: Pedidos 
de dimisión, campañas de desprestigio de los je­
fes de gobierno y utilización de medios y redes 
sociales como instrumento para ello, así como, 
los ataques violentos que requirieron de la inter­
vención de Sistema Interamericano de DDHH, ha­
biéndose solicitado a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos Medidas Cautelares a fa­
vor de los Ombudsman de Ecuador y Bolivia, por 
amenaza de bomba recibida en el domicilio del 
Defensor del Pueblo de Ecuador y el ataque a una 
instalación de la Defensoría del Pueblo de Bolivia, 
hechos que pusieron en riesgo la integridad per­
sonal e institucional.

Reconociendo la importancia de Crear alianzas con 
distintos actores estratégicos para ejecutar acciones 
concretas en conjunto para denunciar prácticas vio­
latorias de los derechos humanos e investigar pre­
suntas violaciones de derechos humanos.

II.	 ESTADOS EXCEPCIONALES

Desde una interpretación integradora de la pro­
tección universal de los derechos humanos se con­
sidera que el Régimen de Excepción implica que 
se está enfrentando una situación que no puede 
ser resuelta o mitigar sus efectos por la aplicación 
de los procedimientos normales establecidos en la 
Constitución y las leyes secundarias, debido a que 
se aplican medidas que restringen una cantidad 
mínima de derechos para garantizar la mayoría, 
tomando en cuenta el fin común de la sociedad y 
su ordenamiento jurídico, su vigencia deberá ser 

temporal. Su excepcionalidad, estriba justamente 
en la posibilidad de suspensión de algunos de los 
derechos fundamentales, pero evitando la afec­
tación total o parcial de otros.

Sin embargo, la desnaturalización de los estados 
de excepción se ha convertido en un fenómeno, 
que podríamos atrevernos a calificar como coti­
diano, en el escenario de América Latina. Los es­
tados de excepción no cumplen su finalidad en 
Latinoamérica, es decir, la posibilidad de la sus­
pensión de determinados derechos en sacrificio 
de otros considerados más fundamentales hasta 
conseguir el restablecimiento de la normalidad. 
En América Latina es utilizado el mecanismo de 
los estados de excepción no para proteger la con­
servación e integridad de los Derechos Humanos 
considerados más fundamentales sino para todo 
lo contrario, para que tales derechos puedan ser 
violados por los estados impunemente.

a.	 Contexto COVID‑19

Ante la amenaza que supone la pandemia por 
COVID-19, muchos gobiernos en el mundo toma­
ron medidas de cierres de fronteras y limitación 
de algunas garantías constitucionales como la li­
bertad de tránsito o de reunión, en la mayoría de 
los casos, decretaron estado de excepción, que en 
algunos casos se desnaturalizó, lo cual se reflejó 
en las siguientes consecuencias: 1) Mutación del 
Estado de Derecho. 2) Mutación institucional que 
implica la subordinación de los poderes Judicial y 
Legislativo al poder Ejecutivo, y de éste al poder 
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Militar. De tal manera que la separación de pode­
res se convirtió en jerarquización de poderes. 3) 
Falta de independencia del poder judicial, lo que 
implica una grave obstaculización de la acción de 
la justicia y del derecho a un proceso justo. 4) El 
poder Ejecutivo actuó impunemente sin sujeción 
a principio alguno de legalidad. Legalidad se trans­
formó en arbitrariedad.

Ante la gravedad de las consecuencias que la 
desnaturalización de los «estados de excepción» 
provocó en el Estado de Derecho, es del todo ur­
gente adoptar las medidas y precauciones ne­
cesarias que nos ayuden a impedir o, al menos, 
a aminorar las fatales consecuencias que estos 
fenómenos implican para una convivencia de­
mocrática. En definitiva, se debe empezar por 
reconocer la necesidad que durante estas situa­
ciones de emergencia, el poder judicial goce de 
independencia real a fin de impedir que discrecio­
nalidad se confunda con arbitrariedad y asegurar 
a los ciudadanos la protección de sus derechos 
fundamentales

b.	 Estado de Excepción en El Salvador

La Constitución de El Salvador, establece el 
Régimen de Excepción para el abordaje de ca­
tástrofe, epidemia u otra calamidad general (art. 
29 inc. 1° Cn), es decir, ante una grave crisis que 
afecte a una parte o la totalidad de la población, 
estableciendo un plazo máximo de duración de 
60 días, incluyendo una eventual prórroga (art. 
30 Cn.).

Como consecuencia de la situación mundial por 
la pandemia COVID-19, desde el mes de enero de 
2020, el Gobierno de El Salvador (GOES) imple­
mentó diversas medidas, mediante una serie de 
Decretos Ejecutivos en el Ramo de Salud4 Decretos 
del Consejo de Ministros5 y del Presidente de la 

4 Los Decretos Ejecutivos en el Ramo de Salud, son actua­
ciones ministeriales fundamentadas legalmente, por me­
dio de las cuales se ordenan normas de aplicación general 
cuyo acatamiento es obligatorio para las entidades del 
Órgano Ejecutivo a las que se dirigen, y para la población. Los 
Decretos Ejecutivos en el Ramo de Salud que se emitieron de 
enero al 14 de marzo de 2020 fueron: Decreto Ejecutivo No 
1 (Directrices relacionadas con el nuevo coronavirus), del 30 
de enero de 2020; Y posteriores reformas mediante Decretos 
Ejecutivos No 2, 3 y 4, de fechas 25 de febrero de 2020; 2 
y 11 de marzo de 2020. En todo estos Decretos se observa 
cómo gradualmente se elevan los niveles de restricción mi­
gratoria, en consonancia con la atención de la Fase I de la 
pandemia que se refiere a la importación de casos. El Decreto 
Ejecutivo N° 4 dispuso la cuarentena obligatoria por un pe­
ríodo de 30 día para todas aquellas personas que ingresaran 
al territorio salvadoreño por cualquier vía
5 El 11 de marzo de 2020, El Consejo de Ministros emitió 
el Decreto Ejecutivo N° 12, mediante el cual declaró Estado 
de Emergencia Nacional por la epidemia por COVID-19 para 
efecto de los mecanismos previstos en la Ley de Protección 
Civil, Prevención y Mitigación de Desastres, la Ley de 
Adquisiciones y Contrataciones de la Administración pública 
y demás leyes. El referido decreto garantizó la estabilidad la­
boral para las personas sujetas a cuarentena dictada por el 
Ministerio de Salud (MINSAL), suspendió labores a los em­
pleados públicos, las clases por 21 días y los plazos adminis­
trativos por 15 días; indicó que la Policía Nacional Civil y la 
Fuerza Armada prestarían asistencia; este DE según lo esta­
blecía su art. 10 tendría vigencia por 60 días. Posteriormente, 
con fecha 12 de marzo de 2020, el Consejo de Ministros, me­
diante el Decreto Ejecutivo N° 14, derogó la declaratoria de 
Estado de Emergencia Nacional, por violar la Constitución, 
pues invadía funciones legislativas.
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República6 que incidieron en los derechos huma­
nos y fundamentales de las personas, ya que en 
principio solo eran directrices para el abordaje de 
eventuales casos hasta convertirse en un Estado 
de Emergencia Nacional, en el que se suspen­
dieron clases en todos los niveles educativos, se 
clausuraron algunas actividades laborales, y se 
emitieron medidas de protección para poblacio­
nes en especial riesgo, entre otras acciones

b.1.	Decretos Legislativos: Asamblea Legislativo 
decretó estado de Excepción

•	 El 14 de marzo de 2020, a solicitud del Poder 
Ejecutivo, la Asamblea Legislativa, aprobó el 
Régimen de Excepción, mediante Decreto 
Legislativo 594 (DL n° 594), que contenía la 
Ley de Restricción Temporal de Derechos 
Constitucionales Concretos para Atender la 
Pandemia por COVID-19, con la cual se res­
tringieron 3 derechos fundamentales: La liber­
tad de tránsito, libertad de reunión pacífica 
y el derecho a no cambiar de domicilio. Con 
ello, se limitó la circulación de personas, em­
pleados de las instituciones del sector pú­
blico y empresa privada debían enviar a casa 
a sus trabajadores y trabajadoras a guardar 

6 El Decreto Ejecutivo No 13 del Presidente, de fecha 11 de 
marzo, declaró que todas las carteras de Estado deberían es­
tar a disposición de las acciones que se realizarían para frenar 
el ingreso de la pandemia COVID-19 y deberían priorizar la 
colaboración con el Ministerio de Salud, y a este último, le or­
denó que declarara la cuarentena obligatoria por un período 
de 30 día para todas aquellas personas que ingresaran al te­
rritorio salvadoreño (Decreto Ejecutivo n° 4 SALUD).

cuarentena obligatoria, a fin de evitar satu­
rar el sistema nacional de salud que brinda 
atención a pacientes que resulten positivo 
de COVID-19. Estuvo vigente hasta el 29 de 
marzo, ya que no fue prorrogado.

•	 El 29 de marzo de 2020, la Asamblea Legislativa 
aprobó el Decreto Legislativo n° 611, que conte­
nía la Ley de Restricción Temporal de Derechos 
Constitucionales Concretos para Atender la 
Pandemia COVID-19. Esta normativa al igual 
que la anterior, estableció una restricción tem­
poral a los derechos constitucionales de liber­
tad de tránsito, derecho de reunión y a no ser 
obligado a cambiar de domicilio, pero se aclaró 
en el artículo 7, que las restricciones además 
de ser temporales, no comprendían en ningún 
caso restricciones a la libertad de ingresar al te­
rritorio de toda persona salvadoreña, quienes 
solo deberían cumplir con las medidas sanita­
rias que dicten las autoridades, sus efectos ca­
ducaron el 13 de abril.

•	 El 5 de mayo de 2020, la Asamblea Legislativa 
aprobó el DL n° 639, que contenía la Ley de 
Regulación para el Aislamiento, Cuarentena, 
Observación y vigilancia por COVID-19; esta 
norma instauró un nuevo régimen de excep­
ción, debido a que en su artículo 8 establecía 
limitaciones al derecho a la libre circulación, 
esta ley normalizó la participación del Ejército 
y la Policía en las detenciones de aquellos se­
ñalados por infringir la cuarentena. Con vigen­
cia hasta el 19 de mayo. Por la aprobación de 

113



este decreto, se interpuso una demanda de 
Inconstitucionalidad (Inc. 40-2020)7.

b.2.	Decretos Ejecutivos: Otras medidas restric-
tivas impuestas por el Gobierno

•	 Suspendió el ingreso de extranjeros al territo­
rio salvadoreño, y declaró cuarentena obliga­
toria por un período de 30 días para todos los 
salvadoreños que ingresaran por cualquier vía, 
quienes a partir de esa fecha, fueron llevados 
a los Centros de Contención del Coronavirus8, 
independientemente de su positividad con el 
SARS-CoV-2.

•	 Obligatoria la permanencia en casa y limitacio­
nes a la libertad de circulación; estableciendo 
que era permitido circular en días específicos 
conforme al número de Documento Único de 
Identidad (DUI); prohibición de desplazarse a 
otros municipios, a excepción para asistir a los 
lugares de trabajo, además de prohibir la cir­
culación del transporte público.

7 Importante mencionar, que se interpuso una demanda de 
Inconstitucionalidad (Inc.40-2020, contra el referido decreto 
legislativo, bajo los argumentos, que violaba los artículos 135 
ord. 5° y 134 de la Constitución de la República ya que en la se­
sión plenaria en que se aprobó no se habría permitido que to­
dos los diputados que así lo habían requerido hicieran uso de 
la palabra, con lo que se produciría —según la demanda— la 
supuesta violación del principio de deliberación parlamentaria.
8 Establecimientos designados por la autoridad de salud para 
separar los casos confirmados y/o sospecha de COVID‑19.

•	 Autorizó al personal de salud para inspeccio­
nar casas, locales, predios públicos o privados 
con el objeto de evaluar las medidas sanitarias 
para el combate de la pandemia. Sin embargo, 
en la práctica, agentes policiales y militares de 
forma arbitraria, realizaron registros y coac­
cionaron a personas exponiendo su integri­
dad y seguridad.

•	 Facultó a la Policía Nacional Civil (PNC) para 
hacer cumplir las medidas restrictivas de libre 
circulación, de forma coercitiva, y quienes in­
cumplieron la cuarentena obligatoria, a par­
tir de esa fecha, fueron llevados a los Centros 
de Contención del Coronavirus9, independien­
temente de su positividad con el SARS-CoV-2.

•	 Estableció Cerco Sanitario en los límites te­
rritoriales del Municipio del Puerto de La 
Libertad, departamento de La Libertad, por 
el plazo de setenta y dos horas

b.3.	Elaboración del Informe Preliminar Sobre 
COVID‑19 y Derechos Humanos en 
El Salvador

Esta INDH elaboró el «Informe Preliminar Sobre 
COVID‑19 y Derechos Humanos en El Salvador»10, 
el cual reflejó los siguientes hechos:

9 Establecimientos designados por la autoridad de salud para 
separar los casos confirmados y/o sospecha de COVID‑19.
10 https://www.pddh.gob.sv/portal/category/
emergencia-covid-19/informes-reportes/
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•	 La respuesta estatal de la emergencia sani­
taria, evidenció la profunda desigualdad que 
caracteriza a nuestra sociedad; tales medidas 
profundizaron el ciclo de vulnerabilidad en el 
que se encuentra gran parte de la población 
salvadoreña y no se tomaron en cuenta las 
necesidades específicas de las niñas, niños y 
adolescentes, las mujeres, las personas adul­
tas mayores, lgbtiq+, aquellas que viven con 
VIH o tienen alguna discapacidad

•	 Se intensificó un enfoque represivo y de cas­
tigo que supuso graves atentados contra los 
derechos a la libertad y la integridad perso­
nal; en los centros de contención se privilegió 
la improvisación y marcadamente se vulneró 
la dignidad humana y el principio de igualdad 
y no discriminación en razón de la alimenta­
ción, agua, atención en salud, el acceso a la in­
formación y otras situaciones que vulneraron 
los derechos de personas que se encontraban 
bajo la custodia del Estado.

•	 Las problemáticas vinculadas a la atención 
hospitalaria; negligencia gubernamental en 
relación a las personas salvadoreñas que via­
jaron fuera del país de manera temporal y que 
no pudieron ingresar debido al cierre de aero­
puertos y fronteras, ni se garantizó un proceso 
de retorno con atención integral, psicosocial, 
humanitaria, legal y de atención diferenciada

•	 Afectaciones al derecho a la libertad de prensa 
y libertad de expresión en el contexto de la 

pandemia COVID-19, especialmente con de­
claraciones estigmatizantes en contra per­
sonas periodista, restricciones a realizar 
preguntas en conferencias de prensa, y limi­
taciones a realizar entrevistas a funcionariado 
del Órgano Ejecutivo.

b.4.	Delegación a Procurador de Derechos 
Humanos en el Proceso Habeas Corpus 
148-2020

La aplicación de las medidas restrictivas provocó 
una serie de arbitrariedades, elevando la cantidad 
de detenciones, por lo que varios ciudadanos in­
terpusieran varias demandas de inconstituciona­
lidad, amparos y Hábeas Corpus ante la Sala de 
lo Constitucional, a fin de proteger su derecho a 
la libre circulación, la salud y otros.

Es así, que en el Proceso Habeas Corpus 
148‑2020, la Sala de lo Constitucional, en las re­
soluciones de fecha 26 de marzo, 8 y 15 de abril, 
ordenó que debían dejar en libertad a las perso­
nas detenidas por presunto incumplimiento de 
la cuarentena, quienes estaban detenidas en las 
dependencias policiales o administrativas, distin­
tas a un sitio de cuarentena sanitaria; requirió in­
forme de personas detenidas y de los Centros de 
Contención, a la PNC y al Ministro de Salud; soli­
citó a la Asamblea regular mediante una Ley las 
medidas limitadoras de la libertad física; y delegó 
al Procurador para la Defensa de los Derechos 
Humanos, para verificar el cumplimiento de las 
medidas cautelares, requiriéndole enviar un 
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informe cada cinco días hábiles, a partir de la no­
tificación de la resolución y mientras duren las 
acciones gubernamentales en relación con la 
pandemia del COVID-19, sobre el grado de aca­
tamiento de lo ordenado por el Tribunal11.

b.5.	Sentencia de Inconstitucionalidad 
21-2020/23-2020/24-2020/25-2020

Finalmente, es importante mencionar que la 
Constitución salvadoreña fue diseñada para 
comprender el Estado de Excepción como un 
elemento coercitivo para el establecimiento del 
poder político dominante durante la penúltima 
década del siglo xx, creando una laguna constitu­
cional en el año 2020 para atender la Pandemia 
COVID-19, la cual fue interpretada a la luz de 
la jurisprudencia de la Sala de lo constitucional 
mediante la Sentencia de Inconstitucionalidad 
21‑2020/23-2020/24-2020/25-2020, que esta­
bleció parámetros de interpretación sobre las 
cuarentenas obligatorias, las atribuciones y com­
petencias de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, 
declarando inconstitucional una serie de leyes y 
decretos ejecutivos por vicios de forma, de un 

11 Consultar: https://www.pddh.gob.sv/

modo general y obligatorio, tal como sucedió 
con la Ley de Restricción Temporal de Derechos 
Constitucionales Concretos para Atender la 
Pandemia Covid-19, contenida en el Decreto 
Legislativo número 611, por la violación del artí­
culo 131 ordinal 27° de la Constitución. Y la Ley 
de Regulación para el Aislamiento, Cuarentena, 
Observación y Vigilancia por COVID-19, conte­
nida en el Decreto Legislativo 639, razonando 
que fue debido a que no se documentó ni acre­
ditó suficientemente las razones que justificaban 
la suspensión de los derechos constitucionales 
concernidos en esos cuerpos normativos como 
la medida idónea para garantizar el derecho a la 
salud de la población salvadoreña en el contexto 
de pandemia por la COVID-19. También fueron 
declarados inconstitucional los decretos ejecuti­
vos 5, 12, 18, 22, 24 y 25, normas de desarrollo de 
las leyes; y decretos ejecutivos 14, 19, 21, 26 y la 
Resolución Ministerial 101, normas autónomas, 
todas producían efectos de cuarentena domiciliar 
obligatoria en todo el país. De igual forma el DE n° 
19 del Presidente de la República, de 19 de mayo 
de 2020; y el DE n°29 del ramo de Salud y sus re­
formas, por ser contrario a la Ley Fundamental.
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Conclusiones



Fueron dos intensas jornadas de trabajo —virtual 
en su forma, pero sustancial en su contenido— 
donde las diferentes instancias que componen 
la Federación Iberoamericana del Ombudsman 
(FIO) y la Red de Instituciones para la Promoción 
y Protección de los Derechos Humanos del 
Continente Americano (RINDHCA) expusieron el 
trabajo realizado en un año tan convulso, que im­
plicó realizar su labor en unas condiciones de gran 
dificultad, debido a las incertidumbres que ge­
neraron las nuevas condiciones de trabajo, con 
un lógico incremento del trabajo virtual. A ello se 
añadió el clima de agresión desatado en algunos 
países contra las INDH y Defensorías.

Ante la amenaza que supone la pandemia pro­
vocada por la COVID-19, muchos gobiernos toma­
ron medidas que tuvieron como consecuencia la 
restricción de derechos, como el cierre de fronte­
ras, o limitaciones en los derechos a la libertad de 
circulación, reunión o manifestación entre otros. 
Los gobiernos utilizaron la herramienta de la de­
claración de los estados excepcionales, lo que su­
puso una merma en el control político, que tuvo 
que ser suplido por la labor de vigilancia de las 
INDH y las Defensorías. En muchos casos el po­
der Ejecutivo actuó con impunidad sin sujeción a 
principio alguno de legalidad, transformando esta 
en arbitrariedad.

El trabajo de supervisión del Estado, sumado 
al de promoción y protección de derechos de 
las INDH y las Defensorías, las situó en el punto 
de confrontación de algunos gobiernos, que 

aprovecharon esta situación para generar presio­
nes y ataques, tanto a las instituciones como a las 
personas que las representan. Una vez puesta en 
evidencia esta situación, la celebración de este 
congreso FIO + RINDHCA ha sido necesaria para 
reflexionar y analizar estas situaciones y, sobre 
todo, intentar encontrar soluciones entre las que 
se apuntan:

1.	 Es imprescindible la consecución de suficiente 
autonomía financiera. Las Instituciones de de­
fensa de los Derechos Humanos no pueden es­
tar sujetas a la arbitrariedad de los gobiernos, 
que aprovechan su poder para asfixiar econó­
micamente a las INDH y Defensorías mediante 
la perversa herramienta de los recortes presu­
puestarios: a menos recursos económicos me­
nos capacidad de acción. Hay que promover 
acciones en los distintos países que garanticen 
un nivel de ingresos idóneos y suficientes para 
el ejercicio de sus funciones, protegiendo de 
esta manera el trabajo de estas instituciones 
y fortaleciendo así su independencia.

2.	 Las INDH y Defensorías que han evidenciado 
ataques y presiones han actuado en estricta 
correspondencia con los Principios de París 
de las Naciones Unidas, y con los Principios 
de Venecia del Consejo de Europa. En aten­
ción a ello, debe recordarse la resolución 
de la Asamblea General de ONU sobre las 
INDH (2019) y a la Declaración de Marrakech, 
que establecen que las INDH deben poder 
operar en un entorno seguro, evidenciando 
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que los ataques desplegados contra ellas re­
presentan un impacto en la capacidad de las 
propias instituciones para cumplir su mandato 
de manera eficaz.

3.	 Las presiones y represalias contra INDH y 
Defensorías, no solo afectan la credibilidad 
institucional, sino que deben ser entendidas 
como afrentas al propio sistema democrático, 
como una alerta frente a la vigencia de los 
Derechos Humanos y como una quiebra en 
los estados de derecho que las soportan.

4.	 Se debe tomar debida atención a la gradua­
lidad, sistematicidad y recurrencia de los he­
chos, entendiéndolos no como incidentes 
aislados sino como corrientes que se están ha­
ciendo cotidianas en la región, que sumados a 
la especial situación que genera la pandemia 
COVID‑19, deberían considerarse como una 
indicación de alerta temprana de situación en 
cada uno de los países y en la región en su 
conjunto, evidenciándose que hay situaciones 
de patente deterioro. Por ello, este problema 
debe ser abordado por las redes regionales y 
globales de INDH y Defensorías, por el sistema 
interamericano, por el ACNUDH y por el sis­
tema de las Naciones Unidas en general.

5.	 Hay que perseverar en la función de super­
visión frente conductas impropias por parte 
del poder, y propiciar la concertación de ac­
ciones de defensa de defensores de derechos 
humanos y de respaldo a sus INDH/Oficinas 

de Ombudsman desde los propios estamentos 
nacionales, recurriendo además a espacios re­
gionales y globales, pues la comunidad de los 
Derechos Humanos, las redes de instituciones 
y los organismos internacionales han demos­
trado ser una herramienta valida.

6.	 Es necesario potenciar la presencia de las 
INDH y las Defensorías en los medios de co­
municación modernos, en especial en las re­
des sociales. La población debe ser consciente 
de la utilidad de las Instituciones de defensa 
de los Derechos Humanos y de los impactos y 
riesgos que significan atacarlos.

7.	 En esta misma línea, las INDH y las Defensorías 
deben hacer un esfuerzo para adecuar sus in­
fraestructuras técnicas. Una lección extraída 
de la situación generada por la COVID-19 es 
que el buen uso de la tecnología ha mostrado 
ser una herramienta de gran ayuda para la 
consecución de los objetivos de defensa de 
los derechos humanos.

8.	 Los Estados deben cumplir con las obligacio­
nes internacionales de derechos humanos du­
rante los estados excepcionales. Es necesario 
realizar un seguimiento de las recomenda­
ciones sobre derechos humanos dirigidas al 
Estado desde instancias internacionales, así 
como establecer grupos de trabajo y diseñar 
instrumentos concretos para medir el grado 
de cumplimiento de las obligaciones y reco­
mendaciones mencionadas.
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9.	 Los gobiernos deben adecuar su ordenamiento 
interno a las normas y estándares internacio­
nales sobre derechos humanos en estados ex­
cepcionales, involucrando en esta tarea a los 
partidos políticos con representación parla­
mentaria, a las organizaciones más represen­
tativas de la sociedad civil. Facilitar el regreso 
a la vida con normalidad, una vez superada la 
situación que haya dado lugar a la adopción 
del estado excepcional, y abstenerse de utili­
zar los poderes de excepción para establecer 
regulaciones que la trasciendan, estructurales 
o que afecten a la organización y al funciona­
miento de las instituciones, estableciendo un 
control judicial expedito y accesible de estos 
eventuales excesos.

10.	Se debe garantizar que las medidas adop­
tadas durante los estados excepcionales no 
afecten a los considerados inderogables por 
el Derecho internacional ni al contenido esen­
cial o mínimo de todos ellos, se encuentren 
previstas en leyes parlamentarias, estén limi­
tadas temporalmente y justificadas en objeti­
vos de igual rango y que resulten adecuadas, 
necesarias y proporcionales al logro de di­
chos objetivos, que se apliquen sin discrimi­
nación, y en especial sin tratos de favor no 
fundados en criterios objetivos y razonables, 
y que se interpreten de forma restrictiva. Hay 
que asegurar que las restricciones al ejerci­
cio de derechos en estados excepcionales se 
encuentren claramente definidas en normas 
previas con rango constitucional o al menos 

de ley parlamentaria cualificada y que resul­
ten compatibles con las obligaciones, objeti­
vos y propósitos del Derecho internacional de 
los derechos humanos. Asegurar que ningún 
derecho humano quede propiamente suspen­
dido o temporalmente derogado y que las nor­
mas de ius cogens (entre ellas, el derecho a la 
vida, a no ser sometido a esclavitud, tortura, 
malos tratos o experimentos médicos o cien­
tíficos, a la legalidad, a la no devolución ni ex­
pulsión colectiva o la libertad de pensamiento, 
conciencia y religión en el ámbito privado) no 
puedan ser objeto de restricción alguna.

11.	Implementar mecanismos de control parla­
mentario a las medidas adoptadas durante los 
estados excepcionales. Evaluar la puesta en 
marcha de comisiones parlamentarias para el 
control de la política gubernamental durante 
la crisis y considerar la colaboración con ellas 
de las organizaciones de la sociedad civil espe­
cializadas en derechos humanos. Fomentar la 
participación de los municipios y de las orga­
nizaciones locales en la concienciación, aplica­
ción y seguimiento de las actuaciones públicas 
durante la crisis, considerando que los objeti­
vos últimos de dichas actuaciones son de in­
terés general, y no podrán conseguirse solo 
desde el Estado.

12.	 Apoyar los esfuerzos que vienen realizando 
los organismos miembros de la FIO y de 
RINDHCA en el país respectivo para garanti­
zar los derechos humanos durante los estados 
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excepcionales. Adoptar las recomendaciones 
que las Defensorías del Pueblo u órganos equi­
valentes formulen en la materia. Facilitar a estas 
Instituciones la vigilancia del respeto a los dere­
chos humanos durante los estados excepciona­
les. Reforzar sus medios materiales y personales, 

principalmente cuando se las asignen nuevas 
funciones de monitoreo y seguimiento para la 
garantía de los derechos humanos. Respetar su 
autonomía técnica y financiera y abstenerse de 
interferir en sus tareas de promoción y protec­
ción de los derechos humanos.
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